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INTRODUCCIÓN. 

En el presente trabajo de tesis abordaré el tema referente a la caducidad 

del procedimiento de ejecución de las sentencias de amparo, pues considero 

sumamente importante el cumplimiento de las ejecutorias, en virtud de que en 

erras se encuentra inmerso el mandato de la autoridad jurisdiccional federal y de 

igual forma el orden público así como el interés de la sociedad respecto de que 

dicho mandato sea cumplido por la autoridad ya sea federal o local que haya 

vulnerado las garantías del gobernado. 

En el primer capítulo de este trabajo, trataré lo referente a los conceptos 

fundamentales del juicio de amparo, tales como su naturaleza jurídica, su 

clasificación, etc. precisando su concepto así como el objetivo del mismo. 

En el segundo capítulo se encuentran descritos los diferentes sentidos en 

que el juzgador puede dictar la sentencias en el juicio de amparo, siendo de 

interés para el presente trabajo la sentencia concesoria de amparo, pues en elta 

se encuentran los lineamientos en que la autoridad responsable deberá acatar y 

respetar las garantías individuales del gobernado y que han sido por erra 

vulneradas. 

En el tercer capItulo se encuentra lo relativo a la ejecución de la 

ejecutoria de amparo, relatando de manera explícita cual es el procedimiento de 

ejecución previsto por la Ley de Amparo, así como los términos de "orden 

público" y "de oficio", entre otros. 

En el cuarto y último capítulo, contiene el tema medular de la presente 

investigación, explico la caducidad del procedimiento de ejecución de la 

ejecutoria de amparo, la prohibición de archivar los expedientes en que se haya 



concedido el amparo y protección de la justicia federal a la parte quejosa, sin 

que antes se haya cumplido con el fallo protector, así como la propuesta que 

realizo respecto de la caducidad en el procedimiento de ejecución de las 

sentencias de amparo, prevista por el artículo 107, fracción XVI último párrafo, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y el segundo 

párrafo del numeral 113 de la Ley de Amparo. 



CAPITULO I 

EL JUICIO DE AMPARO 

1.1. Concepto de juicio de amparo. 

El Juicio de Amparo o Juicio de Garantías, es el procedimiento de mayor 

relevancia dentro del Derecho Mexicano, dado que su objetivo, no es sólo de 

protector de la Constitucionalidad, por lo que hace a las garantías individuales, 

sino que dentro de todo el sistema jurídico mexicano su labor es eficaz y la 

protección que otorga, a pesar de ser defectuosa en algunos aspectos, es digno 

de ser alabado, pues el juicio de amparo no encuentra más justificación que la 

de selVir como un medio de defensa del gobernado frente a los actos 

inconstitucionales del gobernante en su carácter de autoridad, teniendo en la 

Constitución General de la República, su origen, su fuente y objetivos, en ella 

encuentra su creación y su meta, porque la finalidad que persigue es la de 

lograr el imperio de los mandatos constitucionales, guardián del derecho y de la 

Constitución. 

Así es como al juicio de amparo debemos ubicarlo como un sistema de 

contra! constitucional, el cual ha tenido diversas acepciones y ha sido 

conceptuado por múltiples autores, algunos de los cuales citaré en este trabajo, 

comenzando por uno de [os mas connotados, el Doctor Ignacio Burgoa 

Orihuela, quien al respecto nos dice que: 

" el amparo es un medio jurídico que preserva las garantías 

constitucionales del gobernado contra todo acto de autoridad que (as 

vio/e: que garantiza en favor del particular el sistema competencial 

existente entre las autoridades federales y las de los Estados y que por 

último protege toda la constitución, así como toda la legislación 

secundaria, con vista a la garantía de legalidad consignada en los 

artículos 14 y 16 de la Ley Fundamental y en función del interés jurídico 

particular del gobernado, en otras palabras, refiere que el amparo es un 



medio jurídico de tutela directa de la Constitución y de tutela indirecta 

de fa Ley Secundaria, preservando, bajo este último aspecto y de 

manera extraordinaria y definitiva, todo el derecho positivo. 

y por otra parte el amparo se sustancia en un procedimiento 

jurisdiccional o contencioso, incoado por el gobernado particular y 

especifico que se siente agraviado por cualquier acto de autoridad que 

origine la contravención a alguna garantía constitucional o la 

trasgresión a la esfera de competencia entre la Federación y los 

Estados".f 

Así también, tenemos que el citado autor, las concepciones más 

importantes que otros de sus similares tienen respecto al juicio de amparo son, 

por citar algunas, la de Ignacio L. Valfarta, quien lo definió como: proceso legal 

intentado para recuperar sumariamente cualquiera de los derechos del hombre 

consignados por una autoridad de cualquier categoria que sea, para eximirse de 

la obediencia de una ley o mandato de una autoridad que ha invalidado /a 

esfera federal o local respectivamente. 

Asimismo, menciona que la mejor definición que del juicio de amparo se ha 

dado, fue la sustentada por Silvestre Moreno Cara, para quien el amparo 

es: 

" Una institución de carácter político, que tiene por objeto proteger, 

baja las formas tutelares de un procedimiento judicial, las garantías 

que la Constitución otorga, o mantener y conservar el equilibrio entre 

los diversos Poderes que gobiernan la Nación, en cuanto por causa de 

las invasiones de éstos, se vean ofendidos o agraviados los derechos 

de los individuos ... " 2 

También una de las conceptualízaciones que del amparo se tienen, es la 

que ha hecho el Doctor Héctor Fix Zamudio, que dice que es: "un 

procedimiento armónico, ordenado a la composición de los conflictos suscitados 

I Burgoa Orihuela, Ignacio.- El iuiciode Amparo. Editorial pomía, S.A. de C.v. 38a Edición._ Méxioo 2001. p:\g. 169. 
, Ibídem. pág. 174 
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entre las autoridades y las personas individuales y colectivas por violación, 

descoflocimiento e incertidumbre de las nonnas fundamentales".. 3 

Finalmente y no menos importante, tenemos el concepto adoptado por 

Juventino V. Castro, quien nos dice que más que una definición, para precisar 

el género próximo y su diferencia específica, es necesario una descripción o 

explicación de los elementos esenciales del juicio de amparo; a saber: 

UEf amparo es un proceso concentrado de anulación - de naturaleza 
constitucional - promovido por vía de acción, reclamándose actos de 
autoridad y que tienen como finalidad el proteger exclusivamente a los 
quejosos contra la expedición o aplicación de leyes violatorias de las 
garantías expresamente reconocidas en /a Constitución; contra los 
actos concu/catorios de dichas garantías; contra la inexacta y definitiva 
atribución de la ley al caso concreto; o contra las invasiones recíprocas 
de las soberanías ya federal, ya estatales, que agravien directamente a 
los quejosos, produciendo /a sentencia que conceda la protección, el 
efecto de restituir las cosas al estado que tenían antes de efectuarse la 
violación reclamada, si el acto es de carácter positivo, o es de obligar a 
la autoridad a que respete la garantía violada, cumpliendo con lo que 
ella exige si es de carácter negativo ... " 4 

Ahora bien, dentro de todas las concepciones que del juicio de amparo 

tienen los autores antes citados, debemos tener presente que éstas hacen 

referencia a diversos contenidos, por ejemplo, la definición que nos proporciona 

Don Ignacio L. Vallarta, tiene un contenido eminentemente individualista, ello 

es así porque ésta fue concebida dentro de la Ley Fundamental de 1857, la cual 

se originó en un ambiente precisamente ideológico individualista y liberal, pero 

no obstante ello, ha sufrido una transformación a lo largo del tiempo, que la ha 

convertido en una institución que no sólo preserva los derechos de las personas 

físicas o individuales, sino a cualquier ente que se encuentre en la posición de 

gobernado, como Jos sindicatos de trabajadores, las comunidades agrarias, Jos 

organismos descentralizados y las empresas de participación estatal; asimismo, 

la definición que brinda Silvestre Moreno Cora, posee un contenido de carácter 

político. 

3 HéctorFix Zamudio.· Eljuicio d. Amparo. Edición 1964, pág. 137y 138. 

< Castro, JuventÍIlo V. - Ganmti., y Amparo. Editorial POlTÚa, S.A de c.v .. 5a Edición .• México 1986. Pág_l2. 
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Por otra parte, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley 

reglamentaria que establece que el juicio de amparo tiene por objeto resolver 

toda controversia que se suscite: a) Por leyes o actos de la autoridad que violen 

las garantías individuales; b) Por leyes o actos de la autoridad federal, que 

vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados; y, e) Por leyes o actos de las 

autoridades de estos que invadan la ,esfera dé la autoridad federa!, es decir, por 

invasiones recíprocas de las soberanías, ya sea Federal o Estalal, esto es, que 

el amparo se encuentra encaminado a proteger los derechos (garantías 

individuales) que poseen Jos particulares o gobernados frente a los actos de 

autoridad y que por regla genera! deberá iniciarse por vía de acción, a instancia 

de parte agraviada, a causa de un agravio personal y directo y aclarando que la 

sentencia que se dicte en dicho juicio, tendrá sólo efectos relativos, esto es, que 

sólo beneficiara o perjudicara en su caso, a la parte que lo haya promovido o 

iniciado y que éste es de estricto derecho, es decir, que el juzgador sólo deberá 

concretarse a examinar la legalidad del acto reclamado a la -luz de los 

argumentos externados en los "conceptos de violación" expresados en la 

demanda respectiva. 

A grandes rasgos y tomando como directrices los conceptos de tan 

notables tratadistas, es que llegamos a la conclusión de que el juicio de amparo 

es un medio extraordinario de defensa, que tiene como finalidad inmediata la 

anulación de los actos arbitrarios de autoridad que hayan conculcado en 

perjuicio de los gobernados las garantías individuales tuteladas por la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y que tratara en la 

medida de lo posible, que las cosas vuelvan al estado que guardaba'n antes de 

la violación cometida, como si nunca se hubieren realizado dichos actos. 

1.2. Naturaleza Jurídica del Juicio de Amparo. 

En primera instancia, debemos partir de la idea que, al igual que el 

maestro Felipe Tena Ramirez, se tiene en relación al respeto a la Constitución, 

pues éste en principio, deber ser espontáneo y natural y sólo excepcionalmente, 

cabria considerar la existencia de violaciones constitucionales dentro de un 

orden jurídico regular; pero, aun así, las violaciones deben ser prevenidas y no 
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obstante que debería ser normal la observancia voluntaria de la Constitución, 

debe haber necesariamente en todo régimen constitucional un medio para 

ptotegerlo contra las transgresiones que provengan de un mal entendimiento 

de los preceptos o del propósito deliberado de quebrantarlos. 5 

Por tanto, es así como la Constitución misma ha organizado el instrumento 

de defensa de su sistema, al través de un organismo encargado de hacer 

respetar su supremacía y hay dos principales órganos que pueden realizar el 

control constitucíonal -jurisdiccionales y políticos en el caso de nuestro país, el 

órgano de control es definitivamente de naturaleza constitucional. 

Como podemos observar, el control constitucional se puede ejercer a 

través de un órgano político o por órgano judicial, independientemente del 

autocontrol que la misma constitución precisa en su artículo 133. El primero de 

los nombrados, va a confiar la defensa constitucional a un órgano político que 

bien puede ser cualquiera de los existentes dentro de la división de poderes o 

que puede ser creado exprofeso como protector de la constitucionalidad; 

mientras que el segundo, el órgano judicial el que, a parte de decidir el derecho 

en una contienda entre partes procesales, tiene la misión de declarar si los 

actos de los poderes constituidos están de acuerdo con la Ley Suprema. Este 

último sistema de control de la constitucionalidad es encomendado por nuestra 

Carta Magna al Poder Judicial de al Federación (artículo 103) y con eficacia 

únicamente respecto al individuo que solicita la protección (artículo 107). 

"El procedimiento judicial en el que un particular demanda la 

protección de la Justicia de la Unión contra del acto 

inconstitucional de una autoridad, es lo que se llama juicio de 

amparo; la institución más suya, la más noble y ejemplar del 

Derecho Mexicano n
• 6 

Luego entonces, el juicio de amparo está fundado en los artículos 103 y 

107 Constitucionales y con base en ellos y en su Ley Reglamentaria, podemos 

j Tena Rarnlrez. Folipe._ Derecho Constitucional Mexicano._ Editorial Porróa, S_A de C.V .. - 2Sa Edición.- México 1991._ 
Pág.491. 
"Tena Ramírez, Felipc._ Oh. Cit Pago 479. 
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decir que dicho juicio tiene como materia: Leyes o actos provenientes de 

cualquier autoridad y que el control constitucional se constriñe a la defensa de 

los derechos del hombre y en contra de las violaciones de las esferas locales y 

federales; siempre y cuando, claro estas, causen perjuicios a un particular 

lesionando sus derechos fundamentales. 

Resumiendo, e[ juicio de amparo se ejercita por via de acción ante [os 

Tribunales Federales y su desarrollo se suscita entre dos partes fundamentales, 

el quejoso y la autoridad responsable, a más del tercero perjudicado (en su 

caso) y el Ministerio Público de la Federación, como representante del Estado, 

invariablemente; se tramita como lo que es -un juicio- que tiene como materia, 

repetimos, las leyes o actos de la autoridad que violen las garantias 

individuales, teniendo como resultado dejar sin efectos el acto reclamado y 

restituir al quejoso en el pleno goce de sus garantías violadas; es pues un 

sistema de defensa de la Constitución y de las garantías individuales. Por eso 

puede afinnarse que por encima de todo, la Constitución; por sobre la 

Constitución, nada. Por esta razón, en la Constitución, como Ley Fundamental, 

se crea para su autodefensa el juicio de amparo. 

Al respecto, esto es, refiriéndonos a la naturaleza del juicio de amparo, se 

han emitido diversas opiniones, no solamente de interés teórico, sino también 

práctico, en el sentido de si éste es un recurso o un verdadero juicio, 

entendiendo por tal un proceso; la mayoria se inclina por considerarlo un juicio. 

Tal diversidad de opiniones al respecto ha sido pronunciada por la misma 

legislación sucesivamente en vigor, pues mientras algunas Leyes Orgánicas le 

han llamado "recurso", otras, lo mismo qUjSlla Constitución de 1857 y 1917, le 

denominaron "juicio", y otras mas, entre ellas el Acta de Reformas de 1847 

"proceso". 

Algunos ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y 

magistrados de circuito que fungen como profesores del Institulo de 

Especialización Judicial, precedidos de una larga y completa carrera judicial, se 

han pronunciado al respecto emitiendo su punto de vista práctico en el Manual 

del Juicio de Amparo por ellos elaborado; luego, dada la gran experiencia de 
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éstos, nos permitiremos transcribir la parte conducente respecto del tema aquí 

planteado. 

" 'Recurso' como su propio nombre lo indica, es un volver a dar curso al 

conflicto, un volver, en plan revisor, sobre lo andado, de manera que ante quien 

deba resolverlo concurren las mismas partes que contendieron ante el inferior, 

a pedirle que ·reanalice la cuestión controvertida y que decida si la apreciación 

efectuada por éste se ajusta o no a la Ley correspondiente y, en su caso, a 

solicitarle que reforme la determinación con que no se está conforme. 

Para Guasp, el distinguido tratadista español, el recurso es 'una pretensión 

de reforma de una resolución judicial dentro del mismo proceso en que dicha 

resolución ha sido dictada'. En el recurso se está en presencia, pues del mismo 

conflicto, establecido respecto de las mismas partes y que debe ser fallado con 

base en la misma ley que debió regir la apreciación del inferior, en suma: se 

sigue dentro del proceso. 

Hablando del amparo, por el contrario, quien hasta entonces ha sido 

juzgador sube a desempeñar el papel de parte demandada; y el conflicto a 

resolver no es ya que el que fue sometido a la consideración de dicha parte, 

sino si la conducta es o no una contravención a la Carta Magna, Los preq3ptos 

normativos a cuya luz deberá resolver el Organo de Control, juez del primitivo 

juzgador, no serán, en consecuencia, exclusivamente tos mismos en que éste 

se apoyo en su oportunidad, sino, además los de la Carta Magna. Es más: 

puede darse el caso de que el citado Organo de Control no solamente se 

abstenga de establecer si la Ley ordinaria fue exacta o inexactamente aplicada, 

sino que resuelva que tal Ley no debió haber sido aplicada por ser contraria a la 

Constitución, lo que no sucede en el recurso de apelación. 

En el juicio de Amparo, y esto ocurre tanto en el amparo directo como bi­

instancial, la materia y las partes son, por consiguiente, diferentes a las del 

proceso ordinario en que se dictó la resolución reclamada. En el juicio de 

amparo se trata, según opina certeramente el Doctor Héctor Fix Zamudio en su 

ensayo de una estructuración procesal del amparo 'La Garantía Jurisdiccional 
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de la Constitución Mexicana' (página 110) de 'un proceso sobre el proceso'. No 

es un capítulo más del mismo proceso ordinario. 

Es más: En el en caso del recurso el superior se substituye al inferior, lo 

que significa que actúa como éste debió haber actuado y no lo hizo; en tanto 

que en el juicio de amparo no hay tal situación y el órgano de control, que 

advierte y declara la ilegalidad de la conducta asumida por la autoridad 

responsable, manda que ésta enmiende tal conducta. 

No hay, en consecuencia, por qué dudar de que sea la acción 

constitucional ejercitada, distinta de la que se hizo valer en el juicio ordinario, la 

que tenga por virtud iniciar el proceso de amparo; ni por qué suponer que dicha 

acción pudiera ya haber sido juzgada en el mencionado juicio de ordinario; 

como tampoco hay que pretender que el oficio de la Suprema Corte sea 'de 

mera revisión' y que el 'pretexto' sea una violación a la Ley ordinaria, pues hasta 

cuando el juicio de amparo se plantea contra resoluciones. definitivas de las 

autoridades judiciales, prospera no por virtud de la alegada infracción a la ley 

secundaria en sí misma considerada, sino en cuanto con ella se configura una 

lesión a la Ley Fundamental. Resulta inadmisible, por ende, considerar simple 

pretexto del juicio de garantias lo que constituye la razón de su existencia. 

El juicio de amparo es, por tanto, un procedimiento autónomo con 

características específicas propias de su objeto, es lograr la correcta aplicación 

de los preceptos constitucionales a través de una contienda equilibrada entre el 

gobernado y el gobernante. 

Es oportuno hacer notar que también se afinna que el amparo directo 

tampoco es realmente un juicio con la connotación y contenido que al proceso 

corresponden, porque no replantea la controversia de las partes del litigio 

discutido en el proceso común, ni da lugar a la consiguiente bilateralidad de la 

instancia, que es el principio del proceso autonomista. En opinión, expresada 

alguna vez en una platica, el doctor Humberto Bñseño Sierra ·expuso, a 

propósito del amparo, es un control constitucional por querella, en virtud de que 

el controlador se concreta a fonnular1a y a pedir cuentas al tribunal responsable . 
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a fin de que éste le explique su postura y, después de haberlo oído, a resolver 

sobre si debe o no subsistir la sentencia impugnad~ admitir esa aseveración 

suscita muy serias dudas al respecto, efectivamente, del articulado que 

estructura el amparo judicial, especialmente del que señala la conducta a seguir 

por la autoridad responsable en relación con la demanda de garantías 

formulada en su contra, se desprende que dicha autoridad se limita a rendir su 

'informe con justificación', exponiendo de manera clara las razones que funden 

la sentencia reclamada. En cuanto a pruebas, habrá de circunscribirse a remitir 

copia certificada de las constancias de los autos en que se basó para 

pronunciar la sentencia reclamada, o, si acaso, originale? los autos mismos. 

labor muy menguada, ciertamente, para quien es parte en un proceso. 

No obstante las aludidas consideraciones, merece fidelidad la idea de ver 

siempre en el medio de control que se examina, un procedimiento 

extraordinario, sui generis, con características propias y diverso por ello a las 

que se dan en los recursos y en la jurisdicción ordinaria. 

Existe, sin embargo, un tipo de amparo cuyo mecanismo no configura un 

proceso: el llamado amparo contra Leyes. Cuando menos no lo es en la 

hipótesis prevista por la fracción 1 del Articulo 114 de la ley de Amparo, en que 

la Ley Secundaria es impugnada desde su vigencia. antes de su aplicación, en 

virtud del principio de relatividad esbozado por Don Mariano Otero, consagrado 

en la Fracción lI del Articulo 107 Constitucional y reproducido por el 76 de la 

ley Reglamentaria (y aún en atención al régimen de división e independencia 

de Poderes que impera en México), la sentencia que se pronuncie 'será siempre 

tal, que sólo se ocupe de individuos particulares (obviamente se refiere a 

persona~ físicas y morales) limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso 

especial sobre el que verse la queja, sin hacer una dec.laración general respecto 

de la Ley o acto que la motivare'. El efecto de la sentencia no es, por 

consiguiente, invalidar la ley, sino únicamente el de sustraer de su influjo al 

quejoso. hacer que a éste no le sea aplicada, para la autoridad legislativa no se 

deriva deber alguno de la sentencia. 
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La sentencia que condena es la que ampara, crea para la autoridad 

responsable la obligación de asumir determinada conducta (la de destruir el 

acto combatido en el supuesto de que éste se haya producido total o 

parcialmente, o la de abandonar su actitud pasiva o de abstención cuando el 

acto combatido constituya pasividad), la parte demandada queda vinculada a 

los términos de la sentencia y puede ser constreñida a acatarlos mediante el 

incidente de incumplimiento. Pero en el caso del amparo promovido contra una 

ley autoaplicativa, al Poder Legislativo, al que obviamente no le compete velar 

por la aplicación o inaplicación de las normas por él creadas, tiene un papel de 

simple espectador, al emitir la sentencia que ampara al quejoso, sin que deba 

satisfacer obligación alguna ni adoptar ninguna medida relativa a la referida ley 

(cuando menos mientras no se reforme el sistema derivado de la fónnu]a 

Otero). En otras palabras, es una 'parte' a quien no afecta la sentencia. Distinta 

es, desde luego, la hipótesis en que se reclama una Ley a través de un acto 

concreto de aplicación, porque lo que entonces se busca es su desaplicación y, 

por consiguiente, el acto combatido está constituido preponderantemente por el 

acto de la autoridad aplicadora, a quien si se enjuicia y a quien se fuerza a 

destruir el acto reclamado y a restituir las cosas al estado que guardaban antes 

de la violación, en el supuesto de que se conceda el amparo solicitado. 7 

De 10 antes transcrito, se puede fácilmente concluir que ni el juicio de 

amparo uni-instancial, ni el juicio de amparo bi-instancial, son en manera alguna 

un "recurson, pues como se ha mencionado, en dichos procedimientos o 

procesos no se enfrentan las mismas partes, ni se resuelve el mismo conflicto, 

por' [o que lo mas conveniente en este caso, es adoptar el criterio antes vertido, 

en donde se pone de manifiesto que el juicio de amparo es un proceso 

autónomo e independiente, sui generis y con características propias que lo 

distinguen tanto de un "recurso", como de un njuicio", propiamente dichas; por 

tanto, la conclusión a la que llegamos es que el Juicio de Amparo, es un 

proceso o medio de defensa extraordinario que protege los derechos 

fundamentales del gobemado y que a final de cuentas, lo importante no es el 

, Suprema Corte de Juslleia de la Nadón.- Manual de! Juicio de Amparo.- Editorial Themis.- 2a Edición.- México !994.­
Pág. 12 a 15. 
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saber si constituye un recurso o un juicio, sino en todo caso, lIamémoslo como 

lo llamemos, que constituye una base fundamental para proteger los derechos 

fundamentales de las personas, ya sea físicas o morales, de los actos 

arbitrarios de autoridad, pues resulta evidente que la denominación que se le 

quiera dar, pasará siempre a segundo término, cuando se tiene presente lo 

importante de su labor. 

1.3. Clasificación del Juicio de Amparo y su procedencia. 

1.3.1. Juicio de Amparo Directo. 

Como sabemos, el juicio de amparo se desarrolla en dos vertientes. La 

primera de ellas se conoce como amparo directo o uni-instancial y es aquél del 

que conocen los Tribunales Colegiados de Circuito y sólo consta de una 

instancia, pero que esa regla, como cualquier otra, tiene una excepción, dado 

que sí constará de una segunda instancia, pero sólo cuando se trate de la 

interpretación de una nonna constitucional. 

Ahora bien, la otra modalidad del juicio de amparo, es el llamado juicio de 

amparo indirecto o bi-instancial, en virtud de que consta de dos instancias, la 

primera en donde conoce el Juez de Distrito correspondiente y la Segunda que 

se da en la revisión que conoce la Suprema Corte de Justicia o los Tribunales 

Colegiados de Circuito, de acuerdo a un sistema de competencias bien 

delineado dentro de la misma Ley de Amparo. 

En este apartado nos referiremos al Juicio de Amparo Directo, el cual en el 

artículo 107, fracción V y VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como en la Ley de Amparo, en su artículo 158, establece su 

procedencia: 

Artículo 107.- ... V.- El amparo contra sentencias definitivas o laudos y 

resoluciones que pongan fin al juicio, sea que la violación se cometa durante el 

procedimiento o en la sentencia misma, se promoverá ante el Tribunal 

Colegiado de Circuito que corresponda, confonne a la distribución de 
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competencias que establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, en los casos siguientes: 

a).- En materia penal, contra resoluciones definitivas dictadas por 

tribunales judiciales, sean éstos federales, del orden común o militares. 

b).- En materia administrativa, cuando se reclamen por particulares 

sentencias definitivas y resoluciones que ponen fin al juicio dictadas por 

tribunales administrativos o judiciales, no reparables por algún recurso, juicio o 

medio ordinario de defensa legal; 

c).- En materia civil, cuando se reclamen sentencias definitivas dictadas en 

juicios del orden federal o en juicios mercantiles, sea federal o local la autoridad 

que dicte el farro, o en juicios del orden común. 

En los juicios civiles del orden federal las sentencias podrán ser 

reclamadas en amparo por cualquiera de las partes, incluso por la Federación, 

en defensa de sus intereses patrimoniales, y 

d).- En materia laboral, cuando se reclamen laudos dictados por las Juntas 

Locales o la Federal de Conciliación y Arbitraje, o por el Tribunal Federal de 

Conciliación y Arbitraje de los Trabajadores al Servicio del-Estado. 

Artículo 158.- El juicio de amparo directo es competencia del Tribunal 

Colegiado de Circuito que corresponda, en los términos establecidos por las 

fracciones V y VI del artículo 107 constitucional, y procede contra sentencias 

definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por 

tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de los cuales no 

proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o 

revocados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante 

el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado 

del fallo, y por violaciones de garantias cometidas en las propias sentencias, 

laudos o resoluciones indicados. 

Para los efectos de este artículo, sólo será. procedente el juicio de amparo 

directo contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al 

juicio, dictados por tribunales civiles, administrativos o del trabajo, cuando sean 
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contrarios a la letra de la ley aplicable al caso, a su interpretación juridica o a los 

principios generales de Derecho a falta de ley aplicable. cuando comprendan 

acciones, excepciones o cosas que no hayan sido objeto del juicio. o cuando no 

las comprendan todas. por omisión o negación expresa. 

Cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no sean de imposible 

reparación, sobre constitucionalidad de leyes, tratados internacionales o 

reglamentos, sólo podrán hacerse valer en el amparo directo que proceda en 

contra de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pongan fin al juicio. 

1.3.2. Juicio de Amparo Indirecto. 

Éste juicio, es competente para su substanciación, como se dijo, el 

Juzgado de Distrito, tiene su origen en la Constitución, según la cual se ejercita 

la acción constitucional ante dicho Juez, cuando los actos de autoridad que se 

reclamen no sean sentencias definitivas o laudos laborales definitivos, en cuyo 

caso incumbe el conocimiento del juicio al Tribunal Colegiado de Circuito que 

corresponda (amparo directo). 

El mencionado principio, que se consagra en el artículo 107, fracciones V, 

VI Y VII, de la Constitución, no sólo es importante para fijar la competencia entre 

los citados órganos del Poder Judicial de la Federación, sino de gran 

trascendencia, ya que sobre él también descansa la procedencia del amparo 

indirecto o bi-instancial y del directo o uní-instancia!. Por ende, si se trata de 

cualquier acto de autoridad que no sea alguna resolución de las anteriormente 

mencionadas, procede el amparo indirecto o bí-instancial, esto es, ante un Juez 

de Distrito. 

Al tenor de las consideraciones anteriores, el artículo 114 de la Ley de 

Amparo desarrolla este principio, estableciendo los casos de procedencia del 

juicio indirecto de garantías, del siguiente modo: 

ARTICULO 114.- El amparo se pedirá ante efjuez de distrito: 
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1.- Contra leyes federales o locales, tratados internacionales. reglamentos 

expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del 

arlículo 89 constitucional. reglamentos de leyes locales expedidos por los 

gobernadores de los Estados. u otros reglamentos. decretos o acuerdos de 

observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer 

acto de aplicación, causen perjuicios al quejoso; 

11.- Contra actos que no provengan de tribunales judiciales. administrativos 

o del trabajo. 

En estos casos. cuando el acto reclamado emane de un procedimiento 

seguido en forma de juicio. el amparo sólo podrá promoverse contra la 

resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma resolución o durante 

el procedimiento. si por virlud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el 

quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le conceda, a no ser 

que el amparo sea promovido por persona extraña a la controversia. 

111.- Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo 

ejecutados fuera de juicio o después de concluido. 

Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el 

amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, 

pudiendo reclamarse en la misma demanda las demás violaciones cometidas 

durante ese procedimiento, que hubieren dejado sin defensa al quejoso. 

Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la 

resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben. 

IV.- Contra actos en el juicio que tengan sobre fas personas o las cosas 

una ejecución que sea de imposible reparación; 

V.- Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a 

personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor de! afectado algún 

recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o 

revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería; 
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VI.- Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los 

casos de fas fracciones 11 y I/J del articulo 10 de esta ley. 

VII.- Contra las resoluciones del Ministerio Público que confiffllen el no 

ejercicio o el desistimiento de la acción penal, en los términos de lo dispuesto 

por el párrafo cuarto del artículo 21 Constitucional. 

Por último, el artículo 115 de la Ley contiene una regla general que rige 

para los juicios de garantías en materia civil en los casos de procedencia 

consignados en el artículo 114, regla que reproduce la garantía individual 

consagrada en el último párrafo del artículo 14 constitucional, preceptuando 

que: 

ARTICULO 115. - Salvo los casos a que se refiere fa fracción V del 

artículo anterior, el juicio de amparo sólo podrá promoverse, contra resoluciones 

judiciales del orden civil, cuando la resolución reclamada sea centrada a la ley 

aplicable al caso o a su interpretación jurídica. 

A pesar de que el amparo indirecto tiene un procedimiento distinto al del 

amparo directo, ambos tienen una finalidad común que es la protección del 

gobernado respecto de sus garantías individuales consagradas en la 

constitución. 

Ahora bien, a fin de tener claramente diferenciado lo que se entiende por 

la procedencia, es dable que en el caso, definamos lo que es la improcedencia 

del juicio, máxime que la improcedencia en los juicios de amparo es de orden 

público, con esto se quiere decir que las causales de improcedencia 

establecidas en la constitución y la jurisprudencia, impiden que el juez estudie el 

asunto planteado en la demanda de amparo. Causas según el último párrafo del 

artículo 73 de la Ley de Amparo, deberán ser examinadas de oficio, es decir, 

que aun cuando ninguna de las partes haya alegado la improcedencia, el juez 

deberá examinarlas al dictar sentencia por ser una cuestión de orden público. 
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Así, según lo dispuesto en el dispositivo legal en cita, existen diversas 

causas que dan lugar a la improcedencia del juicio y que por ende, imposibilitan 

al juzgador estudiar el fondo del asunto planteado. Hay causas de 

improcedencia que operan siempre de manera absoluta, bien en atención a la 

Indole de la autoridad contra la cual pretendiera intentarse el juicio, o bien a la 

naturaleza del acto reclamado, como ocurre, por ejemplo, cuando la autoridad 

señalada como responsable es la Suprema Corte de Justicia de la Nación, o 

cuando se pide amparo contra resoluciones o declaraciones en materia 

electoral, respectivamente, pues en es estos supuestos jamás podrá prosperar 

la demanda de garantías que se interponga. 

Por el contrario, existen causales de improcedencia que solamente se 

actualizan en determinadas condiciones, cuando concurren circunstancias 

eventuales o aleatorias, que pueden ° no presentarse y cuya ausencia, 

obviamente, deja expedito el camino para la procedencia del juicio 

constitucional (extemporaneidad en su promoción, cesación de los efectos del 

acto reclamado, etcétera). Se trata de juicios que normalmente habrían 

procedido, de no ser por las circunstancias que casualmente lo hicieron 

improcedente. 

A saber. las causas de improcedencia en mención, son las siguientes: 

" 
1.- Contra actos de la Suprema Corte de Justicia; 

11.- Contro resoluciones dictadas en los juicios de amparo o en ejecución 

de las mismas; 

111.- Contra leyes o actos que sean materia de otro juicio de amparo que se 

encuentre pendiente de resolución, ya sea en primera o única instancia, o en 

revisión, promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por 

el propio acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean 

diversas; 
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IV.- Contra leyes o actos que hayan sido materia de una ejecutoria en otro 

juicio de amparo, en los términos de la fracción anterior; 

V.- Contra actos que no afecten los intereses jurídicos del quejoso; 

VJ.- Contra leyes, tratados y reglamentos que, por su sola vigencia, no 

causen perjuicio al quejoso, sino que se necesite un acto posterior de aplicación 

para que se origine tal perjuicio; 

VII.- Contra las resoluciones o declaraciones de los organismos y 

autoridades en materia electoral; 

VIII.- Contra .las resoluciones o declaraciones del Congreso Federal o de 

las Cámaras que lo constituyen, de las Legislaturas de los Estados o de sus 

respectivas Comisiones o Diputaciones Permanentes, en elección, suspensión 

o remoción de funcionarios, en los casos en que las Constituciones 

correspondientes les confieran la facultad de resolver soberana o 

discrecionalmente; 

JX.~ Contra actos consumados de un modo irreparable; 

x- Contra actos emanados de un procedimiento judicial, o de un 

procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud de 

cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse consumadas 

irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por 

no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica. 

Cuando por via de amparo indirecto se reclamen violaciones a los 

artículos 19 o 20 de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, 

exclusivamente la sentencia de primera instancia hará que se considere 

irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la 

improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca del 

17 



proceso penal, suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que 

~otresponda al quejoso, una vez cerrada la instrucción y hasta que sea 

notificada de fa resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente; 

XI.- Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de 

voluntad que entrañen ese consentimiento; 

XI1.~ Contra actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales 

aquellos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los 

términos que se señalan en los articulas 21,22 Y 218. 

No se entenderá consentida tácitamente una Ley, a pesar de que siendo 

impugnable en amparo desde el momento de la iniciación de su vigencia, en los 

ténninos de la fracción VI de este artículo, no se haya reclamado, sino sólo en 

el caso de que tampoco se haya promovido amparo contra el primer acto de su 

aplicación en relación con el quejoso. 

Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún recurso o medio 

de defensa legal por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado, 

será optativo para el interesado hacerlo valer o impugnar desde luego la ley en 

juicio de amparo. En el primer caso, sólo se entenderá consentida la ley si no se 

promueve contra ella el amparo dentro del plazo legal contado a partir de la 

fecha en que se haya notificado la resolución recaída al recurso o medio de 

defensa, aun cuando para fundarlo se hayan aducido exclusivamente motivos 

de ilegalidad. 

Si en contra de dicha resolución procede amparo directo, deberá estarse a 

lo dispuesto en el articulo 166, fracción IV, párrafo segundo, de este 

ordenamiento. 

XIII.- Contra las resoluciones judiciales o de tribunales administrativos o 

del trabajo respecto de las cuales conceda la ley algún recurso o medio de 
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defensa, dentro del procedimiento, por virtud del cual puedan ser modificadas, 

revocadas o nulificadas, aun cuando la parte agraviada no lo hubiese hecho 

valer oportunamente, salvo lo que la fracción VII del artículo 107 Constitucional 

dispone para los terceros extraños. 

Se exceptúan de la disposición anterior los casos en que el acto 

reclamado importe peligro de privación de la vida, deportación o destierro, o 

cualquiera de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución. 

XIV.- Cuando se esté tramitando ante los tribunales ordinarios algún 

recurso o defensa legal propuesta por el quejoso que pueda tener por efecto 

modificar, revocar o nulificar el acto reclamado; 

XV.- Contra actos de autoridades distintas de Jos tribunales judiciales, 

administrativos ° del trabajo, que deban ser revisados de oficio, conforme a las 

leyes que los rijan, o proceda contra ellos algún recurso, juicio o medio de 

defensa legal por virtud del cual puedan ser modificados, revocados o 

nulificados, siempre que conforme a las mismas leyes se-suspendan los efectos 

de dichos actos mediante la interposición del recurso o medio de defensa legal 

que haga vafer el agraviado, sin exigir mayores requisitos que los que la 

presente ley consigna para conceder la suspensión definitiva, 

independientemente de que el acto en sí mismo considerado sea o no 

susceptible de ser suspendido de acuerdo con esta ley. 

No existe o.bligación de agotar tales recursos o medios de defensa, si el 

acto reclamado carece de fundamentación; 

XVI.- Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado; 

XVII.- Cuando subsistiendo el acto reclamado no pueda surtir efecto legal 

o material alguno por haber dejado de existir el objeto o la maleria del mismo; 
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XVIII.- En fos demás casos en que fa improcedencia resufte de alguna 

disposición de la ley." 
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CAPITULO 11 

Sentencias dictadas en los Procesos de Amparo (sus 

sentidosl. 

El acto procesal mas importante del órgano jurisdiccional es la sentencia, 

la cual constituye la resolución mediante la cual se resuelve la litis sometida a 

la consideración del Juez. 

La sentencia es por esencia la forma culminante de la función 

jurisdiccional, que consiste en aplicar y declarar el derecho al caso sometido a 

la consideración de los órganos estatales encargados de [a misma. Sobre el 

particular, cabe señalar que la sentencia es un acto jurisdicCional en esencia y 

por "antonomasia", según expresión de don Eduardo Paliares, en dicho 

concepto se conjugan el elemento material (acto jurisdiccional) y el formal (que 

este acto se realice por un órgano judicial). De ello resulta que los actos 

jurisdiccionales que provengan de órganos administrativos no se reputen como 

sentencias, sino como resoluciones que materialmente deben considerarse 

como jurisdiccionales y no administrativas. 

El concepto de sentencia en general, dice que es un acto procesal 

proveniente de la actividad del órgano y la actividad jurisdiccional, que implica la 

decisión de una cuestión contenciosa o debatida por las parles dentro del 

proceso, bien sea incidental o de fondo. Sin embargo este concepto de 

sentencia solo se aplica parcialmente a la materia civil federal y, por ende, al 

juicio de amparo. 

Las sentencias suelen clasificarse en definitivas e interlocutorias. Las 

primeras son aquellas que dirimen una controversia o cuestión de fondo, 

substancial, principal, que se debate en el curso del procedimiento, suscitada 

por las pretensiones fundamentales de la acción y de la defensa. Desde ese 

plano general, la definitividad de una sentencia, tal como lo hemos expuesto, 

este concepto, no coincide con la idea correlativa en materia de amparo, pues 

en ésta, por sentencia definitiva no sólo se entiende aquella resolución 

jurisdiccional que pone fin al juicio en cuanto al fondo, sino respecto a él. 
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Las sentencias, según las reputa la Ley de Amparo, dentro del 

procedimiento constitucional, sólo son las definitivas y que a continuación 

analizaremos cómo se integra. La estructuración lógica de una sentencia consta 

de tres capítulos, que generalmente son denominados "resultandos", 

"considerandos" y "puntos resolutivos". 

El capítulo relativo a los resultandos contiene la exposición sucinta y 

concisa del juicio, la narración de las cuestiones o hechos debatidos, tal como 

se sucedieron durante el procedimiento, la comprensión histórica, por así 

decirlo, de los diferentes actos procesales referidos a cada una de las partes 

contendientes. 

Como se ve, esta primera parte integrante de toda sentencia dictada en un 

juicio de amparo propiamente está comprendida dentro del capítulo 

"resultandos", ya que implica la especificación de los actos reclamados y de su 

comprobación ante el órgano jurisdiccional el conocimiento, o sea, la narración 

breve de los hechos aducidos por el quejoso en su demanda. 

Los considerandos implican o significan los razonamientos lógico-jurídicos 

formulados por el juzgador, resultantes de la apreciación de las pretensiones de 

las partes relacionadas con elementos probatorios aducidos y presentados o 

desahogados y las situaciones jurídicas abstractas respectivas previstas en la 

ley. 

Por último, los llamados puntos resolutivos no son sino las conclusiones 

concisas y concretas, expuestas en forma de proporción lógica, que se derivan 

de las consideraciones juridicas y legales formuladas en el caso de que se trate. 

Los puntos resolutivos son propiamente los elementos formales de una 

sentencia que otorgan e ésta el carácter de acto autoritario, ya que en ellas se 

condensa o culmina la función jurisdiccional, con efectos obligatorios, pues 

tanto los resultandos como los considerandos no son sino la preparación lógico­

juridica de la decisión judicial, que, repetimos, se precisa en las proposiciones 

resolutivas. 

Ahora bien, lo antes precisado encuentra sustento legal, en materia de 

amparo (directo o indirecto), en el artículo 77 de la Ley de Amparo: a saber: 
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UI._ La fijación clara y precisa del acto o actos por los que se sobresea, 

conceda o niegue el amparo. 

11.- Los fundamentos legales en que se apoyen para sobreseer en el juicio, 

o bien para declarar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto 

reclamado. 

111.- Los puntos resolutivos con que deban terminar, concretándose en 

ellos, con claridad y precisión el acto o actos por los que se sobresea, conceda 

o niegue el amparo." 

Esta triple exigencia viene siendo los requisitos de fondo que se refieran al 

acto jurídico mismo de la sentencia y que son: el de congruencia; el de claridad 

y precisión; el de fundamentación y motivación; y, el de exhaustividad, ya que la 

fracción I de dicho artículo nos exige precisar los hechos constitutivos de la 

demanda inicial, fijar el acto o actos reclamados, determinar las pruebas y 

apreciar las conducentes para tenerlos o no por demostrados; la fracción 11, 

implica la fundamentación legal, el proceso dialéctico-jurídico, que sirve de base 

al juzgador para normar su decisión; y la fracción 111 culmina el proceso lógico­

jurídico e implica el verdadero acto jurisdiccional, por medio del cual el 

organismo de control, haciendo uso de su jurisdicción, sobresee en el juicio, o 

bien concede, o niega la protección de 'Ia justicia federal. 

En conclusión, el contenido de una sentencia está constituido por la forma 

o manera como en ellas se dice el derecho, acto que resulta de una apreciación 

del conjunta procesal, estableciendo las relaciones jurídicas entre sus diversos 

elementos y actos. En el juicio de amparo el contenido de [a sentencia es triple: 

o bien se decreta en ella el sobreseimiento, se concede la protección de la 

justicia federal o se niega el amparo. 

2.1 Sobreseimiento 

bLa palabra sobreseimiento proviene del latín bsupersendere"; de "super" 

sobre y "sendereb sentares; es decir, cesar o desistir. nB 

• Castro Juvcntino, V.-Garantías y Amparo.- Editorial Pol"TÚa, S.A. de C.V .. - 6a Editión.- Mhico 1990.- Pago 379. 
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El más alto tribunal de nuestro país ha dejado claramente establecido Jo 

que representa el sobreseimiento en el juicio de amparo; señalando en su 

jurisprudencia Jo siguiente: 

~SOBRESEIMIENTO.- El Sobreseimiento en el amparo pone fin al juicio, 

sin hacer declaración alguna sobre si la justicia de la Unión amparó o no, a la 

parte quejosa y, por tanto, sus efectos no pueden ser otros que dejar las cosas 

tal como se encontraban antes-de la interposición de la demanda y la autoridad 

responsable está facultada para obrar conforme a sus atribuciones"g 

En efecto, el sobreseimiento es un acto procesal por el cual se da por 

concluido el juicio de amparo, teniendo como rasgo distintivo, el hecho de que 

no se entra a resolver el fondo de la cuestión planteada; esto es, la sentencia 

que sobresee, pone fin al juicio, sin que en ella se resuelva absolutamente nada 

de lo controvertido o litigioso del asunto. 

Existen tres tipos de improcedencias relativas a la acción de amparo, que 

son: la improcedencia constitucional, la legal y la jurisprudencial, las cuales, en 

esencia, son distintas de las causas de improcedencia descritas en el inciso 

anterior y que se encuentran contempladas en el diverso 73 de la propia ley en 

cita. 

El primer tipo de improcedencia queda establecido en el propio texto de 

nuestra constITución; el segundo de ellos lo contempla el artículo 73 de [a Ley 

de Amparo y, finalmente, las improcedencias jurisprudenciales están contenidas 

en las tesis que al efecto emiten la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

funcionado en Pleno y en Salas y en los Tribunales Colegiados de Circuito. 

Ahora bien, cualesquiera de las improcedencias señaladas con antelación. 

conllevan irremediablemente a sobreseer en el juicio y el fundamento legal de 

este sobreseimiento lo es el Artículo 74 de la Ley de Reglamentaria de los 

artículos 103 y 103 Constitucionales, que a la letra dice: 

Art. 74.- Procede el sobreseimiento: 

g Apendice al Semanario Judicial de la fedoración 1917_1985.83 Pane. Tesis nlÍmero 270. Pág, 467 
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1.- Cuando el agraviado desista expresamente de la demanda;-

En este supuesto, el sobreseimiento opera por la falta de interés en la 

prosecución del juicio. 

En efecto, al ser el juicio de amparo un procedimiento que se promueve 

por vía de acción y a instancia de parte agraviada, el quejoso es el principal 

interesado en dicho juicio, pues cuando ocurre a la vía constitucional, alega la 

violación en su perjuicio de una garantía individual; luego entonces, si se 

desiste de la demanda que motivó el juicio, deja de ejercitar el derecho tutelar 

de las garantías que en principio consideró conculcadas en su pe~uicio. 

11.- Cuando el agraviado muera durante el juicio, si la garantía 

reclamada sólo afecta a su persona; 

En este caso, el sobreseimiento procede debido a que siendo, como se 

dijo, el quejoso el único a quien afecta el acto o actos de las autoridades 

responsables, los efectos de aquéllOS no pueden surtirse en relación a una 

persona que no existe; por tal motivo, esta causa de sobreseimiento sólo opera 

cuando la garantía conculcada afecta exclusivamente al quejoso, dado que si 

afecta los intereses patrimoniales subsiste el juicio los herederos o legatarios 

del quejoso, por citar un ejemplo, éstos podrán continuar el juicio de amparo 

(artículo 15 de la Ley de Amparo). 

11/.- Cuando durante el juicio apareciese o sobreviniese alguna de las 

causas de improcedencia a que se refiere el capítulo anterior; 

Así, el sobreseimiento, como ya dijimos, opera en relación con la aparición 

de las causas de improcedencia que se encuentran contempladas en el artículo 

73 de la Ley de la Materia. 

IV.- Cuando de las constancias de autos apareciere claramente 

demostrado que no existe el acto reclamado, o cuando no se probare 

su existencia en la audiencia a que se refiere el articulo 155 de la esta 

Ley; 
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Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado o cuando 

hayan ocurrido causas notorias de sobreseimiento, la parte quejosa 

y la autoridad o autoridades responsables están obligadas 

manifestarlo así y si no cumplen esa obligación, se les impondrá 

una multa de diez a ciento ochenta días de salario, según las 

circunstancias del caso . .. 

Básicamente en esta fracción, el sobreseimiento es una consecuencia de 

la inexistencia del acto que se reclama, ya sea porque nunca se emitió o 

simplemente dejó de existir y, por lo tanto, es evidente que no puede resolverse 

sobre un acto inexistente o que dejó de existir. 

V-o En los amparos directos o en los indirectos que se encuentren en 

trámite antes los jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del 

orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, 

no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de 

trescientos dias, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha 

promovido es ese mismo lapso. 

En los amparos en revisión, la inactividad procesal o la falta de 

promoción del recurrente durante el término indicado, producirá la 

caducidad de la instancia. En este caso, el tribunal revisor declarará 

que ha quedado firme la sentencia recurrida. 

En los amparos en materia de trabajo operará el sobreseimiento por 

inactividad procesal o la caducidad de la instancia en los términos 

antes señalados, cuando el quejoso o recurrente, según el caso, sea 

el patrón. 

Celebrada la audiencia constitucional o listado el asunto para 

audiencia no procederá el sobreseimiento por inactividad procesal ni 

la caducidad de la instancia. 

En este caso opera la caducidad de la instancia, ya que de estimarse que 

si el quejoso no promueve en el lapso de 300 días naturales es porque el 
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asunto ya no le interesa o no le importa la causa y en obvio de sentencias 

inútil~s,. el juzgador no debe entrar a estudiar el fondo del asunto -resolver 

sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado- toda vez 

que, como ya se dijo, no existe interés por parte del agraviado para que éste se 

resuelva. 

Ahora bien, con independencia de las causas de sobreseimiento arriba 

señaladas, existen otras causas y éstas con las de improcedencia, que 

igualmente conllevan a sobreseer en el juicio de amparo y las cuales se 

encuentran contempladas en el artículo 73 de la Ley de Amparo, ello en virtud 

de que el propio numeral 74, fracción 111, de la ley de la materia, así lo dispone y 

que en obvio de repeticiones innecesarias, debemos remitirnos al capítulo 

correspondiente en donde fueron estudiadas. 

2.2 Negatoria del amparo 

De con conformidad con el artículo 76 de la Ley en mención, las 

sentencias que se pronuncien precisamente en el juicio de amparo, se limitarán 

a amparar y proteger al quejoso, sin hacer una declaración general respecto de 

la Ley o acto que la motivare; esto es, debe hacerse una declaración lisa·y llana 

sobre si la Justicia de la Unión concede o no el amparo y la protección 

solici~ados, dado la comprobación de violaciones a las garantías individuales; 

luego entonces, resulta claro que las sentencias que sobresean y nieguen el 

amparo son meramente declarativas, puesto que las primeras se concretan a 

establecer la abstención jurisdiccional de conocer el fondo de la cuestión 

constitucional planteada y, en el segundo, la validez implícita del acto 

reclamado, sin imponer, en ambas hipótesis, la obligación de cumplimentar 

ningún hecho a cargo de la autoridad responsable. 

Por tanto, las sentencias que niegan el amparo al quejoso, aun cuando 

pudiera pensarse que tienen como efecto constatar la constitucionalidad del 

acto o actos reclamados, así como la consecuente validez de los mismos y de 

su eficacia jurisdiccional, lo ci.erto es que únicamente se pronuncian acerca de 
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la constitucionalidad y validez de aquellas partes del acto que le fueron puestas 

a su consideración a través de los respectivos conceptos de violación, de las 

que, entonces, si pueden declarar que fueron dictados con apego a la ley y 

observando y respetando, en todo momento, las garantías consagradas en la 

Constitución General de la República. 

Ahora bien, los limites de apreciación del Juzgador para declarar la 

constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto que se reclama, lo fijan los 

conceptos de violación, ya que si éstos no evidencian la transgresión a [as 

garantías individuales, es decir, resultan infundados, no cabe sino negar e! 

amparo solicitado, ello como una consecuencia lógica e ineludible de la 

injustificación de tales conceptos. 

Es asi que el juez de Distrito, una vez establecida, claro está, la existencia 

del acto reclamado y no existiendo causal de improcedencia alguna, debe 

apreciar los antecedentes y las pruebas que versen sobre la constitucionalidad 

o inconstitucionalidad del acto reclamado y, al sentenciar, hará referencia a los 

términos y alcances de los preceptos legales que normen el ejercicio de la 

función de la autoridad responsable en el caso particular de que se trate, para 

definir si dicho acto está dentro de las facultades de esta autoridad; si lo ordenó 

o ejecutó con apego a las leyes que rijan su actuación, es decir, si se encuentra 

debidamente fundado y motivado, si se respetaron [as reglas mínimas del 

procedimiento, etcétera; esto para establecer si el acto reclamado se ajusta o 

es contrario al sentido de los preceptos constitucionales invocados, 

circunscribiéndose estas apreciaciones a los puntos específicos que el quejoso 

haya planteado al expresar los conceptos de violación que considera cometidos 

en su perjuicio, particulares o causas definidas de tales violaciones, pues el 

juzgador no debe excederse en examinar si el acto reclamado es violatorio de 

garantías por razones distintas de las que ha propuesto el promovente del 

amparo, salvo en los casos que la rey autoriza la llamada suplencia de la 

deficiencia de la queja, prevista en el artículo 76 bis de lá Ley de Amparo, en 

cuyo caso el juzgador, al suplirla, necesariamente deberá otorgar el amparo y 
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la protección que se solicita porque existe una evidente y manifiesta violación a 

las garantías individuales del recurrente. 

2.3. Concesoria del amparo 

Ahora bien, una vez que hemos estudiado las sentencias en general, 

aquéllas que sobreseen en el juicio y las que niegan el amparo, es turno de 

analizar aquéllas sentencia que forman parte medular de este trabajo, esto es, 

las que conceden el amparo y la protección de la Justicia y según lo establece 

el artículo 80 de la Ley Reglamentaría de los artículos 103 y 107 

constitucionales; "tendrán por objeto restituir al agraviado en e[ pleno goce de la 

garantía indi-.:idual violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban 

antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo; y 

cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo será obligar a la 

autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que 

se trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exija". 

Las sentencias que conceden al amparo, contrario a las que lo niegan, es 

porque, como se dijo, tomando como delimitador los conceptos de violación, el 

acto reclamado fue emitido sin ajustarse a las directrices marcadas por la propia 

ley que rige dicho acto, o bien, por que no respetó las garantías individuales que 

la constitución contempla deben ser inviolables; cualquiera que sea el caso, la 

concesión de la protección constitucional tiene una finalidad y ésta resulta ser, 

reiteramos, que se le restituya al quejoso en el goce de la garantía violada, para 

que las cosas vuelvan al estado que guardaban antes de cometerse dicha 

violación, para dar paso a una ficción jurídica, que es. hacer creer que nunca 

se vulneró en pe~uicio del gobernado derecho alguno. 

Ahora bien, las sentencias que otorgan la protección federal, a diferencia 

de las que sobreseen (declarativas) y de [as que niegan el amparo 

(desestimatorias), son llamadas estimatorias y tiene un carácter 

eminentemente condenatorio, es decir R ••• aquellas en que la autoridad de 

control considera procedentes los conceptos de violación alegados en [a 
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demanda y por tanto, fundada la ¡nconstitucionalidad del acto reclamado, 

concediendo, en consecuencia, el amparo y el auxilio de la Justicia Federal".'o 

Como se ve, en el artículo 80 de la Ley de Amparo, encontramos que los 

efectos de la sentencias de amparo difieren, según la naturaleza del acto 

reclamado, en positivos y negativos. Como ya vimos, el efecto de las sentencias 

de amparo difieren si el acto reclamado es de carácter positivo o negativo; si es 

del primer tipo, la sentencia tiene efectos restitutorios y debe reponerse al 

quejoso en el pleno goce de la garantía individual violada, con efectos 

retroactivos al momento de la violación. Para lograr esta finalidad, debe la 

autoridad responsable, llevar a cabo los procedimientos jurídicos y aún 

materiales que sean necesarios, de acuerdo con la propia naturaleza del acto, 

razón por la cual se llega necesariamente a una solución casuística, es decir si 

la reposición implica hechos materiales, por ejemplo, la posesión de un 

inmueble, entonces la ejecución implicará la restitución material del mismo; por 

otra parte, si se trata de una persona que se encuentra ilegalmente privada de 

su libertad, la reposición implicará la excarcelación del interesado; y, en otro 

supuesto, si el acto reclamado es una orden de aprehensión, la reposición de 

que se trata se consumará anulando dicha orden. 

Ahora, si en e[ caso se trata de un acto de carácter negativo, como dice la 

ley, el efecto del amparo será e[ de obligar a la responsable a que obre en el 

sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir por su parte lo que la 

misma garantía exija. De acuerdo con [a jurisprudencia de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, por actos negativos debe entenderse aquellos en que la 

autoridad responsable se rehusa a hacer algo y, por tanto, al concederse la 

protección de la Justicia Federal en contra de uno de estos actos, la única 

forma de ejecución es la que establece la Ley y a la cual nos hemos referido. 

De lo anterior tenemos que, tal como lo señala el Doctor Ignacio Burgoa, 

"E[ efecto genérico de [a sentencia de amparo que concede la protección de la 

Justicia Federal consiste en todo caso en la invalidación del acto o de los actos 

reclamados y en la declaración de su ineficacia jurídica, procediéndose en 

10 Noriega Can¡ú, Alfonso.· Lecciones de Amparo.- Editorial Pomia, S.A deC.V .. - 2a Edición._ México.· p¡jg. 726. 
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consecuencia, confonne a la diferente naturaleza del acto reclamado (positivo o 

negativo) y según que haya habido o no contravención de garantías 

individuales o invasión de competencias federales o locales, en su caco 

(violación actual o violación potenciaL." 11 

Tal nulificación o invalidación del acto reclamado, como efecto genérico 

de las sentencias de amparo protectores, ha sido reconocida por la tesis 

sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

visible en el Apéndice 1917~1985, página 449 y en [os Volúmenes 145~150, 

página 58, [a tesis aparece bajo el rubro "AMPARO, PROCEDENCIA DEL. 

REQUIERE QUE LA SENTENCIA PRODUZCA EFECTOS EN EL ACTO 

RECLAMADO, CON QUE SE OBTENGA EL RESPETO DE INTERESES 

JUR[O[COS DEL QUEJOSO.", [a cual es del tenor literal siguiente: 

"EFECTOS DE LA SENTENCIA DE AMPARO. De acuerdo con lo 

establecido en el arlículo 80 de fa Ley de Amparo y en la tesís de 

jurisprudencia número 174, publicada en la página 297 de la Octava 

Parle del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 1975, 

con el texto siguiente: "SENTENCIAS DE AMPARO. El efecto jurídico 

de la sentencia definitiva que se pronuncie en el juicio constitucional, 

concediendo el amparo, es volver las cosas al estado que tenían antes 

de la violación de garantías, nulificando el acto reclamado y los 

subsecuentes que de él se deriven"; y en virlud de que el juicio de 

garantías debe tener siempre una finalidad práctica y no ser medio para 

realizar una actividad meramente especulativa, para la procedencia del 

mismo es menester que la sentencia que en él se dicte, en el supuesto 

de que sea favorable a la parle quejosa, pueda producir la restitución al 

agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, de manera 

que se restablezcan las cosas al estado que guardaban antes de la 

violación cuando el acto reclamado sea de carácter positivo, o cuando 

sea de carácter negativo (o constituya una abstención) se obligue a la 

autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía 

l\ BnrgoaOrihuela, Ignacio .• El juicio de Amparo_ Editorial Porrua, S.A de ev .. 38a Edición.· México 2001. pág. 53[1 

31 



de que se trate y a cumplír, por su parle, lo que la misma gamntia 

exija': 

Como bien se dijo, las sentencias que conceden la protección de [a 

Justicia Federa[, sí hacen nacer derechos y obligaciones para [as partes 

contendientes: respecto del quejoso e[ derecho a exigir de [a autoridad la 

invalidación del acto, de'manera quejas cosas vuelvan a quedar en el estado 

que se encontraban antes de que se produjeran [os actos reclamado o, a 

forzarla para que realice la conducta que se abstuvo de ejecutar. 

De [o anterior, es que se colige que si bien las sentencia de amparo sólo 

se limitaran a amparar y proteger al quejoso, sin hacer una declaración general 

respecto de [a Ley o acto que la motivare, esto es, debera hacerse una 

declaración lisa y llana sobre si la Justicia de la Unión concede o no el amparo y 

la protección solicitados, dado la comprobación de violaciones a las garantías 

individuales, no obstante ello, tenemos que fa sentencias que conceden la 

protección constitucional, aun sin que "expresamente" lo digan, condenan a la 

autoridad a realizar ciertas conductas o dejar de hacer otras, dependiendo del 

acto reclamado de que se trate. 

Mas aun, a continuación veremos que las sentencia de amparo en las que 

se concede la protección federal, tiene dos vertiente o subdivisiones, a saber, 

e[ amparo concedido de fonna "lisa y llana" o el llamado "amparo para efectos". 

2.4 Concesión del Amparo "para efectos". 

Conforme al artículo 80 de la Ley de Amparo existen, como se.dÜo, dos 

clases de efectos de las ejecutorias de amparo: 

a) Una en que la protección se concede limitada y concretamente para 

ciertos efectos; y otra, 

b) En que el amparo se otorga con un propósito que no es necesario 

expresar, que es el aniquitamiento total y definitivo del acto reclamado. 

En relación al primer supuesto, siguiendo lo antes mencionado (acto de 

caracter negativo o positivo), el amparo se concede para €tectos porque ei acto 

reclamado es de caracter negativo, es decir, se trata de una omisión y al 
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respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido el criterio de 

que los tribunales de amparo no pueden sustituirse a las autoridades 

responsables en las funciones que les son propias. Ello se advierte de las tesis 

jurisprudenciales números 173 y 222, publicadas, respectivamente, en las 

páginas 296 y 362 de la Octava Parte del Apéndice al Semanario Judicial de la 

Federación correspondiente a los años 1917-1975, de rubros: "SENTENCIAS 

DE AMPARO." Y ''TRIBUNALES FEDERALES.". La ratio legis de esa 

determinación estriba en que el espíritu jurídico y fin político que informó [a 

creación del juicio de amparo tuvo como propósito crear una institución de 

carácter extraordinario para el mantenimiento del orden constitucional y no un 

tribunal de instancia. 

De esa manera, nuestro Máximo Tribunal Federal ha dispuesto que una 

autoridad de amparo no puede sustituirse válidamente a [a responsable en la 

apreciación de los elementos de convicción, en virtud de que carece de plenitud 

de jurisdicción y porque el examen que realiza de los actos reclamados está 

constreñido a verificar si éstos se conforman a la letra o a la interpretación 

jurídica de la ley; por lo tanto, de comprobarse que la autoridad incurrió en una 

omisión, el amparo debe concederse para el efecto de gue la subsane, excepto 

cuando se advierta alteración de [os hechos o que se vulneran las leyes que 

regulan el valor de las pruebas o las reglas fundamentales de la lógica, pues en 

este caso se trata en realidad de una transgresión al derecho positivo. 1:2 

En ese orden de ideas, se tiene que si en e[ amparo, por ejemplo, se 

alega haberse vulnerado el articulo 16 de la Carta Federal, aduciéndose 

simplemente que el acto impugnado omitió citar los preceptos legales en que 

pudiera apoyarse, o diciéndose que ese acto se abstuvo de señalar 

concretamente las circunstancias que podrían constituir la. motivación del 

mismo, el amparo no puede concederse sino para el efecto de que se deje 

insubsistente el acto reclamado, y asi la autoridad estará en condiciones de 

emitir una nueva resolución. 

l' C.F.R.Tesi. numero l.3o.C225 e, de la Novena Epoca, sustentada por el TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUlm, consultable en el Semanario Judicial de la Fooeración y su Gaceta, en el 
Tomo XIV, Agosto de 2001, Página 1423. 

II 



En otras palabras, el amparo "para efectos", por regla general, se otorga 

cuando se advierte un vicio formal, como lo es la motivación o fundamentación 

insuficiente, dando con ello motivo a que dicha concesión se decrete para 

efectos y no de manera lisa y llana, dado que, en su caso, se ·consideró que la 

autoridad demandada en la resolución impugnada no estableció las causas 

particulares, razones inmediatas y circunstancias especiales que la llevaron a 

emitir el acto de la forma adoptada y por ello, es que resulta insuficiente la 

motivación, por lo que, repitese, la concesión del amparo no debe ser liso y 

llano, puesto que se trata de la omisión de los requisitos formales exigidos por 

las leyes que afectan las defensas del particular y trascienden al sentido de la 

resolución impugnada. 13. 

Por tanto, si la concesión del amparo es "para efectos", en tratándose de 

su cumplimiento, no bastara con suprimir el acto inconstitucional, sino que la 

responsable quedara vinculada a la emisión del acto que contenga el 

cumplimiento de las garantías afectadas, los cuales deberán quedar 

expresamente determinados en la propia sentencia de amparo, a fin de que no 

quepa duda acerca de la violación cometida por la autoridad y la forma en que 

deberá ser subsanada por ésta. 

Sin embargo, esta modalidad de la concesión del amparo, no debe 

prestarse a equivocaciones, pues aun cuando en la misma deben quedar 

establecido claramente los actos a realizar, no puede concederse un amparo 

para el efecto de que la autoridad corrija los errores cometidos, dando la 

posibilidad para que después de haber emitido un acto vioJatorio de garantías, 

éstas, al tener conocimiento de la omisión en que incurrieron, la subsanen, ya 

que, como se dijo, el efecto del amparo será obligar a la autoridad responsable 

a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir, por 

su parte, lo que la misma garantia exija, pero no puede otorgarse la posibilidad 

a la autoridad responsable para que corrija Jos errores que contenga el acto 

reclamado, puesto que la finalidad misma, es la de invalidar el acto lesivo e 

inconstitucional, pues toda autoridad tiene una sola oportunidad de actuar 

"Tesis nI.2oA.54 A, de la Novena Epoea.- Fuente Semanario Judicial de la Federación y su Gacefll.- Tomo 
IX, Abril de 1999.- Página: 571 
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desarrollando sus funciones, siendo claro que el amparo es un medio de 

defensa que tiene como primordial finalidad que la autoridad respete las 

garantias individuales del gobernado y cuando no [o hace así, entonces la 

consecuencia lógica de ello, será [a destrucción de dicho acto y no [a 

oportunidad de que mande subsanar [os errores que éste contenga. 

Lo anterior encuentra apoyo en [a siguiente tesis de jurisprudencia, la cual 

es del tenor litera[ siguiente: 

~SENTENCIA DE AMPARO. SU CONCESION NO DEBE SER PARA 

EL EFECTO DE QUE LAS RESPONSABLES CORRIJAN o' 
SUBSANEN LOS ERRORES U OMISIONES CONTENIDOS EN EL 

ACTO RECLAMADO. El articulo 80 de fa Ley Reglamentaria de los 

Artículos 103 y 107 Constitucionales, dispone que la sentencia que 

conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno 

goce de la garantfa individual violada, restableciendo las cosas al 

estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado 

sea de carácter positivo, y cuando sea de carácter negativo, el efecto 

del amparo será obligar a la autoridad responsable a que obre en el 

sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir, por su parte, 

lo que la misma garantía exija; por ello, una sentencia dictada en un 

juicio constitucional no puede ser congruente, si en ella se sostiene que 

se ampara y protege para el efecto de que la autoridad responsable 

corrija los errores que contenga el acto reclamado, puesto que la 

finalidad del amparo es la de invalidar el acto lesivo e inconstitucional, 

sin que la autoridad responsable esté facultada para emitirlo 

nuevamente, subsanando los errores u omisiones primarios, pues toda 

autoridad tiene una sola oportunidad de actuar desaffOffando sus 

funciones, y es en ese preciso momento cuando debe observar las 

disposiciones constitucionales y legales propias de su investidura, 

cumpliendo con todos los requisitos legales para que el acto respectivo 

no sea impugnado como inconstitucional a través del juicio de 

garantías. Consecuentemente, la resolución de amparo que mande 
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subsanar los errores que contenga el acto reclamado, para convertirlo 

así en válido y constitucional, es ilógica y procede modificarla, ya que fa 

función del juzgador federal es la de impartir justicia, analizando fa 

actuación gubernativa y propendiendo a la implantación de la nonna 

suprema del país."14 

Fina[mente, es importante señalar, que aún cuando la sentencia sea 

concedida para ciertos efectos, ello no implica que [a autoridad no pueda actuar, 

después de otorgado e[ amparo, con plenitud de jurisdicción ejerciendo [as 

facultades de que se encuentra dotada, ya que si está en oportunidad legal de 

hacerlo, podrá emitir de nuevo un acto, siempre y cuando éste acto sea dictado 

siguiendo todos y cada uno [os lineamientos establecidos en [a ejecutoria de 

amparo y a los cuales se encuentra estrechamente vinculado; en otras 

palabras, e[ amparo que se concede "para efectos" traza un camino bien 

delimitado, e[ cual debe .seguir la autoridad, sin que tenga facultades para hacer 

mayores o menores cosas de las ahí establecidas por el juzgador. 

2.5. Concesión del Amparo liso y llano. 

Una vez que hemos tratado de entender, en términos prácticos, lo que en 

el mundo jurídico es llamado "amparo para efectos", pasaremos a analizar lo 

que es la otra vertiente de la concesión de un amparo, esto es, el amparo 

concedido en fonna lisa y llana, que en principio debe entenderse como lo 

contrario del llamado amparo "para efectos". 

Como vim?s, tratándose de concesión, el amparo "liso y'lIano", en 

contraposición con el amparo "para efectos", ordena intrinsecamente, a la 

, autoridad emisora a dejar sin efectos el acto reclamado, la ejecución en su 

caso, asi como todas las consecuencias legales que de él se derivaron, pero 

que a diferencia del ya estudiado amparo para efectos, el juzgador no tiene la 

'obligación de determinar expresamente en que consistirá esa concesión, sino 

únicamente bastará la declaración en los puntos resolutivos, de que [a justicia 

de la unión ampara y protege a[ quejoso en contra del acto que [a autoridad 

"TesisdcjurisprudcnciaXV!L 20. 27 K. Página 6S!}. Scltlllnario Judicia! d.!a Federación. tomo CVII.2".27 K,ü<"'" 
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responsable emitió en perjuicio del agraviado, 

En el caso en cuestión, en cambio, se considera que si del estudio de un 

concepto de violación que se hace en un juicio de amparo, éste se advierte 

fundado debido a una omisión de la autoridad responsable y por razones que 

ven al fondo del asunto, aún cuando existieren violaciones de forma, en aras del 

principio de economía procesal, la autoridad de amparo debe conceder al 

quejoso la protección lisa y llana, en lugar de concederlo para efectos, puesto 

que de lo contrario, la autoridad federal, por la vía de un nuevo amparo que en 

su caso y oportunidad se promoviera por el propio quejoso, tendría que resolver 

el asunto favorablemente a sus intereses. De ahí que no hay razón para esperar 

una nueva ocasión para conceder un amparo liso y llano, ante lo manifiesto del 

sentido que debe regir la actuación de la autoridad al reparar la omisión que es 

violatoria de garantías. 

De igual forma, para un mejor entendimiento del tema tratado, cuando en 

un amparo se reclama la violación del artículo 16 constitucional, porque el 

precepto aplicable no autoriza el sentido en que la autoridad emitió el acto 

impugnado, sino que, a la inversa, se alega que los hechos cuya existencia se 

comprobó no justifican aquel acto, o bien, que los motivos que invoca la 

responsable son erróneos, la protección federal, si procede, se otorgará de 

modo liso y llano, sin limitaciones ni restricciones de ninguna índole. 15. 

En efecto, la concesión del amparo en tales términos, sólo vincula y obliga 

a la autoridad a dejar sin efectos el acto que no fue correctamente fundado y 

motivado, o que no respetó la formalidades esenciales del procedimiento, o que 

privó ilegalmente de algún derecho al gobernado, pero de igual forma que en el 

"amparo para efectos", no impide a la responsable emitir otro, Siempre y 

cuando, en esta ocasión, existan los elementos indispensables para dictar dicho 

acto, pues a guisa de ejemplo y hablando de amparo en materia penal, la 

concesión de la protección federal que imposibilite a la autoridad realizar sus 

funciones dentro del marco de la legalidad, entorpecería la persecución de los 

delitos, en pe~uicio de la sociedad, pues por un error de autoridad al no fundar y 

_. 
11 Tesis del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito._ Fuente Semanario 
Judicial de la Federnción._ Tomo 58, Sexla Parte.- Página 35. 
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motivar su actuación, se dejaría de esclarecer un hecho delictivo, si de autos 

constaren los elementos que exige el artículo 16 constitucional para librar una 

orden de aprehensión. 

Por lo anterior, es que resulta importante delimitar la diferencia que existe 

entre estos dos tipos de concesión, pues dado el tema a tratar en el presente 

trabajo de investigación, se debe tener en cuenta cada una de las concesiones 

y diferenciarlas entre si, ya que en capitulas posteriores haremos uso de estos 

conceptos, pues hablando de la etapa de ejecución de una sentencia de 

amparo,. la cumplimentación de una ejecutoria dependerá, precisamente, de la 

forma en que haya sido concedida, esto es, si la protección federal fue para 

ciertos efectos, la forma de cumplirla será distinta a aquélla que se concedió de 

forma lisa y llana. 
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CAPITULO 111 

3.1. EJECUCION DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO (PROCEDIMIENTO 

PREVISTO EN EL ARTíCULO 105 DE LA LEY DE AMPARO) 

Respecto del cumplimiento o ejecución de las sentencias en el juicio de 

amparo nos dice el autor Ignacio Burgoa O. que surge solamente en relación 

con aquellas sentencias que conceden la protección de la Justicia federal, las 

resoluciones definitivas recaídas en el juicio de amparo que sobresean o 

nieguen el amparo promovido, son eminentemente declarativas, pues se 

concretan, a constatar causas de improcedencia, o bien a establecer la 

constitucionalidad Federal, éstas tienen evidentemente un carácter 

condenatorio. La condena o validez del acto o actos reclamados, convalidando, 

en ambos casos, la actuación de la autoridad responsable impugnada por los 

quejosos. Sin embargo cuando se trata de una sentencia de amparo que otorga 

al quejoso la protección de la Justicia, contenida en una resolución autoritaria, 

encierra o una prestación de dar o una de hacer, que necesariamente debe 

realizarse. Pues bien, lógicamente, la prestación, materia de la condena, se 

lleva a cabo mediante la ejecución de la sentencia que involucra. Ahora bien, 

en el juicio de amparo, cuando el agraviado obtiene una sentencia por medio 

del cual la Justicia de la Unión le concede la protección federal, en realidad se 

condena a la autoridad o autoridades responsables a realizar una prestación: 

ya sea reparar el agravio inferido, restituyendo al queso en el goce y disfrute de 

la garantía constitucional violada, es la hipótesis que sucede más a menudo. 

Esta restitución, en su manera de realización práctica, varia según el caso 

concreto de que se trate, atendiendo a la garantía o garantías contravenidas por 

la autoridad responsable. 16 

Por otra parte las sentencias que amparan son las que se tramitan a 

través del procedimiento de ejecución establecido en el artículo 105 de la Ley 

de amparo, son aquellas que han causado ejecutoria, es la que no puede ser 

impugnada por ningún recurso ordinario o extraordinario y constituye lo que se 

conoce como cosa juzgada. 

'6 Ignacio Burgoa 0.- El Juicio de Amparo._ Cuadragésima Edición, Editorial POIIÚa S.A. de C.V. 
México.- 2004.- p. 543 Y 544 
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Al respecto, desde el punto de vista procesal, una sentencia adquiere el 

carácter de ejecutoria por ministerio de ley o por declaración judicial. 11 

En el primer caso es de pleno derecho y puede decirse automática, como las 

pronunciadas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

En el segundo caso, se requiere del acuerdo dictado por un órgano 

jurisdiccional, esto es cuando alguna de las partes no hace valer el recurso de 

revisión contra el amparo pronunciado por los jueces de Distrito, transcurrido el 

plazo legal (diez días hábiles), éstos pueden pronunciar que su sentencia ha 

causado ejecutoria. 

Así las cosas, la sentencia que concede el amparo engendra efectos 

restitutorios; el objeto del fallo es restituir al quejoso en el goce de la garantía 

violada, restaurando las relaciones entre agraviado y autoridad responsable al 

estado que guardaban antes de la violación o al que deben guardar para los 

fines del respeto adecuado de la garantía constitucional; si el acto reclamado 

es positivo la sentencia lo toma insubsistente y la autoridad debe dejarlo sín 

efectos lisa y llanamente o si es para efectos, emitir otro de acuerdo con la 

ejecutoria. 

Las sentencias dictadas en el juicio de amparo deben ser inmediatamente 

cumplidas por la autoridad responsable de la emisión del acto, en cuanto el 

Juez de Distrito declara la notificación de la ejecutoria en que se concede el 

amparo y la protección de la Justicia Federal y requiera el cumplimiento 

inmediato. 

En el Juzgado de Distrito se observan múltiples juicios de amparo en que se 

encuentran pendiente de cumplir la ejecutoria, en virtud de que las autoridades 

responsables son omisas en dicho cumplimiento; para ello se ha establecido el 

procedimiento previsto en el articulo 105 de la Ley de Amparo. mismo que a 

continuación se transcribe: 

"Si dentro de las veinticuatro horas siguientes a la notificación a las 

autoridades responsables la ejecutoria no quedare cumplida, cuando fa 

naturaleza del acto lo petmita o no se encontrase en vías de ejecución en fa 

11 Gonzalez Cosio Arturo. El Juicio de Amparo.- 7a Edición.- México.· EditoriaL Pomía S.A. de C.v .. 
2004, p.140 
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hipótesis contraria, el juez de Distrito, la autoridad que haya conocido del juicio 

o el Tribunal Colegiado de Circuito, sí se trata de revisión contra resolución 

pronunciada en materia de amparo director requerirán, de oficio o a instancia 

de cualquiera de las parles, al superior inmediato de la autoridad responsable 

para que obligue a ésta a cumplir sin demora la sentencia; y si la autoridad 

responsable no tuviere superior, el requerimiento se hará directamente a ella. 

Cuando el superior inmediato de la autoridad responsable no atendiere el 

requerimiento, y tuviere, a su vez, superior jerárquico, también se requerirá a 

este úftimo. 

Cuando no se obedeciere la ejecutoria, a pesar de los requerimientos a que se 

refiere el párrafo anterior, el juez de distrito, la autoridad que haya conocido del 

juicio o el Tribunal colegiado de Circuito, en su caso, remitirá el expediente 

original a la Suprema Corle de Justicia, para los efectos del artículo 107, 

fracción XVI de la Constitución Federal, dejando copía certificada de la misma y 

de las constancias que fueren necesarias para procurar su exacto y debido 

cumplimiento, conforme al artículo 111 de este ley. 

Cuando la parte interesada no estuviere conforme con la resolución que te'nga 

por cumplida la ejecutoria, se enviarán también, a petición suya, el expediente a 

la suprema Corte de Justicia. Dicha petición deberá presentarse dentro de los 

cinco días siguientes al de la notificación de la resolución correspondiente; de 

otro modo, ésta se tendrá por consentida 

Cuando la naturaleza del acto lo permita, el Pleno de la Suprema Corte de, 

Justicia, una vez que hubiera determinado el Incumplimiento la repetición del 

acto reclamado, podrá disponer de oficio el cumplimiento substituto de fa 

sentencia de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a /a sociedad o 

a terceros en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera 

obtener el quejoso. 

Una vez que el Pleno determine el cumplimiento substituto, remitirá los autos al 

Juez de distrito o tribunal de circuito que haya conocido del amparo, el 

cumplimiento substituto de la ejecutoria, quien resolverá de materia incidental lo 

conducente y, en su caso, el modo o cuantia de fa restitución." 
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Así las cosas, no sólo las autoridades responsables están obligadas a cumplir 

las sentencias que conceden el amparo, sino también cualquier otra autoridad 

que por sus funciones deba intervenir en su cumplimiento, lo cual se desprende 

del texto del artículo 107 de la Ley de Amparo, que a la letra dice: 

Artfculo 107.- Lo dispuesto en fas dos artículos precedentes se 

observará también cuando se retarde ef cumplimiento de fa ejecutoria 

de que se trate por evasivas o procedimientos ilegales de la autoridad 

responsable o de cualquiera otra que intervenga en fa ejecución. 

Las autoridades requeridas como superiores jerárquicos incurren en 

responsabilidad, por fafta de cumplimiento de las ejecutorias, en os 

mismos términos que las autoridades contra cuyos actos se hubiere 

concedido el amparo. 

Lo dispuesto en el articulo 107 del citado ordenamiento legal, se refiere a[ 

retardo del cumplimiento -de la resolución de amparo, de que se trate ya sea 

por evasivas o procedimientos ilegales de la autoridad responsable o de 

cualquiera otra que intervenga en la ejecución; [o cual ha sido confirmado por la 

jurisprudencia emitida por la Suprema Corte de Justicia y que a continuación se 

transcribe: 

Las ejecutorias de amparo deben ser inmediatamente cumplidas por 

toda autoridad que tenga conocimiento de ellas y qUe por razón de sus 

funciones deba intervenir en su ejecución, pues atenta la parle final del 

primer párrafo del arlículo 107 de la Ley (. .. ) no solamente la autoridad 

figurado con el c(Jrácter de responsable en el juicio de garantías, está 

obligada a cumplir la sentencia de amparo, sino cualquiera otra 

autoridad que por sus funciones tenga que intervenir en la ejecución 

del este fallo 18 

De esta forma n'o solamente la autoridad o autoridades señaladas como 

responsables deben dar cumplimiento a la sentencia de amparo, sino también 

aquellas que están constreñidas al mismo debido a la intervención en el en el 

18 Semanario ludicia! de la FederaciólL Tomo Común, Tesis 101, pág_ 197, Quinta epoca. 
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rango de jerarquización de alguna dependencia o entidad, esto es los 

superiores jerárquicos. 

De lo anterior, la ley de la materia establece un procedimiento "especial" 

para los casos en que no cumpla la ejecutoria dictada en el juicio de amparo 

expuesto ante autoridad federal, en el plazo que el Juez de Distrito establece 

como límite a las autoridades señaladas como responsables. 

El articulo 105 de la Ley de Amparo ya transcrito establece las diversas 

formas en que las autoridades responsables serán requeridas así como las 

medidas de apremio en caso de ser omisas al cabal cumplimiento a la 

sentencias de amparo, esto es serán requeridas por el término de veinticuatro 

horas, si no dieran debido cumplimiento, se requerirán por conducto de su 

superior jerárquico si lo tuvieren, una vez requeridas por éste, si en el término 

de veinticuatro horas son renuentes se requerirán por conducto del superior 

jerárquico del superior de las mismas, en caso de que existiere y así 

sucesivamente hasta llegar al caso en que se deban remitir los autos al 

Tribunal Colegiado de Circuito en tumo a efecto de que las obligue a dar el 

debido cumplimiento; al respecto la Suprema Corte de Justicia se ha 

pronunciado de la siguiente manera; 

"EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS DE _AMPARO, 

PROCEDIMIENTO DE. MEDIOS DE APREMIO. EL ARTÍCULO 105 

DE LA LEY DE AMPARO, EXCLUYE LA APLICACiÓN DEL 

ARTÍCULO 59 DEL CODlGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 

CIVILES.- El adículo 105 de la Ley de Amparo establece que el 

procedimiento a seguir en materia de cumplimiento de ejecutorias 

constitucionales. Cuando éstas no se encuentren cumplidas o en vias 

de ejecución veinticuatro horas después de notificadas, el Juez de 

Distrito o el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, requerirán, 

de oficio o a petición de parte, al superior de la autoridad remisa para 

que la obligue a cumplir sin demora. Si la responsable no tuviere 

superior, el requerimiento se le hará directamente; asimismo, cuando 
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el superior jerárquico, también se requerirá a éste. Por último, cundo a 

pesar de estas intimidaciones no quedare cumplida la resolución, el 

juez de Distrito o el Tribunal Colegiado de Circuito remitirán originales 

sus actuaciones a fa Suprema Corte para los efectos del artículo 107, 

fracción XVI, de la Constitución, dejando una copia certificadas de las 

constancias conducentes para procurar su exacto y debido 

cumplimiento en la forma que establece el artículo 111 de la citada 

Ley. En esta última hipótesis, la autoridad que haya conocido del juicio 

de amparo hará cumplir la ejecutoria dictando las órdenes necesarias 

a este fin, y si éstas no fueren obedecidas, comisionará al Secretario y 

al Actuario para lograr lo y aun podrá cumplimentarla por si misa. Sólo 

después de agotarse todos estos medíos in resoluta zas positivos, se 

solicitará el auxílio de la fuerza pública para lograr esa 

cumplimentación. Por tanto, no debe aplicarse supletoriamente el 

adículo 59 del Código Federal de Procedimientos Civiles, que 

establece los medios de apremio para hacer cumplir las 

detenninaciones de fas tribunales, pomo sudirse el extremo que exige 

el adículo 2 de la Ley de Amparo, es decir, ausencia de disposición 

expresa, en la Ley de la Materia pro resultar directamente aplicable el 

adículo 105 de la Propia Ley. 19 

"EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE AMPARO,- No puede 

considerarse que la sentencia de amparo se ejecutoria, por el simple 

hecho de que se comunique por las autoridades responsables que han 

revocado las órdenes que dieron origen al amparo, a quienes ejecutan 

esas órdenes; sino que las autoridades responsables están obligadas 

a volver las cosas al estado que tenían antes de dictar las repetidas 

órdenes.20 

19 Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 917-1988, Segunda Pare, Salas y tesis Comunes, Tesis 
Jumisprudcncia1741, págs. 1218-1219 
l~ Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, 1917-1988, segunda Parte, Salas y Tesis Comunes, 
pag.1227. 
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3.2. CUMPLIMIENTO Y EJECUCiÓN DE LA SENTENCIA DE AMPARO. 

CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DE AMPARO.~ el cumplimiento se 

refiere a un acto voluntario que la autoridad responsable emite en virtud del 

mandamiento del Juez Federal y en cumplimiento de una sentencias 

ejecutoriada. 

LA EJECUCiÓN DE LA SENTENCIA DE AMPARO.- en la ejecución de la 

sentencia se presentan todos los actos que realiza el Juez de Distrito a efecto 

de obligar a la autoridad responsable a dar el debido y exacto cumplimiento a 

la sentencia dictada en un juicio de garantías que por supuesto concede el 

amparo y la protección de la Justicia Federal al quejoso. 

3.2.1. DIFERENCIA ENTRE CUMPLIMIENTO Y EJECUCiÓN DE LA 

SENTENCIA DE AMPARO. 

La diferencia que existe entre lo que es la ejecución y el cumplimiento 

de las sentencias de amparo y al respecto, el maestro Alfonso Noriega, hace 

la distinción de la siguiente manera: " ... la ejecución es un acto de imperio de 

la autoridad jurisdiccional; es la realización que de una resolución hace la 

autoridad imperativamente. obligando a la parte condenada a cumplirla. Por 

el contrario, el cumplimiento de una sentencia, consiste en su acatamiento 

por la misma parte que en ella resultó condenada; mientras que la ejecución 

incumbe a la autoridad que dicta la sentencia respectiva, o la que la Ley 

señale para el efecto, el cumplimiento se realiza por la parte contra quien se 

dictó la resolución correspondiente." 21 

Ahora bien, para que una resolución sea materialmente ejecutable, 

debe, necesariamente, ser una sentencia firme o, dicho en otras palabras, 

ejecutoriada. Una sentencia finne o, ejecutoriada, como ya se mencionó 

anterionnente es aquella que no puede ser ya alterada o impugnada por 

"Noriega CamÍl. Alfonso_· Lecciones de Amparo., Editorial Pomía, 5' Edición, Mexico, 1999. Pág. 796. 
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ningún medio legal ordinario o extraordinario y que por ende, constituye la 

verdad legal o cosa juzgada en el juicio o procedimiento de que se trate. 

En la ley de amparo no existe disposición expresa que determine 

cuando causa ejecutoria la sentencia de un juicio de garantias; sin embargo 

atendiendo a la sup!etoriedad del Código Federa[ de Procedimientos Civiles 

para con [a Ley Reg[amentaria de los artículos 103 y 105 Constitucionales, 

dicho ordenamiento legal, en sus artículos 356 y 357, disponen lo siguiente: 

"Artículo 356.- Causan ejecutorias las siguientes sentencias: 

f.- Las que no admitan ningún recurso. 

{f.- Las que admitiendo algún recurso, no fueren recurridas, o 

habiéndolo sido, se hayan decfarado desierto el interpuesto, o haya desistido 

el recurrente de él, y 

fIf.- Las consentidas expresamente por las partes, sus representantes 

legítimos o sus mandatarios con poder bastante ... " 

"Artículo 357.- En los casos de las fracciones 1 y fIf del artículo 

anterior, las sentencias causan ejecutoria por ministerio de la ley; en los 

casos de la fracción 11 se requiere declaración judicial, la que sem hecha a 

petición de parte. La declaración se ham por el tribunal de apelación, en fa 

resolución que declare desierto el recurso. Si la sentencia no fuere recurrida, 

previa certificación de esta circunstancia por la Secretaría, la declaración la 

ham el tribunal que la haya pronunciado, y, en caso de desistimiento, será 

hecha por el tribunal ante el que se haya hecho valer. .. " 

De [a anterior transcripción, tenemos ·que [as ~entencias causan 

ejecutoria por diversas hipótesis, es decir, [a fracción primera contempla los 

casos en que [a sentencia no admita ningún recurso, como por ejemplo las 

sentencias que se dicten [os amparos directos, de las cuales la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación (en su facultad de atracción) o los Tribuna[es 

II Noriega Cantú, Alfonso._ Leccionesde Amparo., Editorial Porrúa, 5" Edición, México, 1999. Pág. 796. 



Colegiados de Circuito conocen en única instancia y las que se pronuncian 

en los recursos de revisión interpuestos en contra de la sentencia de 

amparo indirecto. Estas sentencias se consideran pues, ejecutoriadas de 

pleno derecho, sin necesidad de acto posterior alguno. 

Por cuanto hace al segundo de los supuestos, se considera que una 

sentencia causa ejecutoria en las siguientes hipótesis: 

a) Cuando admitiendo un recurso, no haya sido recurrida, o sea, es el 

llamado consentimiento tácito, pues el hecho de dejar transcurrir el tiempo 

que la ley establece para la interposición del recurso procedente, sin que 

éste se haya hecho valer, equivale a cierta conformidad con el sentido de la 

misma. 

A guisa de ejemplificar el anterior supuesto, tenemos el recurso de 

revisión previsto en la Ley de Amparo, el cual procede invariablemente en 

contra de las sentencias dictadas en los juicios de amparo indirecto y, 

exclusivamente, en contra de las sentencias en materia de amparo directo 

que pronuncien los Tribunales Colegiados, teniendo para ello como 

condición sine qua non, que las mismas sent~ncias decidan sobre la 

constitucionalidad de Leyes Federales o Locales, tratados internacionales, 

reglamentos expedidos por el Presidente de la República, de acuerdo a la 

fracción [ del artículo 89 Constitucional y Reg[amentos de Leyes Locales 

expedidos por Gobemadores de los Estados, o cuando establezcan [a 

interpretación directa de un precepto de [a Constitución, según se advierte 

de las fracciones IV y V del artículo 83 de [a Ley de Amparo. 

En el tercer y último supuesto, esto es, cuando habiendo sido 

recurrida la sentencia, se haya declarado desierto e[ recurso interpuesto, por 

considerar el. tribunal revisor que la impugnación no se hizo a través de 

verdaderos agravios, que fueron insuficientes o inatendibles, entonces 

quedara intocada la sentencia recurrida y automáticamente causara 

ejecutoria. 

También tenemos e[ supuesto en e[ que el recurrente desiste del 

recurso intentado, en cuyo caso, dicho desistimiento debe ser expreso y 
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formularse ante la autoridad que conozca del medio de impugnación, 

quedara intocada la sentencia recurrida y automáticmaente causará 

ejecutoria. 

Tambien teneros el supuesto en el que el recurrente desiste del recurso 

intentado, en cuyo caso, dicho desistimeinto deber ser expreso y formularse 

ante la autoridad que conoca del medio de impuganción quienes admitiendo 

el desistimeinto en comento, deberán declarar que la sentencia del inferiro 

ha causado 'ejecutoria. 

Para terminar con estos dichos ejemplos, se debe precisar que 

también una sentencia causa ejecutoria cuando las partes la consienten 

expresamente, entendiendo tal consentimiento ya sea verbal o por escrito, 

el cual deberá formularse dentro de Jos diez días que para recurrir la 

sentencia establece [a Ley de Amparo, pues pasando dicho término, 

esta riamos en los supuestos contemplados en la fracción JI del numeral 

invocado. 

Ahora bien, entrando en tema, hablaremos de las sentencias de 

amparo que otorgan la protección federar, las cuales tienen, como se dijo en 

párrafos anteriores, evidentemente un carácter condenatorio, es decir, en 

realidad se condena a [as autoridades responsables a una prestación de dar 

o de hacer y excepcionalmente, a una abstención. La hipótesis que más a 

menudo se presenta, implica una obligación para dichas autoridades, de 

reparar el agravio inferido, restituyendo al agraviado en el goce y disfrute de 

[a garantia constitucional violada. 

La sentencia que conceda el amparo debe producir que se deje sin 

efectos el acto autoritario respecto del cual fue concedido, que varía de 

acuerdo a factores específicos y circunstanciales, propios de cada hipótesis 

práctica. 

En resumen, de lo anterior se colige que el cumplimiento no implica un 

acto coercitivo de la autoridad jurisdiccional para lograrlo, pues en este caso, 

la autoridad condenada a cumplir una sentencia, lo hace de manera 

espontanea; en cambio, la ejecución es un acto que realiza, ya no la 
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autoridad condenada, sino aquélla que dictó la sentencia concesoria del 

amparo, obligando a la otra parte a cumplirla sin demora, en virtud de que no 

lo hizo de manera voluntaria. 

Para que el quejoso alcance los beneficios del amparo que le hubiese 

sido concedido, se debe, tal como lo establece categóricamente el artículo 

104 de la Ley de Amparo, que tan pronto como la sentencia cause 

ejecutoria, el Juez de Distrito, la autoridad que haya conocido del juicio o el 

Tribunal Colegiado de Circuito, la comunique "por oficio y sin demora 

alguna ... o por vía telegráfica ... sin perjuicio de comunicarla íntegramente", a 

las autoridades responsables para su cumplimiento, previniéndolas dentro 

del mismo a que informen sobre el cumplimiento que den al fallo de mérito. 

El cumplimiento de las sentencias es considerada de orden público y 

debe realizarse, aún de oficio, por parte del órgano jurisdiccional, es decir, al 

igual que las causas de improcedencia que afectan la procedibilidad de un 

juicio de amparo, el cumplimiento de las sentencias debe ser una cuestión 

primordial, por lo que, aun cuando la parte interesada no lo solicite, la 

autoridad federal tiene la obligación de requerir el cumplimiento, vigilando 

que ninguna sentencia quede incumplida, para el efecto de mantener la 

respetabilidad de los fallos del Poder Judicial de la Federación, la pureza de 

la Constitución y la vigencia de las garantías individuales, trayendo como 

consecuencia la seguridad del gobernado en sus derechos fundamentales. 

Para preservar ese orden público, es necesario que el procedimiento 

de cumplimiento o ejecución sea perentorio, urgente y drástico, tal y como [o 

señala la Ley de Amparo a en los artículos 104 a 113, que es donde se 

contempla tal procedimiento, fijando en lo conducente lo siguiente; 

El artículo 104 de la Ley de Amparo, establece: 

"Artículo 104. En los casos a que se refiere el artículo 107, fracciones 

VII, VIfI y IX, de la Constitución Federal, luego que cause ejecutoria la 

sentencia en que se haya concedido el amparo solicitado, o que se reciba 

testimonio de la ejecutoria dictada en revisión, el juez, la autoridad que haya 

conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, si se interpuso 
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revisión contra la resolución que haya pronunciado en materia de amparo 

directo, la comunicará, por oficio y sin demora alguna, a las autoridades 

responsables para su cumplimiento y la harán saber a las demás paries. 

En casos urgentes y de notorios petjuícios para el quejoso, podrá 

ordenarse por la vía telegráfica el cumplimiento de la ejecutoria, sin petjuicio 

de comunicarla íntegramente, conforme al párrafo anterior. 

En el propio oficio en que se haga la notificación a las autoridades 

responsables, se les prevendrá que informen sobre el cumplimiento que se 

dé al fallo de referencia." 

Tal precepto nos señala la premura que reviste el cumplimiento de las 

sentencias ejecutoriadas que hayan concedido el amparo, indicado que el 

Juzgador no demorará en manera alguna su notificación a las responsables, 

para que de inmediato éstas procedan a su cumplimiento, no bastando que 

las autoridades cumplan con la sentencia, sino que deben informar el 

referido cumplimiento al juzgador de amparo. 

La forma en que la responsable deba cumplir la sentencia de amparo, 

varía de acuerdo a factores especificas y circunstanciales, propios de cada 

hipótesis práctica, es decir, no siempre las ejecutorias de amparo deberán 

ser cumplimentadas de la misma forma, sino que dicho cumplimiento 

dependerá en todo caso de la concesión misma del amparo y del acto que 

se hubiere impugnado. 

Así, si la violación o el agravio consistió en la privación, en perjuicio 

del quejoso, de la garantía de defensa o audiencia, si se contravinieron las 

nonnas adjetivas que rigen el proceso del cual surgió el acto reclamado, la 

ejecución de la sentencia que otorga la protección federal, o sea la 

restitución mencionada, estribará en purgar los vicios procesales, debiendo 

la autoridad responsable reponer el procedimiento a partir de las violaciones 

cometidas, concediendo al agraviado el derecho de defensa y audiencia 

contravenido y observando las disposiciones procesales infringidas. Por otro 

lado, si la violación se cometió en una sentencia impugnada en juicio de 

amparo, por no haberse estimado las pruebas rendidas durante el pleito de 
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acuerdo a la ley, la restitución de la garantía violada, que en este caso sería 

la contenida en el párrafo cuatro del artículo 14 constitucional, consistirá en 

la pronunciación de una nueva resolución, en la que se haga la debida 

apreciación probatoria. 

Cuando las contravenciones a la propia garantía no se realicen contra 

leyes adjetivas, sino de índole sustantiva o de fondo, la restitución, materia 

de la sentencia que conceda la protección federal. estribará en obligar a la 

autoridad responsable a cumplir con lo preceptuado en las normas 

contravenidas, realizando en beneficio del agraviado, los supuestos, hechos 

o condiciones que determinan y acatando la situación jurídica que prevén. 

De igual forma, otra manera de cumplir una sentencia en caso de que 

el acto reclamado fuese la omisión en que incurre una autoridad (acto 

negativo), será simplemente que dicha responsable cumpla con la sentencia 

de amparo haciendo lo que en un principio dejó de hacer. 

Existen casos en los que el amparo concedido debe ser 

cumplimentado con la emisión de una nueva resolución y según la 

naturaleza propia de una sentencia de amparo, ésta debe decidir el debate 

constitucional ordenando la restitución a favor del agraviado en el goce de la 

garantía individual violada, previa estimación del concepto o conceptos de 

violación formulados en la demanda respectiva; en consecuencia, todas las 

consideraciones que haga el juez de amparo al estimar los conceptos de 

violación como antecedente necesario para otorgar el quejoso la protección 

federal, deben ser acatadas por la autoridad responsable al dictar la 

resolución que corresponda en cumplimiento de la sentencia constitucional. 

Por ende, al cumplimentar una sentencia de amparo que la protección 

federal al agraviado, la autoridad responsable debe observar puntualmente 

las consideraciones formuladas por el Juzgador que son el fundamento y la 

pauta de delimitación del alcance y extensión de dicha protección, realizando 

todos los actos, abordando y resolviendo todas las cuestiones previstas- en 

los "considerandos" del fallo constitucional para restituir al quejoso en el uso 

y goce de la garantía individual violada. 
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No es ocioso reiterar que el cumplimiento de las ejecutorias de 

amparo consiste en invalidar los actos reclamados cuando sean de carácter 

positivo y en restituir al agraviado en el goce y disfrute de la garantía que se 

haya estimado violada, restableciendo las cosas al estado en que se 

encontraban antes de dichos actos; si los actos impugnados son de carácter 

negativo, es decir, si mediante ellos la autoridad rehusó a cumplir una 

obligación legal en beneficio del gobernado, el cumplimiento de la ejecutoria 

respectiva consiste en constreñirla a realizar lo que dejó de efectuar. 

Sin embargo, dada la naturaleza de estas garantías, el alcance del 

amparo concedido y el cumplimiento consiguiente de la ejecutoria, varían en 

lo que atañe a las obligaciones de las autoridades responsables para acatar 

cabalmente el invocado precepto legal de que se trate y que a grosso modo, 

son las siguientes: 

a) Violaciones formales 

Este tipo de violaciones se registra cuando los actos reclamados no se 

encuentran debidamente fundados y motivados, es decir, cuando en el 

mandamiento escrito la autoridad del que proviene, si bien invoca algún 

precepto legal que apoye su determinación o expone los motivos que 

consideró para su emisión, lo cierto es que lo hizo de forma deficiente o 

equivocada. 

En esta hipótesis, la concesión del amparo implica la obligación de 

dicha autoridad de dejar sin efectos el acto impugnado, así como todas sus 

consecuencias y efectos, sin perjuicio de que en ejercicio de sus funciones 

legales, pueda emitir otro acto, aun con el mismo sentido de afectación que 

el reclamado, pero señalando las normas legales que si son aplicables al 

caso concreto y exponiendo las causas inmediatas y razones particulares 

que tomó en cuenta para la emisión del nuevo acto. 
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Por lo que atañe a la infracción de la garantia de audiencia, que 

también es de indole formal, el cumplimiento de la ejecutoria que concede el 

amparo estriba igualmente en invalidar el acto reclamado y sus· efectos y 

consecuencias, volviendo las cosas al estado que se encontraban antes de 

la emisión del acto impugnado, sin perjuicio de que, después de cumplidas 

estas obligaciones, la autoridad brinde al quejoso las oportunidades 

defensivas y probatorias para acatar dicha garantía, dictando 

posteriormente, a este acatamiento, la resolución que proceda 

independientemente de su sentido, que en todo caso, constituiría un nuevo 

acto. 

b) Violaciones in procedendo 

Estas violaciones se registran, como su nombre lo indica, durante la 

secuela del procedimiento judicial o administrativo que se siga en forma de 

juicio. Se manifiestan generalmente en la privación de algún derecho 

procesal del quejoso que trasciende a la decisión con que culmine 

definitivamente el procedimiento respectivo; al concederse el amparo contra 

esta decisión, el efecto de la ejecutoria consiste en reparar el procedimiento 

desde la primera violación que se haya considerando fundada en dicha 

ejecutoria, dejando sin efectos la decisión reclamada y todas sus 

consecuencias y efectos para observar lo dispuesto en el artículo 80 de la 

Ley de Amparo. A virtud de tal reposición, la autoridad responsable debe 

dictar la nueva resolución, que igual que en los casos anteriores, es 

independiente a que el sentido sea igualo distinto del de la reclamada. 

e) Violaciones maleriales 

Estas violaciones se comenten en diferentes hipótesis, a saber, las 

principales son: 

1.- Incompetencia de la autoridad.- Esta se presenta cuando la 

autoridad emisora del acto no tiene facultad legal ni reglamentaria para 

emitir dicho acto y cumple la ejecutoria de amparo invalidando y dejando 

insubsistentes todos sus efectos y consecuencias, sin que la propia 
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autoridad pueda volver a emitirlo, pues en este supuesto incurriría en una 

repetición de! acto reclamado. 

2.- Inaplícabilidad de los preceptos en que se apoyó el acto 

recjamado.- Este caso se actualiza cuando las disposiciones legales o 

reglamentarias, invocadas en el mandamiento de autoridad, no se adecuan a 

la' situación concreta del quejoso, contraviniendo con ello la garantía de 

legalidad prevista en los artículos 14 y 16 constitucionales. Por tanto, la 

restauración de la garantía individual violada en este tipo de casos en los 

que la ejecutoria constitucional estima que la situación concreta del quejoso 

no está regida por las normas legales que invocó la autoridad, por no ser 

éstas aplicables al caso concreto, debe ser dejando sin efectos el acto, 

efectos y consecuencias del mismo, sin que la autoridad deba emitir otro 

acto con igual sentido de afectación. 

3,- AmptIro contra disposiciones generales.- Este caso comprende 

la hipótesis en que se haya otorgado el amparo contra disposiciones legales 

o reglamentarias inconstitucionales, Si éstas se aplicaron al quejoso por 

algún acto concreto, tal acto queda insubsistente por efecto de la ejecutoria 

respectiva, invalidándose todas las consecuencias que frente al quejoso 

haya producido, Si se trata de normas legales o reglamentarias 

autoaplicativas, éstas se despojan de su efecto regulador en la situación 

concreta del agraviado; sin que se pierda de vista en que en estos casos, en 

que las disposiciones legales o reglamentarias que en la ejecutoria de 

amparo se hayan estimado inconstitucionales, no deben volverse a aplicar al 

quejoso por ninguna autoridad del Estado. 

4.- Actos inconstitucionales en sí mismos.- La inconstitucionalidad 

per se de un acto de autoridad estriba en que éste viole cualquier prohibición 

terminante establecida en el Código Fundamental del pais, así como en la 

hipótesis de que la autoridad, de quien provenga el acto, no tenga facultades 

constitucionales para emitirlo. La concesión del amparo contra actos 

inconstitucionales en sí mismos, además de importar su invalidación y la 

destrucción de todas sus consecuencias y efectos, comprende la 
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imposibilidad de que tales actos vuelvan a producirse, so pena de que se 

incurra en el grave incumplimiento que consiste en la repetición del propio 

acto. Esta imposibilidad se justifica plenamente en atención a la· 

circunstancia de que, cuando un acto de autoridad tiene en sí mismo vicios 

de inconstitucionalidad, ningún órgano del Estado puede reaUzarlo, 

cumpliendo o no requisito alguno, en el supuesto de que dicha 

inconstitucionalidad provenga de la transgresión a cualquier prohibición 

establecida en la Ley Suprema. 

5.- Actos NO fundados ni motivados.- Cuando se trate de actos de 

autoridad que por estos vicios violen la garantía de legalidad establecida en 

el artículo 16 constitucional, el efecto de la sentencia concesoria de amparo 

consiste en la invalidación del acto y destrucciones de sus consecuencias, y 

no en que la autoridad responsable los reitere purgando tales vicios. 

No debemos confundir esta hipótesis, con la mencionada en el inciso a) 

del presente capítulo, dado que la posibilidad de dictar un acto en el cual si 

se permita purgar vicios formales, sólo dependerá de que dicho acto esté 

fundado y motivado, aun cuando esa fundamentación y motivación no sea la 

adecuada al caso concreto, pero nunca cuando un acto de autoridad carezca 

de la fundamentación y. motivación requerida por imperativo constitucional, 

pues lo cierto es que tal abstención impide juzgar el acto en cuanto al fondo 

por carecerse de los elementos necesarios para ello, pues desconocidos 

tales fundamentos y motivos, los mismos no pueden ser objeto de 

apreciación jurídica alguna. 

En consecuencia, la concesión del amparo contra un acto no fundado 

ni motivado, contrario a lo sostenido en el inciso a), únicamente constriñe a 

la responsable a dejarlo insubsistente, subsanando Jos vicios informales. 

De 10 anterior se colige que debido a los innumerables actos que 

pueden ser reclamados en una demanda de amparo, depende de su debida 

cumplimentación, pues tal como más adelante se verá, el cumplimiento de 

las ejecutorias es un procedimiento que aparentemente y de acuerdo a la 

Ley de Amparo es muy sencillo, pero que en la práctica las autoridades 
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responsables obligadas a dar cumplimiento no saben como hacerlo, o 

pretenden no saberlo, pues dan evasivas una y otra vez para cumplir 

cabalmente con la sentencia de amparo, argumentando que los efectos del 

amparo no son claros ni precisos. 

Por ello sostenemos que lo importante de la concesión de un amparo, no 

es que la sentencia sea dictada, sino en todo caso que la misma se cumpla o se 

ejecute en sus términos, pues de nada sirve una resolución que conceda el 

amaro y protección federal al agraviado, cuando ésta no se cumple, ya que 

pues lo esencial de tal sentencia es precisamente que éste disfrute de nuevo de 

la garantía individual que le fue vulnerada; por ello, en el siguiente capítulo 

hablaremos, latu sensu, del procedimiento previsto para lograr el cabal 

cumplimiento de una sentencia constitucional. 

3.2.2 ESTUDIO OFICIOSO DEL CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE 

AMPARO. 

En el juicio de amparo e[ estudio sobre el cumplimiento de la ejecutoria 

de amparo es sumamente importante, pues debe hacerse de manera oficiosa, 

es decir el juez de distrito o tribunal que haya conocido del asunto, debe ser el 

que impulse el procedimiento de ejecución en la sentencia, con independencia 

de que las partes promuevan o no dentro del juicio, para el debido cumpnmiento 

de la misma. 

El juez de Distrito debe procurar que el cumplimiento de la sentencia que 

concedió el amparo y protección de la justicia federal se lleve a cabo por la 

autoridad responsable. de lo contrario de nada valdrla la autoridad y jerarquía 

del mismo. cuando no puede hacer valer sus propias determinaciones. 

Es muy cómodo para el juez de Distrito o tribunal que haya conocido del 

juicio, por lo que se refiere a la carga de trabajo, declarar la caducidad del 

procedimiento de ejecución de la sentencia de amparo pasados trescientos días 

naturales de que la parte interesada no promueva a efecto de requerir a las 

autoridades responsables el cumplimiento de [a ejecutoria citada, sin embargo 

esa actitud sería mero burocratismo, pues si bien es cierto que se puede alegar 
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que si la parte interesada no se empeña en el cumplimiento de su resolución 

por que /o hará una persona ajena al mismo, siendo éste, el juez de Distrito o 

tribunal de conocimiento, sin embargo, considero que no se hará por interés 

propio sino por ética profesional pues en ello se encuentra el impartir la justicia 

de manera pronta y expedita como la propia ley y los principios generales del 

derecho lo señalan. 

Al respecto la Suprema Corte de Justicia se ha pronunciado de la 

siguiente manera en diversas tesis jurisprudenciales que a la letra dicen: 

JUECES DE DISTRITO, 

PUEDEN ESTABLECER 

SENTENCIAS DICTADAS POR LOS. 

LOS LINEAMIENTOS PARA SU 

CUMPLIMIENTO.. De acuerdo con nuestro sistema de control 

constitucional, corresponde precisamente a los jueces de Distrito la 

potestad suprema de analizar los actos de autoridad que se aparten de 

la ley, con infracción a la Constitución Federal, y, en tal tarea, pueden 

determinar los lineamientos conforme a los cuales las responsables 

deben ajustar su conducta, sin que con ello se invada la jurisdicción de 

éstas, quienes ya tuvieron oportunidad de cumplir con sus atribuciones, 

con arreglo a la ley.22 

"EJECUCION DE SENTENCIAS DE AMPARO, PROCEDIMIENTO 

CRONOLOGICO DE. Para el cumplimiento de las ejecutorias de 

amparo, el artículo 105 de la ley de la materia prevé un procedimiento 

al que se encuentra sujeto el juez de Distrito para obtener de las 

autoridades responsables la restitución de las garantías violadas al 

quejoso. Efectivamente, en primer término, dicho precepto legal 

establece que si dentro de las veinticuatro horas siguientes a la 

notificación a la autoridad responsable la ejecutoria no queda cumplida, 

cuando la naturaleza del acto lo permita o no se encontrase en vías de 

ejecución en la hipótesis contraria, la autoridad que haya conocido del 

juicio de amparo requerirá al superior inmediato de la autoridad 

responsable para que la obligue a cumplir sin demora la sentencia; en 

22 Semanario Judicial de la Federación.- Tomo: XI, Marzo de 1993.- Página: 300 
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segundo lugar, si el superior inmediato de la autoridad responsable no 

atendiere el requerimiento, y tuviere, a su vez, superior jerárquico, 

también se requerirá a este último y, en tercer término, que cuando no 

se obedezca la ejecutoria no obstante los requerimientos antes 

descritos, el juez de Distrito, la autoridad que haya conocido del juicio o 

el Tribunal Colegiado de Circuito, remitirá el expediente originar a fa 

Suprema Carie de Justicia de la Nación para los efectos del articulo 

107, fracción XVI, de la Constitución. De lo anterior se advierte que 

para el cumplimiento de las sentencias de amparo, el artículo 105 de la 

ley en cita establece un procedimiento rigurosamente cronológico, es 

decir, que hasta en tanto no se agote el supuesto previsto en la primera 

hipótesis, no podrá acudirse a la segunda y así sucesivamente'~ 23 

Derivado de lo anterior se desprende que no es indispensable que la 

parte interesada promueva a efecto de estar en posibilidad de que la autoridad 

dé el debido cumplimiento a la ejecutoria de amparo, sino que el propio 

juzgador o tribunal que haya conocido del asunto tiene la obligación de requerir 

el cumplimiento de la misma de manera oficiosa, por ser dicho cumplimiento un 

asunto de orden público. 

Al respecto la Suprema Corte ha establecido tesis jurisprudencial de la 

siguiente manera: 

"SENTENCIAS DE AMPARO. SU CUMPLIMIENTO ES DE ORDEN 

PUBLICO DEBIÉNDOSE EVITAR ACTUACIONES O DECISIONES 

QUE LO D1F1CUL TEN O IMPIDAN. De conformidad con lo dispuesto 

por los artículos 107, fracción XVI, de la Constitución, y 105 Y 113 de la 

Ley de Amparo, en cuanto a las medidas que deben adoptarse para 

lograr el cumplimiento de las sentencias de amparo, debe establecerse 

que éste es de orden público, lo que exige que las decisiones y 

acciones que se adopten en esa materia, no tiendan a propiciar la 

dificultad o imposibilidad de llegar a ese objetivo ..... 24 

23 Semanario Judicial de la Federación Tomo: X, Septiembre de 1992 Página: 271 

24 Semanario Judicial de la Federación Tomo: VII, Junio de 1991 Tesis: 3a. XCU91 Página: 99 
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3.2.3 CONCEPTO DE ORDEN PÚBLICO. 

ORDEN 

Del latín ordo-ordinis, disposición ordenada, fila, hilera; en el ámbito 

militar fila de soldados, serie, sucesión, orden, distribución regular. Derivado del 

verbo ordiri, hacer una trama, tejer. 

PÚBLICO 

Del adjetivo latino publicus-a-um, del pueblo, del Estado, oficial, público. 

Publicus es un derivado de populus-i, pueblo [como conjunto de ciudadanos], 

habitantes [de una ciudad o de un Estado]. Asr, el Senatus Popolusque 

Romanus (S. P.O. R.) es el Senado y el Pueblo Romanos [los dos órganos 

esenciales del Estado]. El sufijo ·ico (a) indica lo relativo o correspondiente a. 25 

CONCEPTO 

El orden público ha sido entendido como el conjunto de reglas en que 

reposa el bienestar común y ante las cuales ceden los derechos los 

particulares, porque interesan a la sociedad colectivamente más que a los 

ciudadanos aisladamente considerados. Funciona, además, como un Ifmite por 

medio del cual se restringe la facultad de los individuos sobre la realización de 

ciertos actos jurídicos válidos que tengan efectos dentro de un orden juridico. 

El cumplimiento de las ejecutorias que se dictan en el juicio de amparo 

reviste una cuestión de orden público, ya que, independientemente de que 

mediante él se protegen los intereses jurídicos del quejoso, entraña en sí 

mismo la restauración de la observancia de la Constitución en cada caso 

concreto, mediante la obligación a cargo de las autoridades responsables en el 

sentido de restablecer las cosas al estado en que se encontraban, con 

25 Dehesa Dávila, Gerardo, Etlmología Jurfdica, México, S.C.J.N., 2001, 514 pp. 
Segura Munguia, Santiago, Diccionario etimológico latino· español, Madrid, Anaya, 1985, 1122 
pp. 
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anterioridad inmediata a los actos reclamados que la sentencia constitucional 

haya nulificado.26 

De lo anterior se puede determinar que el orden público se refiere al 

interés en general de los ciudadanos y no solamente a interese particulares, de 

ahi que en el tema que de que trata el presente trabajo de tesis el orden 

público es sumamente importante, pues se trata del cumplimiento de una 

sentencia de amparo, que lejos de importar a un particular en virtud del juicio de 

amparo promovido, el cumplimento de dicha sentencia importa a la sociedad, 

pues un mandato judicial no puede dejar de ser acatado incluso por una 

autoridad, de lo contrario entraríamos a una situación de anarquía, pues no 

habría ningún peligro ni riesgo para la autoridad que deje de cumplimentar una 

sentencia dictada por un Juez Federal, Magistrado de Circuito o la propia 

Suprema Corte de Justicia si el particular que hubiere promovido el juicio por 

algún motivo deja de promover sobre el cumplimiento de la citada resolución. 

3.2,4 CONCEPTO DEL TERMINO "DE OFICIO" 

Por oposición a la iniciativa privada, dícese de la acción o 

injerencia espontánea que cumple el juez en el proceso, sin necesidad 

de requerimiento o petición de parte, o iniciativa del magistrado, sin 

instancia de parte.27 

De acuerdo a la definición anteriormente expuesta, nos damos cuenta 

que el estudio de oficio, siempre que lo establezcan las leyes corresponde al 

Juez de Distrito o Tribunal que corresponda conocer del asunto, siendo su 

entera responsabilidad el tramite o procedimiento llevado en el índice de dicho 

órgano jurisdiccional. 

De esta manera, atendiendo a lo dispuesto por el artículo 105 de la Ley 

de la materia nos damos cuenta que el estudio del cumplimiento de la sentencia 

de amparo es de oficio o a instancia de parte, teniendo el Juez de Distrito o el 

Tribunal Colegiado de Circuito si se trata de revisión contra resolución 

"Op. CiL p.572. 
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pronunciada en materia de amparo directo, la obligación de requerir de oficio, 

a la autoridad o autoridades obligadas a dar cumplimiento a la citada sentencia, 

así como a los superiores jerarquicos de los mismos. 

3.3. INTERVENCiÓN DEL JUEZ FEDERAL Y DEL MINISTERIO PÚBLICO 

FEDERAL EN EL CUMPLIMIENTO Y EJECUTORIA DE LA SENTENCIA DE 

AMPARO. 

La intervención de estas dos figuras que son el Juez de Distrito y 

Ministerio Público Federal en el cumplimiento de la sentencia de amparo es 

sumamente importante, dada su jerarquía como autoridades aún cuando 

incluso el Ministerio Público Federal esté facultado para vejar que el Juez de 

Distrito lleve a cabo sus funciones de manera pronta y expedita. Aunado a ello 

como lo veremos posteriormente y relacionado al estudio de que se trata en el 

presente trabajo de tesis, el articulo 157 de la Ley de Amparo establece: 

"Los Jueces de Distrito cuidarán de que los juicios de amparo no 

queden paralizados, especialmente cuando se alegue por los quejoso 

la aplicación por las autoridades de leyes declaradas inconstitucionales 

por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia, proveyendo lo 

que corresponda hasta dictar sentencia, salvo los casos en que esta 

Ley disponga expresamente lo contrario. 

El Ministerio Público cuidará del exacto cumplimiento de esta 

disposición principalmente en los casos de aplicación de leyes 

declaradas jurisprudencialmente inconstitucionales, y cuando el acto 

reclamado importe peligro de privación de la vida, de la libertad, o 

entrañe deportación, destierro o alguno de los prohibidOS por el artículo 

22 de la Constitución Federal". 

La siguiente tesis jurisprudencial dictada por el Primer Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito corrobora lo anterior: 

n J. Couture Eduardo, Vocabulario Jurídico, Editorial: Iztaccihuatl, S.A de C.V. 3" Edición 2004, p.534 
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"JUICIO DE AMPARO, TRAMITACION DEL. El artículo 157 de la Ley 

de Amparo impone a los Jueces de Distrito la obligación de cuidar que 

los juicios de garantías no queden paralizados. Por lo tanto, para que 

un Juez de Distrito acuerde lo que corresponda a fin de evitar la 

paralización del juicio de amparo, debe hacerlo precisamente antes de 

que flegue a ese estado y no esperar a que el juicio quede paralizado, 

pues eflo lejos de obtener la expresa finalidad buscada por .el 

legislador, fa obstaculizaría".28 

Así, nos damos cuenta de la obligación que recae sobre el juez de distrito 

y Ministerio Público Federal por lo que se refiere a la tramitación del juicio de 

amparo esto es, desde que se admite la demanda de garantías hasta dictar 

sentencia, sin embargo, como lo mencioné en líneas anteriores, es similar o 

incluso lógico pensar en que si recae tal obligación en dichos funcionarios con 

mas razón quedará a su entero resguarda el que no quede paralizado ningún 

juicio de amparo en su etapa de ejecución cuando obviamente se haya 

otorgado la protección de la justicia federal, pues de nada sirve velar por que no 

se paralice el jUicio de amparo durante su tramitación, si dictada la ejecutoria 

concediendo el amparo quedare paralizado el procedimiento de ejecución y 

dicha tramitación no haya servido de nada, pues el momento cumbre y el objeto 

principal en un juicio de amparo es la ejecución o cumplimiento de la sentencia 

didada en el mismo, esto es la restitución del quejoso en el goce de sus 

garantías individuales violentadas por fa autoridad responsable. 

Por lo que es ilógico pensar que no es posible sobreseer el juicio de 

amparo por inactividad procesal durante su tramitación si dictada la ejecutoria 

concesoria del amparo se podrá declarar la caducidad del procedimiento de 

ejecución por dicha inactividad. 

La intelVención de dichos funcionarios de la federación dentro de la 

ejecución de la sentencia de amparo es sumamente importante, en virtud de 

23 Semanario Judicial de la Federación. Tomo: 205-216 Sexta Parte. Página: 281 
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que ambos tienen tanto la facultad y la obligación de hacer valer dicha 

ejecutoria, esto es de imponer ante cualquier autoridad la supremacía del Poder 

Judicial de la Federación y de la Constitución Política. Es importante destacar 

que absolutamente todas las autoridades responsables están obligadas a dar 

cumplimiento a una sentencia de amparo y por tanto restituir las garantías 

violadas a los quejoso, sin ningún acto de coerción por parte del Juez o 

Magistrado, sin embargo existe el procedimiento previsto en la Ley de Amparo 

al cual deberá sujetarse el juzgador y hacer valer la resolución pronunciada y es 

en este instante cuando la intervención de los citados funcionarios es 

indispensable para reestablecer el estado de derecho violentado por una 

autoridad hacia sus gobernados. 
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CAPITULO IV 

CADUCIDAD DEL PROCEDIMIENTO DE EJECUCiÓN DE lA SENTENCIA 

DE AMPARO (CONTRADICCiÓN EN lO DISPUESTO EN LA PRIMERA Y 

SEGUNDA PARTE DEL ARTíCULO 113 DE lA lEY DE AMPARO) 

4.1 CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. 

CONCEPTO DE CADUCIDAD. 

Del adjetivo culto caduco, y éste del latín caducus, -8, -um. Propiamente 

"que cae" o "perecedero", del verbo cado -ere "caer". Extinción, consunción o 

pérdida de un derecho o facultad por vencimiento de un plazo u ocurrencia de 

un supuesto previsto en la ley. 

Modo extraordinario de concluir el proceso, producido por [a inactividad 

de las partes durante un periodo determinado. 

Es un desistimiento tácito de la demanda o [a extensión de la instancia 

por cesación de la realización de actos en [os procedimientos durante cierto 

tiempo. 

No obstante, Chiovenda considera que es contraria a la realidad de [as cosas y 

puede conducir a aplicaciones erróneas, [a doctrina que construye [a perención 

como una presunta renuncia a [a litis. Afirma también que este instituto nació de 

un error histórico, que nos viene de [a ley francesa, y que las leyes más 

modernas han eliminado, pues no sirve para cerrar definitivamente la litis, sino 

para renovarla indefinidamente, alimentando interminables disputas sobre las 

condiciones, los efectos y los limites de fa perención. 

CONCEPTO DE INSTANCIA 

"La instancia comprende una serie de actos, hechos o peticiones que 

demandan la actividad jurisdiccional. En principio, toda petición que es atinente 

al proceso y forma parte de él se considera como una actividad que desarrolla 

la parte para instar el curso del mismo". 29 

29 Eisner Isidoro. Caducidad de Instancia. 1". Edición. Buenos Aires. Edil. Desalma. 1991. pp. 17,22 
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Podetti señala que instancia, en términos generales, es toda solicitud; pero 

adquiere significado especifico cuando la solicitud se hace al poder 

jurisdiccional, es decir, a los jueces; en este caso se llama instancia a "toda 

petición inicial de un proceso, trámite o procedimiento dirigida a un juez para 

que satisfaga un interés legitimo del peticionante. 

"Por otra parte la inactividad procesal que puede determinar la caducidad 

de la instancia consiste en la ausencia de actos de impulso del procedimiento. 

Esa ausencia de actos de impulso se cumple: a) cuando la inactividad es total y 

b) cuando existe actividad inidónea para producir el impulso del procedimiento. 

La inactividad procesal significa la paralización total del trámite judicial y puede 

consistir en inactividad procesal absoluta o actividad procesa! juridicamente 

inidónea. En igual sentido se ha dicho que la inactividad procesal que constituye 

uno de los presupuestos de la caducidad de la instancia, significa la 

paralización del trámite judicial; en principio esta circunstancia se exterioriza en 

la no ejecución de acto alguno por ambas partes o por el órgano judicial, pero 

también se presenta en la hipótesis de que se cumplan actos carentes de 

idoneidad para impulsar el procedimiento" 3D. 

Esta inactividad procesal de la que se habla y que da lugar a la 

caducidad de la instancia es precisamente lo que se establece en el articulo 

113 en su segundo párrafo al señalar que los procedimientos tendientes al 

cumplimiento de las sentencias de amparo caducarán por inactividad 

procesal o la falta de promoción en el término de trescientos dias incluyendo 

los inhábiles; sin embargo dicha caducidad presupone un no hacer por parte del 

interesado esto es el quejoso en el juicio de amparo, asi como del juzgador que 

si bien es cierto tiene la facilidad o la opción de que transcurrido dicho plazo 

pueda decretar la caducidad de la instancia por inactividad procesal también es 

cierto que tiene fa obligación de impartir la justicia de una forma pronta y 

expedita pues es un derecho de todo ciudadano que se imparta de esa forma la 

justicia por parte del estado. 

lO Loutayfranea Roberto, Caducidad de la Instancia. la. Edición. Buenos Aires. Edil. Astrea. 1986. p. 19 
Y 58 
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Finalmente, cabe destacar que no solo el Juez de Distrito o Magistrado 

de Circuito tienen la obligación de velar por que los juicios de amparo no 

queden paralizados durante su tramitación o en la fase de su ejecución, sino 

también el Ministerio Público Federal tiene la obligación de procurar que ello se 

cumpla y especial énfasis hace el artículo 113 del ordenamiento legal citado en 

su párrafo primero respecto a- los procedimientos tendientes al cumplimiento de 

la ejecutoria de amparo, esto es el Ministerio Público velará por que no se 

archive ningún juicio de garantías sin antes quedar cumplimentada su sentencia 

protectora. 

4.2. CADUCIDAD DEL PROCEDIMIENTO DE EJECUCiÓN DE 

CUMPLIMIENTO 

La caducidad del procedimiento de ejecución de la sentencia de amparo 

encuentra su fundamento en la Constitución General de la República, en su 

articulo 107, fracción XVI, último párrafo que a la letra dice: 

"La inactividad procesal o la fafta de promoción de parle interesada, en 

los procedimientos tendientes al cumplimiento de las sentencias de 

amparo, producirá su caducidad en los términos de la ley 

reglamentaria" 

Los términos que establece el artículo citado son los delimitados por la 

ley de amparo en su artículo 113, segundo y tercer párrafo, mismos que se 

transcriben a continuación: 

Articulo 113 ... 

''Los procedimientos tendientes al cumplimiento de las sentencias de 

amparo caducarán por inactividad procesal o la falta de promoción de 

parte interesada durante el término de trescientos días, incluidos los 

inhábiles. En estos casos el juez o tribunal, de oficio o a petición de 

parte, resolverá sobre la caducidad y ordenara que la resolución que la 

declare si notifique a las parles" 

"Solo los actos y promociones que revelen un interés del recurrente 

por la prosecución del procedimiento interrumpen el término de 

caducidad" 
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Derivado de lo anterior se coligue que en efecto, se podrá declarar la 

caducidad del procedimiento de cumplimiento de la sentencia de amparo, si 

pasados trescientos días naturales no existiere acto de parte interesada o 

resolución judicial que impulse el procedimiento de ejecución, ni promoción del 

quejoso que lo impulse, sin embargo cabe destacar que dentro del 

cumplimiento de una sentencia de amparo no solo importa el impulso procesal, 

pues como ha quedado definido en el capitulo anterior del presente trabajo de 

tesis, el cumplimiento de la sentencia de amparo es de orden público, de esta 

forma la importancia que tiene dicha ejecutoria y mas aún su cumplimiento 

puede verse desde varios puntos o aspectos jurídicos. Primeramente, con ella 

se va a imponer el orden constitucional a todas las autoridades locales o 

federales, pues a través de ella se les exige que observen puntualmente todas 

las disposiciones de la ley fundamental, asimismo, el juzgador federal va a 

invalidar los actos de autoridad emitidos o surgidos de una inobservancia y, 

lógicamente, de la violación constftucional, vía garantías individuales 

conculcadas. Por tanto, si se comprueba la violación de garantías, el juez de 

amparo dictará la sentencia amparando y con ella se dejará sin efectos el acto 

inconstitucional y sus efectos, condenándose a las responsables para que 

restituyan al agraviado en el goce de la garantía individual transgredida. 

De esta forma nos podemos dar cuenta que la importancia del 

cumplimiento de no solamente se traduce en el interés individual del agraviado 

sino que t[a~ consigo el orden público pues una resolución federal debe ser 

acatada por quienes resulten responsables del acto tildado de inconstitucional. 

Respecto de lo anterior el artículo 80 de la Ley de Amparo establece: 

"La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado 

en el pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas 

al estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado 

sea de carácter positivo; y cuando sea de carácter negativo, el efecto del 

amparo será obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de 

respetar la garantía de que se trate y a cumplir, por su parle, lo que la 

misma garantía exija".. 
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Si bien, los efectos de la sentencia de amparo son distintos de acuerdo a 

la naturaleza del acto que dio origen al juicio, las consecuencias son las mismas 

y es que se restituya al gobemado en el goce de sus garantías violentadas, de 

tal forma que si se declara la caducidad en la etapa del cumplimiento de dicha 

sentencia el objeto de la misma ya no tendrá razón de ser y el sentido de la ley 

quedará al vacíd en virtud de que contrario a lo establecido por el precepto legal 

citado se encuentra la figura de la caducidad del procedimiento de ejecución. 

Así, la ejecución de la sentencia protectora de garantías es el act~ más 

trascendental para el interés del quejoso, en el desarrollo del control 

constitucional que forma parte del juicio de amparo. Por la ejecución, las 

personas afectadas por un acto de autoridad que se apartó de las normas 

constitucionales respectivas, obtiene, ya la recuperación material de su libertad 

o de sus bienes, ya el reconocimiento de sus derechos sustanciales o 

procesales, que fueron materia de su petición de garantías, pues aunque la 

existencia de la violación haya sido declarada en la sentencia firme que 

consiguientemente les concedió el amparo, esa declaración y ese amparo 

están solamente en el papel, mientras dicha sentencia no alcance su 

ejecución material. La ejecución es de mayor importancia para el 

restablecimiento del orden público como bien se ha precisado se procuró 

mediante el juicio de garantías, y aún más lo es para los intereses personales 

del promovente, pues ese orden jurídico no queda restablecido yesos intereses 

no quedan respetados y satisfechos con la mera declaración de la sentencia, 

sino que tales resultados concretos deben producir el control constitucional y se 

logra hasta que el agraviado es repuesto de hecho en la situación en que se 

encontraba antes de que sus intereses jurídicos hubiesen sido atacados por el 

acto de autoridad que lo obligó a acudir a la justicia constitucional, y en su 

caso, hasta que la respectiva autoridad ajusta su actuación en cuanto atañe el 

propio agraviado, a las correspondientes normas constitucionales y legales, en 

el sentido marcado por la ejecutoria de amparo.31 

Por último y atento a lo establecido anteriormente, considero que el 

artículo 107, fracción XVI último párrafo, representa un error grave en nuestro 

"C.F.R. Bazdresch Luis. Eljuicio de amparo. Y. Edición. Móxico. Trillas S.Á de C.V .. 1990. pago 340 

68 



sistema juridico mexicano, en virtud de que permite que la ejecución de una 

sentencia de amparo, así como un incidente de inejecución se archiven sin que 

queden debidamente cumplidos conforme al procedimiento previsto en la ley de 

amparo, en virtud de que existe la posibilidad de que se aplique la figura de la 

inactividad procesal que de conformidad con el articulo 113 operará en el 

término de trescientos días naturales sin que haya impulso. procesal. 

4.3 PROHIBICIÓN DE ARCHIVAR EXPEDIENTES SIN CUMPLIMIENTO A lA 

SENTENCIA DE AMPARO (PRIMER PÁRRAFO DEL ARTíCULO 113 DE lA 

lEY DE AMPARO). 

El fundamento legal de la prohibición de archivar expedientes sin antes 

haberse cumplimentado la sentencia de amparo se encuentra en el primer 

párrafo del artículo 113 de la Ley de Amparo que a la letra dice: 

"No podrá archivarse ningún juicio de amparo sin que quede enteramente 

cumplida la sentencia en que se haya concedido al agraviado la protección 

constitucional, o apareciere que ya no hay materia para la ejecución. El 

Ministerio Público cuidará del cumplimiento de esta disposición" 

"Cuando la sentencia que concede el amparo, dictada por un Juzgado de 

Distrito, causa ejecutoria por no haber sido recurrida, o es confirmada por la que 

pronuncie en la respectiva revisión el Tribunal Colegiado de Circuito o en su 

caso la Suprema Corte de Justicia, el juzgado del conocimiento debe 

comunicarla sin ninguna demora y sin necesidad de promoción de alguna de 

las partes, a la autoridad responsable, a fin de que se proceda a cumplirla, y al 

mismo tiempo le prevendrá que informe al juzgado sobre el acuerdo o la 

resolución que dicte para tal cumplimiento. 

Si el caso fuese urgente y el quejoso estuviera resintiendo perjuicios 

notorios, como generalmente sucede cuando se trata de la restricción de la 

libertad individual, el juzgado de distrito puede dirigirse a la autoridad 

responsable por la vía telegráfica, para ordenarle el cumplimiento de la 

ejecutoria, pero en todo caso debe comunicársele también por oficio formal. 

Si la ejecutoria de amparo no queda cumplida dentro de las veinticuatro 

horas siguientes a la de su notificación a la autoridad responsable, cuando su 
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cumplimiento pueda ser inmediato cumplimiento, o en su caso contrario el fallo 

protector no esté ya en vias de ejecución, el tribunal del conocimiento, 

oficiosamente o a instancia de cualquiera de las partes debe dirigirse al superior 

inmediato de dicha autoridad responsable, para que la obligue a cumplir la 

sentencia sin demora; si la autoridad responsable no tiene superior tal 

requerimiento se le hará a ella misma directamente, y si el superior inmediato 

de la autoridad responsable no atiende al referido requerimiento y tiene a su vez 

un superior, este también será requerido en los términos indicados. 

Si a pesar de los requerimientos referidos la autoridad responsable no 

cumple la ejecutoria, el tribunal del conocimiento debe remitir el expediente 

original a la Suprema corte de Justicia, para los efectos de la fracción XVI del 

articulo 107 constitucional, que manda que si después de concedido el amparo, 

la autoridad responsable trata de eludir la sentencia protectora, será 

inmediatamente separada de su cargo y consignada, ante el juez de distrito que 

corresponda; pero dicho tribunal de conocimiento debe quedarse con copia 

certificada de la ejecutoria y de las constancias que fueren necesarias, para 

procurar su debido cumplimiento mediante las ordenes adecuadas, si tales 

ordenes no fueren obedecidas, el propio tribunal debe comisionar a un 

secretario o a un actuario de su dependencia para .que dé cumplimiento material 

a la ejecutoria, cuando lo permita la naturaleza del acto de que se trate, y si 

fuere necesario, el mismo juez de distrito se constituirá en el lugar pertinente, 

para ejecutar personalmente la sentencia para lo cual podrá solicitar el auxilio 

de la fuerza pública. 

Cuando la ejecución del fallo protector requiera que la autoridad 

responsable dicte una nueva resolución en el asunto en que se produjo el acto 

reclamado, o por cualquiera otra circunstancia, dicha ejecución únicamente 

pueda ser realizada por la autoridad responsable, será necesario esperar la 

decisión que la Suprema Corte de Justicia tome en vista de! expediente que le 

haya sido remitido. 

Cuando por efecto de la ejecutoria debe restituirse al quejoso en su 

libertad personal y la autoridad responsable no la cumpliere a más tardar dentro 

de tres dlas, el juez de amparo mandará poner en libertad a dicho quejoso, por 

70 



orden dirigida directamente al director, alcalde o encargado de la penitenciaría, 

cárcel o separo en que materialmente se encuentre, quienes están 

personalmente obligados a cumplir tal orden. 

Los superiores jerárquicos de las autoridades responsable incurrirán en 

responsabilidad, en los mismos términos que dichas autoridades, cuando no 

acaten debidamente los requerimiento que se les dirijan para que hagan cumplir 

las ejecutorias, lb que significa que incurrirán también en la separación del 

cargo que establece la fracción XVI del artículo 107 constitucional. 

Si la autoridad responsable que incurra en falta del cumplimiento de una 

ejecutoria de amparo, gozare de fuero constitucional, la Suprema Corte de 

justicia, después de declarar que debe aplicársele la fracción XVI, del referido 

artículo constitucional, con la documentación adecuada solicitará directamente 

de la cámara del Congreso Federal o del Congreso Estatal que corresponda, el 

desafuero de dicha autoridad, para la efectividad de la separación de su cargo y 

su consiguiente consignación al Ministerio Público. 

Si en vista del informe que le rinda la autoridad responsable ya por la 

prevención que debe hacerle al comunicarle que la sentencia protectora ha 

causado ejecutoria, ya como resultado del posterior o de los posteriores 

requerimiento formales que le haga para exigir el cumplimiento de dicha 

sentencia, el juez de distrito declara que el fallo de amparo ha quedado 

cumplido, la parte que no estuviere conforme con tal declaración tiene derecho 

a que el expediente sea remitido a la Suprema Corte de Justicia, para que ese 

alto tribunal revise esa declaración y en su caso provea lo pertinente; pero el 

interesado debe formular su petición dentro de los cinco días siguientes al en 

que sea notificado de la referida declaración. 

Cuando el fallo constitucional ha sido dictado por una sala de la Suprema 

Corte de Justicia (en su facultad de atracción), o por un Tribunal Colegiado de 

Circuito, en un amparo directo, la sala o el tribunal que lo pronunció debe remitir 

testimonio de dicho fallo directamente a la autoridad responsable, con la 

prevención de que lo cumpla e informe sobre el particular, y si dentro de las 

veinticuatro horas siguientes al recibo de ese testimonio, el fallo no quedase 

cumplido. la Sala de la Suprema Corte de Justicia o el Tribunal Colegiado de 
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Circuito que haya pronunciado el fallo de protección, procederé de la misma 

manera que ya queda relatada respecto de las sentencias ejecutoriadas de los 

juzgados de distrito, pero si tiene que llegarse a la ejecución directa, la sala la 

encomendará al juez de distrito que corresponda. 

Si después de cumplida la ejecutoria de amparo, la autoridad 

responsable repitiese el acto concreto que fue materia de la protección 

constitucional, la persona que obtuvo dicha protección puede denunciar la 

repetición ante el tribunal que dictó la ejecutoria; ese tribunal debe dar vista con 

la denuncia a la autoridad responsable de quien se trate, así como a los 

terceros perjudicados, por el término de cinco días, para que expongan lo que 

estimen pertinente, y dentro de los quince días siguientes pronunciará la 

resolución que proceda; si esa resolución decide que si existe la repetición del 

acto reclamado, el mismo tribunal remitirá inmediatamente el expediente a la 

Suprema Corte de Justicia, y si decidiese que no hay prueba de la repetición 

denunciada, entonces el agraviado podré pedir, dentro del término de cinco 

días, que el asunto sea elevado al conocimiento de la Suprema Corte de 

Justicia; dicha Suprema Corte resolverá en ambos casos lo que estime 

procedente. 

Si en vista de las constancias de los expedientes que en los casos en 

que el tribunal que haya conocido de la respectiva reclamación; la Suprema 

Corte de Justicia encuentra que efectivamente la ejecutoria protectora no ha 

sido cumplida como deba serlo, o que la autoridad responsable ha repetido el 

acto reclamado, debe disponer que dicha autoridad sea inmediatamente 

separada de su cargo, y la consignará al Ministerio Público para el ejercicio de 

la correspondiente acción penal que es lo que para esos casos dispone el 

párrafo segundo del artículo 108, en consonancia con la fracción XVI del 

artículo 107 constitucional, que comprende tanto la repetición del acto 

reclamado, como el propósito de eludir la sentencia del tribunal de amparo, 

propósito que obviamente se manifiesta con la falta material del cumplimiento 

de dicha sentencia. 

La resolución de la Suprema Corte de Justicia que manda separar de su 

cargo a la autoridad responsable, por cualquiera de los motivos indicados, se 
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ejecuta mediante su comunicación a la autoridad superior que haya expedido el 

nombramiento de dicha responsable, a fin de que ese superior ordene el cese 

correspondiente y haga el nuevo nombramiento que proceda. Si dicho superior 

se abstiene de decretar el inmediato cese de la persona que como autoridad 

responsable incurrió en la desobediencia de la ejecutoria de amparo, 

simplemente deberá ser procesado por su propia desobediencia a la respectiva 

orden de la suprema corte de justicia, pues el sistema de la constitución y de la 

ley de Amparo no previene nada sobre ese particular, que en consecuencia 

queda sometido a la legislación ordinaria de! fuero federal. Por la gravedad que 

entraña la orden de cese inmediato prevenida en la fracción XVI del artículo 107 

de la Constitución, la Suprema Corte de Justicia ha sido sumamente astringente 

en aplicar tal precepto. 

la autoridad responsable que eludió el cumplimiento de un fallo de la 

justicia constitucional, o que repitió el acto concreto que fue materia de 

protección, debe ser consignada al juez de distrito, que corresponda, pues así 

lo previene la fracción XVI del articulo 107 de la Constitución; tal consignación 

debe realizarse a través del Ministerio Público, que es a quien en todo caso 

incumbe el ejercicio de la acción penal, según el artículo 21 también de la 

Constitución, en consonancia con el cual lo dispone así la parte final del articulo 

108 de la ley de Amparo; y la propia consignación conduce al enjuiciamiento de 

la citada autoridad responsable por su desobediencia. 

El artículo 113 de la ley de Amparo citado con antelación, manda que no 

se archive ningún juicio de amparo, sin que quede enteramente cumplida la 

sentencia que haya concedido al agraviado la protección constitucional, o 

apareciere que ya no hay materia para la ejecución, y encomienda al Ministerio 

Público cuidar el cumplimiento de esa disposición. Dicho precepto es 

enteramente acorde con la importancia de los fallos de amparo, puesto que 

tienden al restablecimiento del orden jurídico constitucional, en el que el interés 

social es teóricamente mayor que el de la persona agraviada con el acto de la 

autoridad que arbitrariamente vulnera las garantías constitucionales. 

En la nueva resolución que la autoridad responsable debe dictar para 

cumplir una ejecutoria de amparo, pueden presentarse los siguientes casos; 
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a) El fallo del tribunal constitucional no es acatado en toda su extensión, 

explicita o implícita; entonces existe un defecto de ejecución, que el 

interesado puede corregir mediante la queja que establecen las fracciones 

IV y IX del artículo 95, de la Ley de Amparo, y no con una nueva demanda 

de garantías, puesto que la violación' respectiva ha sido ya definida y 

juzgada; 

b) La nueva resolución da a la sentencia de amparo mayor significación o 

alcance del que le corresponde, de acuerdo con sus consideraciones y sus 

disposiciones; entonces se produce un exceso de ejecución, y el afectado, 

que puede ser cualquiera de las partes en el juicio de amparo o algún 

tercero con interés jurídico adecuado, puede también corregir tal exceso 

mediante la queja a que se refieren las mismas fracciones IV y IX del 

artículo 95 citado; 

c) Si en los dos casos anteriores la autoridad responsable desacata el fallo de 

la queja, incurrirán en incumplimiento de la sentencia protectora, puesto que 

debe entenderse que dicho fa!lo de la queja forma parte de la ejecutoria de 

amparo, ya que define su significación y alcance, y tal incumplimiento 

motivará la aplicación de los artículos 105, 106 Y 111, de [a ley de la materia, 

según las circunstancias de cada caso; 

d) La autoridad responsable repite el sentido de su anterior resolución que fue 

materia del amparo, pero apoya la nueva en constancias posteriores a esa 

primera resolución, o aún anteriores a la misma, pero esencialmente 

distintas de las que la motivaron, o con fundamento en preceptos legales 

diferentes de Jos aplicados en la propia resolución que fue materia del 

amparo; en esos casos se da la aplicación de motivos o de dispositivos 

legales que no fue, ni pudo ser, juzgada en la sentencia protectora, lo que 

significa que la violación de garantías que puede implicar dicha nueva 

resolución, debe. reclamarse, previa la satisfacción de los requisitos 

pertinentes, mediante una nueva demanda de amparo; 

e) La autoridad responsable apoya [a repetición de su anterior resolución 

materia del amparo, en argumentos que formalmente difieren, en mas o en 

menos, de los que expuso en dicha resolución anterior, pero que en 
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substancia si coinciden; así incurre en la previsión del artículo 108 de la Ley 

de amparo, conforme a la cual la repetición motiva, previos los tramites ahí 

establecidos, que la Corte mande separar a dicha autoridad responsable de 

.sJ.J cargo y la consigne al Ministerio Público, para que ejercite la acción penal 

que corresponda por su desobediencia y por cualquier otro delito que 

resulte, según previene el articulo 208; ademas, en tal caso la ejecutoria 

debe ser cumplida directamente por el tribunal de garantías, cuando fuere 

posible, de acuerdo con el artículo 111; 

f) A consecuencia del puntual cumplimiento del fallo protector, la autoridad 

responsable examina y decide en su nueva resolución, un punto particular 

que no había tratado en la anterior que fue materia del amparo; por ejemplo: 

decide sobre una excepción que no había estudiado, puesto que había 

resuelto que la acción era improcedente o no había sido probada; entonces 

la violación de garantía que pueda implicar el tratamiento de ese otro punto, 

debe ser reclamada, previa la satisfacción de los requisitos pertinentes, en 

una nueva demanda de amparo, puesto que el fallo protector no la 

comprendió ni pudo comprenderla; 

g) En su nueva resolución la autoridad responsable incurre en exceso o 

defecto del cumplimiento de la sentencia constitucional, y además 

simultáneamente trata y decide ilegalmente una cuestión ajena a la que 

dicha sentencia examinó, por ejemplo: la nueva resolución, por una parte, 

afirma que la prueba documental del actor que el fallo protector le manda 

tomar en consideración, tiene pleno valor, de acuerdo con las estimaciones 

de esa misma prueba que atribuye a dicho fallo, y por la otra, entra a 

estudiar la excepción de prescripción, de la que no se ocupo la sentencia 

que fue materia del amparo, pero con un cómputo equivocado del término 

relativo, decide que dicha prescripción no está consumada, y sin más, 

condena al demandado; éste, el demandado, considera que la nueva 

resolución de la autoridad responsable lo agravia, primeramente, por el 

efecto excesivo que da al fallo protector, que en ninguna de sus partes 

analizó ni definió el valor de la prueba documental, sino que se limitó a 

relatarla más o menos extensamente y a disponer que la autoridad 
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responsable la apreciara con arreglo a la ley, y en segundo término, porque 

el cómputo del término de la prescripción es ilegal, por erróneo; en tal caso, 

técnicamente el agraviado podría acudir a la queja, para corregir el indicado 

exceso en el cumplimiento del fallo protector en lo que atañe al valor de la 

nueva documental, y simultáneamente a un nueva demanda de amparo, 

para impugnar la decisión sobre la excepción, que la primera sentencia de la 

autoridad responsable no había comprendido; sin embargo, esa nueva 

demanda de amparo está sujeta a los requisitos legales de procedencia, y 

por lo tanto, si atendemos a que jurídicamente es posible que la queja por el 

exceso resulta fundada y por tal motivo la autoridad responsable, en la 

nueva sentencia que debe dictar, decida con un criterio propio que la 

aludida prueba documental del actor ,es insuficiente para demostrar la 

acción y por consiguiente se abstenga de examinar la excepción de 

prescripción, con lo cual quedaría insubsistente su desestimación en la 

sentencia que en parte fue materia de la queja, debemos convenir en que 

tal posibilidad conduce a concluir que la nueva demanda para impugnar la 

decisión sobre dicha excepción, sólo procederá hasta que aparezca que la 

propia decisión subsiste a pesar del cumplimiento de la ejecutoria de 

amparo en el sentido definido por el fallo de la queja, puesto que dicha queja 

es un recurso que puede traducirse, aunque indirectamente, en la 

revocación- de la decisión referente a la excepción, que sería la materia de 

esa nueva demanda de amparo. 

Por otro lado en el juicio de amparo existe una excepción del principio 

jurídico en que determina [os efectos de la cosa juzgada; en todo procedimiento 

judicial es regla constante que la sentencia obliga única y exclusivamente a las 

partes que litigaron, en cambio, la ejecutoria recarda en un juicio de amparo 

surte además sus efectos, primero, contra todas las autoridades que por 

cualquiera causa hayan tenido intervención en la ejecución del acto reclamado, 

asi como contra las que por cualquier motivo tengan que intervenir en la 

ejecución del fal10 protector, aunque no hayan litigado, y segundo, contra todo 

tercero que tampoco haya litigado, pero que tenga en su poder la cosa o haya 

adquirido el derecho que el quejoso deba recuperar por la protección que le 
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concedió un tribunal de garantías. Ambos extremos han sido definidos, aunque 

con ciertas vacilaciones, en la jurisprudencia de la Suprema Corte de justicia, 

por la interpretación, liberal y extensiva, de los términos del artículo 80 de la Ley 

de amparo, que es el precepto del derecho positivo que determina los efectos 

del fallo protector; las decisiones respectivas contribuyen a la eficiencia 

práctica de nuestro control constitucional de la actuación de los órganos del 

Poder Público y a la efectividad material de los derechos del hombre, y aunque 

en cierto modo son contrarios a la ortodoxia jurídica, las justifica ampliamente el 

interés público que reviste la necesidad de que las finalidades y los propósitos 

de la institución del juicio de amparo, se alcancen perfectamente, a pesar de 

cualquier obstáculo que se les pueda oponer a pretexto de derechos de tercero. 

La referida interpretación extensiva del artículo 80 de la Ley de amparo 

encuentra su más amplia justificación en el análisis de las situaciones de hecho 

que se pueden presentar en la ejecución de una sentencia de amparo: 

De esta forma la autoridad responsable, tanto ordenadora como ejecutora, 

puede aducir, para abstenerse de dar cumplimiento a la ejecutoria 

constitucional, que ya dejó de intervenir en el asunto, porque pasó al 

conocimiento de otra autoridad distinta, y ésta puede alegar que, como no fue 

citada ni intervino en el amparo, no la obliga dicha ejecutoria y sus facultades 

están expedidas para actuar como estime pertinente; si la acción de la justicia 

constitucional se detuviera ante semejante situación de hecho y semejante 

argumento, el agraviado se vería obligado a interponer un nuevo juicio de 

amparo contra la autoridad que nuevamente interviene en el asunto, o sea 

repetir la reclamación de su derecho en un nuevo procedimiento, con la 

inevitable dilación y aun nueva erogación de gastos, y con la desesperante 

perspectiva de que, cuando llegue a obtener una nueva sentencia protectora, 

entonces el asunto habrá pasado a manos de otra tercera autoridad, y así se 

repetiría en ciclo interminable la imposibilidad técnica para el restablecimiento 

de las cosas al esto que guardaban antes de la violación. 

Para evitar la referida situación la jurisprudencia ha decidido, como antes se 

expresó, que las ejecutorias de amparo obligan a todas las autoridades que 

deban tener alguna intervención en la ejecución del fano protector, así como a 
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todo tercero que tenga en su poder la cosa objeto del acto reclamado; esa 

decisión se ajusta concretamente al sentido y a la teleología de nuestro sistema 

constitucional para proteger los derechos del hombre, que por la razón del 

propósito mismo de su instinto, debe concluir con la restitución del agraviado en 

el uso de su garantía violada, con la consiguiente reposición de las cosas al 

estado que guardaban antes de la violación y ese resultado debe ser su objetivo 

material, a fin de que el restablecimiento del orden jurídico constitucional que 

debe producir el faIJo protector, se realice de hecho, positivamente, de manera 

tal que el agraviado quede exactamente en la misma situación en que se 

encontraba antes de que le fuese violada su garantía o se viese privado 

inconstitucionalmente de su propiedad, de su posesión o de su derecho.,,32 

En cuanto a las autoridades que no intervinieron en el juicio de amparo 

pero que se encuentran obligadas a dar el cumplimiento referido, por ser actos 

de su conocimiento, o bien tengan en su poder [a documentación necesaria 

para restituir al quejoso en sus garantías individuales vulneradas por el acto de 

autoridad, tienen la obligación de dar cumplimiento a la sentencia de amparo, 

tal y como la tienen las autoridades que fueron señaladas como responsables 

en el juicio En tal aspecto es aplicable la siguiente tesis jurisprudencial; 

"SENTENCIAS DE AMPARO. ESTÁN OBLIGADAS A SU 

CUMPLIMIENTO. TODAS LAS AUTORIDADES QUE DEBAN INTERVENIR 

EN SU EJECUCIÓN, AUN CUANDO NO HAYAN INTERVENIDO EN EL 

AMPARO.- El hecho de que alguna autoridad no haya sido señalada como 

parte en el juicio de amparo, no implica que no esté obligada a cumplir con el 

falio protector, por el contrario, a su cumplimiento se obligan todas aquellas 

f!utoridades que por razón de sus funciones deban intervenir en su ejecución".33 

Adicionado a lo anterior se encuentran las autoridades que son el 

superior jerárquico de la autoridad responsable que está obligada a que se 

Jl Bazdresch Luis. Eljui~io de amparo. 6'. Edición. México. Trillas S.A de C.V .. 2000. pago 316, 317, 318 
a324y326. 

J) Semanario Judicial de la Federación. Tomo: XV.I!, febrero de 1995. Página:554 
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cumpla con la ejecutoria y como sustento de lo anterior se encuentra la 

siguiente tesis que a la letra dice: 

"INEJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE AMPARO. EL SUPERIOR 

JERÁRQUICO DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, A QUIEN SE 

REQUIERE SU INTERVENCiÓN CUANDO EL INFERIOR NO CUMPLE, DEBE 

UTILIZAR TODOS LOS MEDIOS A SU ALCANCE PARA CONSEGUIRLO, 

ENCONTRÁNDOSE SUJETO A QUE, DE NO HACERLO, SEA SEPARADO 

DE SU CARGO Y CONSIGNADO ANTE UN JUEZ DE DISTRITO. Confonne a 

lo dispuesto en la fracción XVI del arlículo 107 de la Constitución, y en el 

capítulo relativo a la ejecución de las sentencias de la Ley de Amparo, existe un 

sistema riguroso que debe seguirse cuando se otorga la protección 

constitucional al quejoso, conforme al cual no sólo se encuentra vinculada al 

cumplimiento de la sentencia la auton·dad directamente responsable, sino 

todas las autoridades que lleguen a estar relacionadas con ese 

acatamiento y también, y de modo fundamental, los superiores jerárquicos 

de ellas. Esta vinculación no sólo se sigue del requerimiento que debe hacerle 

el Juez de Distrito cuando la autoridad directamente responsable no cumple con 

la sentencia, sino de la clara prevención del artículo 107 de la Ley de Amparo, 

de que "las autoridades requeridas como superiores jerárquicos incurren en 

responsabifidad, por falta de cumplimiento de las ejecutorias, en los mismos 

ténninos que las autoridades contra cuyos actos se hubiese concedido el 

amparo". De esta disposición se sigue que el requerimiento al superior 

jerárquico no puede tener como fin que el mismo se entere de que uno de sus 

subordinados no cumple con una sentencia de amparo y, cuando mucho, le 

envíe una comunicación en la que le pida que obedezca el fallo federal. El 

requerimiento de que se trata tiene el efecto de vincular a tal grado al superior 

que si la sentencia no se cumple, también procederá aplicar a éste la fracción 

XVI del artículo 107 de la Constitución, y 105 Y 107 de la Ley de Amparo, a 

saber, separarlo de su cargo y consignarlo ante un Juez de Distrito. De ahí que 

ante un requerimiento de esa naturaleza, el superior jerárquico deba hacer uso 

de todos los medios a su alcance, incluso las prevenciones y sanciones que 

conforme a las disposiciones aplicables puede formular e imponer, 
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respectivamente, para conseguir ese cumplimiento lo que, además, deberá 

hacer del conocimiento del Juez. Es obvio, por otra parte, que si el subordinado 

se resiste a cumplir con la sentencia fa deberá cumplir directamente el superior, 

independientemente de fas sanciones que le pudiera imponer': 34 

De esta manera, atendiendo a la necesidad e interés de la sociedad en la 

restitución de los agraviados en el goce de las garantías individuales violadas, 

el cumplimiento de las sentencias no puede dilatarse, omitirse o aplazarse. 

Por estos motivos es que en la fase de ejecución de las sentencias de garantías 

dependiendo de las circunstancias especiales de cada caso, para evitar que las 

partes queden en estado de indefensión, existen diversos medios de defensa 

que pueden interponer o promover con objeto de alcanzar el eficaz y cabal 

cumplimiento de la dicha ejecutoria de amparo, así como la observancia de las 

reglas procesales establecidas para tal efecto; medios de defensa como los 

recursos de queja (exceso y defecto), los incidentes de inejecución, repetición 

del acto reclamado, inconformidad y aquellos que atienden a las diversas 

circunstancias especiales de cada caso concreto (innominados). 

Además para alcanzar el eficaz cumplimiento de las ejecutorias de amparo la 

ley de la materia otorga la facultad de [a autoridad que conoció del juicio, para 

que dicte Li ordene todo lo necesario para allanar los obstáculos que pudieran 

entorpecer ese cumplimiento, de lo que se deduce que está implícita la facultad 

consistente en requerir a todas aquellas autoridades que de alguna fOnTIa se 

encuentren vinculadas con dicho objetivo y si a pesar de haber agotado todos 

los medios existentes la autoridad es renuente en el cumplimiento de la 

sentencia de amparo, se enviarán los autos a [a Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, para que sea ésta quien' califique en última instancia la conducta de 

[a autoridad renuente como ya ha quedado descrito en párrafos anteriores. 

Cobra aplicación, en lo conducente, la tesis jurisprudencial número 9/2001, 

sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

"CUMPLIMIENTO DE EJECUTORIAS DE AMPARO. PRINCIPIOS QUE 

HA ESTABLlCIDO LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION EN 

34 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XII, Noviembre de 2000 Págilla: 5 
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RELACIÓN CON LOS TÁMITES, DETERMINACIONES y MEDIOS 

PROCEDENTES DE DEFENSA. Del contenido de las jurisprudencias y tesis 

aisladas que la Suprema Corte de Justicia de fa Nación ha establecido con 

relación al sistema legal sobre el cumplimiento de las sentencias de amparo, 

derivan los siguientes principios: 1. Cuando causa ejecutoria una sentencias 

de amparo la autoridad judicial correspondiente debe vigilar su 

cumplimiento, sin que pueda acordar el archivo del expediente mientras 

aquel no ocurra. 2. En tanto no se cumpla con la sentencia de amparo debe 

requerir a la autoridad o autoridades responsables a fin de que realicen fas 

actos necesarios para ello. 3. Si no se logra el cumplimiento tendrá que acudir 

al superior o superiores a fin de que intervengan para lograrlo. 4. Si no se 

consigue, de oficio o a instancia de parle, deberá abrir el incidente de 

inejecución de sentencia, acordando que, en virlud de no haberse cumplido con 

la sentencia que otorgó la protección constitucional, se remita el asunto a la 

Suprema corle, para los efectos previstos en la fracción XVI del arlículo 107 de 

la Constitución Federal, a saber que cese en sus funciones a la autoridad 

contumaz y se le consigne penalmente ante el Juez de Distrito que 

corresponda. 5. Si durante el trámite ante la Suprema Corle de Justicia de la 

Nación, la responsable demuestra el cumplimiento, se declarará sin materia el 

incidente. 6. Si la responsable no demuestra haber cumplido, el Pleno del más 

Alto Tribunal emitirá resolución en fénninos de lo dispuesto en la fracción XVI 

del articulo 107 constitucional, en relación con el funcionario o funcionarios que 

desacataron la sentencia de amparo. 7. En la hipótesis de que ante una 

sentencia ejecutoria que otorgó el amparo y, en -su caso, ante las gestiones de 

la autoridad judicial federal correspondiente, para lograr su cumplimiento, la 

autoridad o autoridades responsables comuniquen que acataron la sentencia, el 

Juez de Distrito, el Magistrado de Circuito, según corresponda, deberá dictar un 

acuerelo dando vista al quejoso con ese infonne, apercibiéndolo de que, de no 

desahogarlo dentro de un detenninado plazo, se resolverá si se dio o no el 

cumplimiento al fallo protector, con apoyo en el referido infonne y con los 

demás elementos con los que 'se cuente. 8. Vencido el plazo otorgado en el 

supuesto de que no se haya desahogado la vista, el Juez de Distrito, el Tribunal 
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Unitario de Circuito o el Tribunal Colegiado de Circuito, dictarán un acuerdo, 

debidamente fundado y motivado, en el que decidan si la sentencia de amparo 

fue cumplida o no. 9. En el Caso de que la determinación sea en el sentido de 

que. no se ha cumplido la sentencia, remitirán el asunto a la Suprema Corte, 

siguiéndose las reglas previstas en fas puntos 4 a 6 anteriores. 10. Por el 

contrario, si resuelven que la sentencia de amparo se cumplió, deberán ordenar 

la notificación personal al quejoso del acuerdo respectivo, a fin de que esté en 

aptitud de hacer valer el medio de defensa procedente. 11. Para efectos del 

inciso 8 el juzgador de amparo se limitará, exclusivamente, a verificar si se 

cumplió o no la ejecutoria (inclusive si sólo fue el núcleo esencial del amparo), 

cotejando dicha ejecutoria con el acto de la responsable pero absteniéndose de 

hacer pronunciamiento sobre cualquiera otra cuestión ajena. 12. ante la 

determinación del Juez de Distrito, del Tribunal Unitario de Circuito o del 

Tribunal Colegiado de Circuito, correspondientes, podrán presentarse para el 

quejoso cuatro diferentes situaciones, respecto de las cuales estará en aptitud 

de hacer valer diferentes medios de defensa, en caso de que no esté de 

acuerdo con el pronunciamiento de cumplimiento: A. Que estime que no se dio 

absoluto el cumplimiento, en cuyo caso procederá /a inconformidad prevista en 

el artículo 105 de la Ley de Amparo, la que se interpondrá ante /a Suprema 

Corte de Justicia, impugnándose, obviamente, el acuerdo del Juez o del tribunal 

que tuvo por cumplida la sentencia; B, Que considere que si bien se dio el 

cumplimiento, éste fue con exceso o defecto, procediendo el recurso de queja 

ante la autoridad jurisdiccional correspondiente; C. Que estime que habiéndose 

otorgado el amparo para efectos, que dejó plenitud de jurisdicción al órgano 

jurisdiccional responsable o dejó a la autoridad administrativa responsable en 

aptitud de emitir una nueva resolución, subsanando las irregularidades 

procesales o formales que dieron lugar a la protección constitucional, al emitirse 

la nueva resorución se trató de un acto nuevo, procederá, en relaci6n con lo 

que resurta ajeno a la sentencia cumplimentada; D. Que llegue a la conclusión 

de que no obstante que se dio el cumplimiento, formalmente, al emitirse una 

nueva resolución ésa fue esencia/mente idéntica al acto reclamado en el juicio 

de amparo en el que se pronunció la sentencia que se pretendió cumplimentar, 
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en este supuesto podrá promover el incidente de repetición del acto reclamado. 

13. Si fa que se interpone es fa inconformidad y ésta resulta procedente se 

estará en las mismas condiciones especificadas en los puntos 5 y 6 

mencionados. 14. Si después de haber causado ejecutoria una sentencia que 

concede el amparo e incluso, después de haberse cumplido, el quejoso estima 

que las autoridades responsables realizaron un nuevo acto en el que incurrieron 

en repetición del- acto reclamado, procederá plantear ante el órgano 

jurisdicc;ional competente que corresponda el incidente respectivo, siguiéndose 

idéntico trámite a/ señalado en los puntos 4 a 6 anteriores, relativos al incidente 

de inejecución de sentencia". 35 

Finalmente, no obstante lo establecido por [a Constitución General de la 

República en su artículo 107, fracción XVI, último párrafo, tenemos mú[tiples de 

doctrinas, jurisprudencias emitidas por e[ más alto tribunal de la federación asi 

como diversos razonamientos lógicos de los que se infiere la imposibilidad de 

archivar un expediente en el cual se concedió e[ amparo y [a protección de la 

justicia federal a un gobernado, en virtud de que atenta en contra de los 

principios fundamentales del juicio amparo en nuestro sistema de derecho, así 

como al bienestar de la sociedad, pues de que valdría aplicar [a ley de manera 

estricta durante e[ tramite del juicio de amparo, si finalmente llegando e[ 

momento de requerir el cumplimiento del fallo protector, sea dable la 

declaración de caducidad por [a presunción de desinterés del quejoso. 

Sustentando [o anterior las siguientes de tesis jurisprudenciales: 

"SENTENCIA DE AMPARO. INCIDENTE DE INEJECUCION DE LA. 

NO PROCEDE DECRETAR LA CADUCIDAD PROCESAL EN EL. Las 

ejecutorias que conceden la protección federal al quejoso consignan una 

situación violatoria de. las garantías individua/es, pues declaran que los actos 

reclamados han vulnerado el orden constitucional, y desde este punto de vista 

son de orden público e imprescriptibles, pudiéndose exigir su cumplimiento en 

cualquier tiempo. Por ende, sería en contra de la naturaleza de dichas 

ejecutorias decretar la caducidad en un procedimiento de ejecución de 

35 Semanario Judicial de la Federación. Tomo: XVI, Octubre de 2001 Página: 376. 
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sentencia de amparo; por otra parte, el articulo 74, fracción V, de la ley de la 

materia, regula la figura de la caducidad en el juicio de garantías y sólo previene 

la posibilidad de que dicha sanción opere durante la tramitación del 

procedimiento, sea en primera o única instancia, o en revisión, no siendo el 

caso de aplicar supletoriamente las disposiciones del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, porque la caducidad en materia de amparo ya se 

encuentra completamente prevista por el mencionado articulo 74, fracción V, de 

la ley que rige el juicio constitucional." 36 

"AMPARO, EJECUTORIAS DE. SU CUMPLIMIENTO DEBE SER 

INMEDIATO. Los artículos 104,105, 106 Y 107 de la Ley de Amparo, que se 

refieren a la ejecución de las sentencias dictadas en los juicios de garantías, no 

prevén ningún caso de excepción. Por e/ contrario, se advierte que el espínlu de 

estas disposiciones lega/es, es el de que las ejecutorias de amparo deben ser 

cumplimentadas sin demora por las autoridades responsables, pues el 

restablecimiento de la garantla o garantías violadas, mediante la ejecución de la 

sentencia de amparo, es una cuestión legal de orden público, que no puede ser 

aplazada o condicionada a procedimientos ordinarios; estimarlo de otra fonna 

es contrario a los fines del juicio de garantlas y altera la jerarquía de las nonnas 

jurídicas': 37 

4.4. CONTENIDO DE LA REFORMA DEL ARTíCULO 113 DE LA LEY DE 

AMPARO. 

En primer término citaré por considerarlo interesante y necesario en la 

presente investigación, la primera y segunda lectura de dictamen de proyecto 

de reforma en las cuales los legisladores (Cámara de Senadores del H. 

Congreso de la Unión), exponen los motivos y circunstancias que tomaron en 

consideración para la adición del segundo y tercer párrafo del articulo 113 de la 

ley de amparo siendo el texto de la siguiente forma: 

36 Semanario Judicial de la Federación. Tomo: V, Primera Parte, Enero a Junio de 1990. 
Página: 95 
37 Semanario Judicial de la Fedcración y su GaCeta. Torno: m, Marzo de 1996.Página: 883 
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PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LA LEY DE 

AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULaS 103 Y 107 DE LA 

CONSTITUC/ON POLlTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS; Y LA 

LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION 

(Dictamen de primera lectura) 

"A las comisiones unidas de la Cámara de Senadores, citadas al rubro, 

fue tumada para su estudio y dictamen la iniciativa de Decreto por el que se 

reforman la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la 

Constitución Política de los Estados Unídos Mexicanos y la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación. El documento fue enviado por la Dirección 

General de Gobierno de la Secretaría de Gobernación, por instrucciones del C. 

Presidente de la República, con fundamento en lo dispuesto por la fracción I del 

artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Estas comisiones, con las facultades que les confieren los artículos 86, 89, 90, 

94 Y 95 de la Ley Orgánica del Congreso General de fas Estados Unidos 

Mexicanos y los artículos 56, 60, 65, 87, 88, Y 93 del Reglamento para el 

Gobierno 'nterior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 

presentan a la consideración de los integrantes de esta Honorable Cámara, el 

presente dictamen. 

ANTECEDENTES 

En sesión celebrada por la Cámara de Senadores, el día 14 de diciembre de 

2000, la Mesa Directiva dio cuenta al pleno de la iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman la Ley de Amparo, Reglamentaria de los 

artlculos 103 y 107 de la Constitucfón Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

El Presidente de la Mesa Directiva acordó dar el trámite de recibo y ordenó su 

tumo a las comisiones unidas de Justicia y de Estudios Legislativos, Pri-mera, 

para su estudio y elaboración del dictamen correspondiente. 

METODOLOGIA DEL DICTAMEN 
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Las comisiones unidas, se dieron a fa tarea de estudiar la iniciativa a fin de 

considerar su contenido y analizar los fundamentos y motivaciones en que se 

sustenta, y presentó el documento que hoy ponemos a la consideración de la 

Asamblea. El desarrollo del trabajo se llevó a cabo de la forma siguiente: 

a) Conocer el contenido de la iniciativa en todos sus términos; 

b) Valorar la motivación que sustenta las modificaciones materia de la iniciativa 

y analizar el alcance de fas disposiciones nonnativas en ella implícita; 

e) Presentar a los integrantes de las comisiones unidas, en reunión de trabajo 

que en su oporlunidad se llevase a cabo, un proyecto de dictamen para su 

conocimiento, discusión y aprobación, en su caso, con el ánimo de someterlo 

posterionnente a la consideración del pleno de la Cámara de Senadores, para 

los efectos de su discusión general y parlicular. 

Desarrollado el trabajo establecido, es dable manifestar sus resultados en el 

dictamen que en esta ocasión se presenta. Este dictamen contiene un apartado 

denominado "De la valoración de la iniciativa", en el cual se analizan los 

motivos y las consideraciones jurídicas que sostienen la propuesta legislativa; 

posteriormente el dictamen comprende un aparlado al que se le tituló 

"Considerandos", en donde se establecen Jos argumentos que fundan la 

aprobación de la iniciativa que se analiza por parle de las comisiones unidas. 

DE LA VALORACION DE LA INICIATIVA 

Las comisiones unidas que dictaminan valoran fa pretensión del Ejecutivo 

Federal en cuanto a alcanzar un auténtico estado de derecho en el que se 

reconozcan, tutelen y salvaguarden las garantias individua/es, en beneficio de 

los mexicanos. Es así que se hace necesaria la elaboración de normas jurídicas 

eficaces inspiradas en fa justicia y en un esfuerzo concurrente de los órganos 

del Estado para lograrla. 

En tal virlud, es compartido el compromiso que se expresa en la iniciativa por su 

autor, en lo que respecta a garantizar la seguridad jurídica de los ciudadanos 

frente al poder público;'garantizar /a segUridad juridica de los ciudadanos frente 
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a sus simflares, y garantizar el imperio de la ley. De fa misma forma, es 

comparlido el compromiso, incluyendo al Poder Judicial de la Federación, para 

forjar un estado de derecho a fa altura de las exigencias de la sociedad 

mexicana. No debe bastar esfuerzo alguno en el fortalecimiento de la cultura de 

la legalidad, universalizar el respeto a fa ley y a las normas, y garantizar la 

defensa del orden jurídico de nuestro pafs. 

Los poderes de la Unión que participamos en la tarea de proveer un marco 

jurídico que responda a las necesidades de una población cada vez más 

informada y, por ende, más exigente y menos toferante con la ilegalidad, 

estamos cierlos que el respeto al estado de derecho inicia con el 

cumplimiento de las sentencias que emite la autoridad judicial, como lo 

expresa el Presidente de la República en su iniciativa, toda vez que las 

sentencias constituyen la aplicación individualizada de la ley al caso concreto, y 

son obligatorias para los sujetos que en ellas se consideran. 

Estas comisiones reconocen lo que se manifiesta en la iniciativa, respecto a la 

problemática que ha enfrentado el Poder Judicial de la Federación para lograr 

que fas autoridades responsables acaten, en todos sus términos, las sentencias 

que conceden la protección de la justicia federal en favor de los particulares. No 

es desconocido el desprestigio que esto ha ocasionado a fas instituciones 

federales de ímpartíción de justícía, toda vez que los particulares pierden la 

confianza al constatar que no puede concluirse el procedimiento de 

ejecución de una sentencia. Por ello resulta de fa mayor trascendencia 

legislar, a fin de establecer mecanismos jurídicos eficaces tendientes a lograr el 

estricto cumplimiento de las ejecutoriáS de amparo. 

En ese contexto, la iniciativa que estas comisiones analizan pretende 

reglamentar la reforma constitucional a la fracción XVI del artIculo 107 de 

nuestra ley fundamental que el Constituyente Permanente modificó en 

diciembre de 1994, a fin de establecer la posibilidad de que en los casos de 

incumplimiento de las sentencias que conceden el amparo o de la repetición del 

acto reclamado, se cumplan de manera substituta. 
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No obstante, y como atinadamente refiere fa inicialwa, esta reforma a la 

Constitución aún no ha entrado en vigor, toda vez que por disposición del 

régimen transitorio, el inicio de su vigencia quedó sujeta a fa entrada en vigor de 

las modificaciones que el Congreso de fa Unión realizara a fa legislación 

secundaria, esto es, a la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 

107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es la ley suprema de 

fa Nación y de ella derivan y deben ajustarse el resto de los ordena-mientas 

juridicos; en ella se establece que toda ley y todo acto público deben estar 

apegados a la norma constitucional. Es por esta razón que estas comisiones 

unidas obselVan con beneplácito la iniciativa para reglamentar la mencionada 

reforma constitucional y permitir su entrada en vigor, a fin de incluir la figura del 

cumplimiento substituto de fas sentencias de amparo en el texto de la ley 

secundaria. 

Es en ef artículo 105 de la Ley de Amparo donde la iniciativa centra la ubicación 

del supuesto jurídico del cumplimiento substituto de las sentencias de amparo. 

Tal modificación tiene el objeto de establecer este nuevo mecanismo de 

ejecución de sentencias, respetando al pie de la letra los requisitos de 

procedencia que el Constituyente Permanente consignó en el texto 

constitucional en la reforma a fa que estas comisiones unidas han hecho 

referencia. 

El cumplimiento substituto de las sentencias de amparo debe entenderse como 

un mecanismo excepcional, esto es, que sea la máxima instancia judicial del 

país la que decida cuando se trate de una de-terminación de oficio. En estos 

casos, remitirá el expediente al órgano que haya conocido del amparo, para que 

éste tramite de manera incidental el modo o el monto en que la sentencia 

deberá cumplirse de manera substituta. 

Ahora bien, si quien solicite el cumplimiento substituto fuera el quejoso, la 

iniciativa propone que sea la propia autoridad que conoció del julcio quien 

determine, incidentalmente, la procedencia de dicho cumplimiento y, en su 
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caso, el modo o cuantía de la restitución. En tal virtud, el artículo 105 quedaría 

de la manera siguiente: 

"Artículo 105.- ... 

Cuando la naturaleza del acto lo pennita, el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia, una vez que hubiera determinado el incumplimiento o la repetición del 

acto reclamado, podrá disponer de oficio e/ cumplimiento substituto de la 

sentencia de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a fa sociedad o a 

terceros en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera 

obtener el quejoso. 

Una vez que el Pleno determine e/ cumplimiento substituto, remitirá los autos al 

juez de distrito o al tribunal de circuito que haya conocido del amparo, para que 

incidentalmente resuelvan el modo o cuantia de /a restitución. 

Siempre que la naturaleza del acto lo permita, el quejoso podrá solícitar ante e/ 

juez de distrito o tribunal de circuito que haya conocido del amparo, el 

cumplimiento substituto de la ejecutoria, quien resolverá de manera incidental lo 

conducente y, en su caso, el modo o cuantía de la rest/1ucrón. " 

Asimismo, la incitativa que ocupa el estudio de estas comisiones que 

dictaminan, propone fa modificación de la fracción X del artículo 95 de /a Ley de 

Amparo, a fin de posibilitar a fas partes para que impugnen la resolución de la 

autoridad judicial que resuelve el incidente del cumplimiento substituto de la 

sentencia de amparo, a través del recurso de queja. Esto permitirá que en su 

caso, sean revisadas las determinaciones que las partes consideren 

atentatorias de sus intereses jurídicos. El artículo que se propone quedaría de 

la manera siguiente: 

''Artículo 95.- ... 

X. Contra las resoluciones que se dicten en el incidente de cumplimiento 

substituto de las sentencias de amparo a que se refiere el arl{culo 105 de este 

ordenamiento, y 
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Igualmente se plantea adicionar un tercer párrafo al artículo 99 de la Ley de 

Amparo, con el propósito de precisar que los órganos jurisdiccionales ante los 

que se podrá interponer el recurso de queja serán el tribunal colegiado de 

circuito D las Salas de la Su-prema Corie de Justicia, según corresponda. En tal 

viriud el texto que se sugiere es el siguiente: 

"Artículo 99.- En los casos de las fracciones I y Vl del ariículo 95, el recurso de 

queja se interpondrá por escrito directamente ante el tribunal co-legiado de 

circuito que corresponda, acompañando una copia para cada una de las 

autoridades contra quienes se promueva. 

En los casos de cumplimiento subsfftuto de las sentencias de amparo a que se 

refiere la fracción X del ariículo 95, el recurso de queja se interpondrá por 

esenIo, directamente ante el tnbunal colegiado de circU/10 o ante la Sala de fa 

Suprema Corte de Justicia, según corresponda, acompañando una copia para 

cada una de las autoridades contra quienes se promueva y para cada una de 

las partes en eljuicio. 

Por último, de proceder la reforma a la Ley de Amparo, se hace necesaria la 

modificación al texto de a la fracción IV del artículo 21 de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de fa Federación, con objeto de facultar expresamente -a las 

Salas de la Suprema Corte de Justicia, para que ~esuelvan el recurso de queja 

interpuesto ,contra la resolución del tribunal colegiado en el incidente de 

cumplimiento substituto de las senlencfas de amparo, por lo que sugiere la 

redacción siguiente: 

''Artículo 21.- ... 

IV. Del recurso de queja interpuesto en los casos a que se refieren las 

fracciones V, VII, VfII, IX y X del articulo 95 de la Ley de Amparo, siempre que 

el conocimiento del amparo en que la queja se haga valer sea competencia de 

una de las Salas, directamente o en revisión, en los ténninos del artículo 99, 

párrafos segundo y tercero, de la misma ley; 
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Analizados como han quedado los motivos y razonamientos contenidos en la 

iniciativa y conforme a la metodología establecida por estas comisiones unidas, 

resulta pertinente ocurrir al aparlado ulterior del dictamen que nos ocupa. 

PRIMERO.- Analizada la exposición de motivos que da sustento a la íniciativa 

en estudio, así como su contenido normativo, las comisiones unidas estiman 

fundadas las reformas y adiciones a los ordena-mientos señalados en la 

iniciativa Presidencial necesarias para reglamentar fa reforma constitucional de 

1994, y que ésta entre en vigor. 

SEGUNDO.- Estas comisiones dictaminadoras consideran que la inejecución de 

las sentencias representa una grave viofación al principio de ple- na ejecución 

de las sentencias establecido en ef tercer párrafo del artículo 17 de nuestra 

Carta Magna, lo que redunda en perjuicio del Estado de Derecho y de la 

confianza de los ciudadanos en fas instituciones encargadas de la impartición 

de justicia. 

Los integrantes de estas comisiones unidas han constatado que, como se hace 

mención en la exposición de motivos de la iniciativa presentada por el titular del 

Ejecutivo Federal, los perjuicios sociales que eventualmente puede ocasionar 

restituir al quejoso en el estado que guardaban las cosas al momento de 

producirse la violación, hacen que el Poder Judicial de la Federación y las 

autoridades responsables se vean obstaculizadas para cumplir o hacer cumplir 

las sentencias de amparo. 

La figura del cumplimiento substituto prevista en el segundo párrafo de la 

fracción XVI del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, debe sustituir el incidente de cumplimiento mediante daños y 

perjuicios que actualmente prevé el cuarto párrafo del arlículo 105 de la Ley de 

Amparo, como se propone en la iniciativa, ya que carecería de sentido que 

coexistieran fas dos figuras siendo la del cumplimiento substituto, 

determinada de oficio o a solicitud del quejoso, la que prevé nuestra ley 

fundamental. En esa virtud, estas comisiones unidas consideran atinada la 
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reforma al cuarto párrafo del artículo 105 de la Ley de Amparo, asi como la 

adición de dos últimos párrafos. 

Con base en las afirmaciones anteriores y debido a que es facultad del Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia la aplicación de la fracción XVI del artículo 107 

constitucional, según lo establece la fracción VlI del artículo 10 de la Ley 

Orgánica del Poder Ju-dicial de la Federación, y por tanto, la determína-ción del 

requisito previo que ha establecido nuestra Constitución del incumplimiento de 

la sentencia de amparo o la repetición del acto reclamado, estas comisiones 

dictaminadoras consideran procedente que sea el propio Pleno quien 

determine de oficio el cumplimiento substituto, mediante los requisitos y 

condiciones que ha señalado el Constituyente Permanente. 

TERCERO.- Estas comisiones unidas estiman acertada la propuesta contenida 

en la iniciativa para establecer en el articulo 95, fracción X de la Ley de Amparo, 

la procedencia del recurso de queja en contra de las resoluciones que se dicten 

en el incidente de cumplimiento substituto de las sentencias de amparo, toda 

vez que se le otorga a las partes la posibilidad de que sean revisadas las 

determina-ciones de los jueces de distrito o de los tribunales colegiados de 

circuito que versen sobre el modo o cuantía de la restitución. 

CUARTO.- Asimismo, las comisiones que dictaminan juzgan adecuadas las 

reformas propuestas al artículo 99 de la Ley de Amparo y 21 de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación, toda vez que precisan la competencia del 

órgano que resolverá el recurso de queja. 

Estas comisiones consideran que son conducentes las reformas y adiciones 

que se proponen en la iniciativa de mérito, en virtud de que es deber del 

Congreso de la Unión llevar a nivel de la legislación secundaria la reforma 

constitucional que establece el cumplimiento substituto de las sentencias de 

amparo. Sin embargo, es preciso seña/arlo, la reforma constitucional del 31 de 

agosto de 1994, no sólo estableció la figura del cumplimiento substituto de fas 

sentencias de amparo en los términos en que se advierte en ef párrafo segundo 

de la fracción XVI del artículo 107 constitucional, por las razones ya expuestas 
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en los apartados que anteceden, sino también la figura de la caducidad de los 

procedimientos tendientes al cumplimiento de las sentencias de referencia, por 

la inactividad procesal o la falta de promoción de la parte interesada. Y como el 

artículo noveno transitorio de aquella reforma constitucional condicionó su 

entrada en vigor a la fecha en que así lo hagan las reformas a la ley 

reglamentaria de los arlículos 103 y 107 de nuestra Carla Magna, estas 

comisiones unidas estiman pertinente incorporar la adición, al respecto, 

de dos párrafos más al artículo 113 de la Ley de Amparo para reglamentar, 

en el primero de ellos, la figura de la caducidad de los procedimientos 

tendientes al cumplimiento substituto de las sentencias de amparo, yen el 

párrafo final, la determinación de que los actos o las promociones que 

interrumpan el término de tal caducidad sólo serán aquellos que revelan 

un interés del recurrente por la prosecución del procedimiento. La razón 

de incorporar estas modificaciones en el precepto de referencia, se sustenta en 

la ubicación del mismo -capítulo XII, del Título Primero del ordenamiento 

juridico en cita, que establece prevenciones relacionadas con la ejecución de 

sentencias. Por otra parle, las comisiones unidas consideran aceptable la 

procedencia de la caducidad, en la especie, por el mismo término de trescientos 

días a que se refiere la fracción V del articulo 74 de la propia ley, cuando se 

trata de amparos en revisión, por inactividad procesal o la fafta de promoción 

del recurrente. Bajo estas circunstancias, tal párrafo quedarfa de la siguiente 

manera: 

"Arlículo 113.- ... 

Los procedimientos tendientes al cumplimiento de las sentencias de amparo 

caducarán por inactividad procesal o la falta de promoción de parte interesada 

durante el término de trescientos dias, incluidos los inhábiles. En estos casos el 

juez o tribunal, de oficio o a petición de parle, resolverá sobre la caducidad y 

ordenará que la resolución que la declare se notifique a las partes. 

Sólo los actos y promociones que revelen un interés del recurrente por la 

prosecución del procedimiento interrumpen el término de caducidad. 
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QU/NTO.- En viltud de la reforma al artículo 113 de la Ley de Amparo, en la 

fracción X del artículo 95 de fa propia ley, se deberá establecer también la 

proc~dencia de! recurso de queja en contra de las resoluciones que decreten la 

caducidad señalada, para que se otorgue a las partes la posibilidad de que 

sean revisé!das. Por consiguiente, este articulo quedaría: 

''Artículo 95.- ... 

x.- Contra las resoluciones que se dicten en el incidente de cumplimiento 

substituto de las sentencias de amparo a que se refiere el artículo 105 de este 

ordenamiento, así como contra fa determinación sobre la caducidad en el 

procedimiento tendiente al cumplimiento de las sentencias de amparo a que se 

refiere el segundo párrafo del artículo 113, y ... 

Por las consideraciones expuestas, estas comisiones unidas de Justicia y de 

Estudios Legislativos, Primera, con fundamento en el artículo 86 de la Ley 

Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y en el 

artículo 87 del Reglamento para el Gobiemo Interior del Congreso General de 

los Estados Unidos Mexicanos, someten a la consideración del pleno del 

Senado de la República el siguiente proyecto de: 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LA LEY DE AMPARO, 

REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 y 107 DE LA CONSTlTUCION 

POLlTlCA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LA LEY ORGANICA 

DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION 

ARTICULO PRIMERO.- Se reforman los artículos 95, fmcción X; 99, primer 

párrafo, y 105, cualto párrafo; y se adicionan un tercer párrafo al articulo 99, 

recorriéndose los demás en su orden, los párrafos quinto y'sexto al altículo 105, 

y un segundo párrafo al artículo 113, todos de /a Ley de Amparo, Reglamentaria 

de los articulas 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para quedar como sigue: 

"Artículo 95.- ... 
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X. Contra las resoluciones que se dicten en el incidente de cumplimiento 

substituto de las sentencias de amparo a que se refiere el artículo 105 de este 

ordenamiento, así como contra la determinación sobre la caducidad en el 

procedimiento tendiente al cumplimiento de las sentencias de amparo a que se 

refiere el segundo párrafo de! arlículo 113, y. ... 

Arlículo 99.- En los casos de las fracciones l y VI del arlfculo 95, el recurso de 

queja se interpondrá por escrito directamente ante el tribunal colegiado de 

circuito que corresponda, acompañando una copia para cada una de las 

autoridades contra quienes se promueva. 

En los casos de cumplimiento substituto de las sentencias de amparo a que se 

refiere la fracción X del arlículo 95, el recurso de queja se interpondrá por 

escrito, directamente ante el tribunal colegiado de circuito o ante la Sala de la 

Suprema Corie de Justicia, según corresponda, acompañando una copia para 

cada una de las autoridades contra quienes se promueva y para cada una de 

las partes en el juicio. 

Arlículo 105,- .. , 

Cuando la naturaleza del acto lo pennita, el Pleno de la Suprema Corie de 

Justicia, una vez que hubiera detenninado el incumplimiento o la repetición del 

acto reclamado, podrá disponer de oficio el cumplimiento substituto de la 

sentencia de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad o a 

terceros en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera 

obtener el quejoso. 

Una vez que el pleno determine el cumplimiento substituto, remitirá los autos al 

juez de distrito o al tribunal de circuito que haya conocido del ampa- ro, para 

que incidentalmente resuelvan el modo o cuantía de la restitución, 

Siempre que la naturaleza del acto lo permita, el quejoso podrá solicitar ante el 

juez de distrito o tribunal de circuito que haya conocido del amparo, el 

cumplimiento substituto de la ejecutoria, quien resolverá de manera incidental lo 

conducente y, en su caso, el modo o cuantía de la restitución", 
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"Artículo 113.- ... 

Los procedimientos tendientes af cumplimiento de fas sentencias de amparo 

caducarán por inacti-vidad procesal o la falta de promoción de parte in-teresada 

durante el término de trescientos dias, incluidos los inhábiles. En estos casos el 

juez o tribunal, de oficio o a petición de parte, resolverá sobre la caducidad y 

ordenará que la resolución que la declare se notifique a las partes. 

Sólo los actos y promociones que revelen un interés del recurrente por fa 

prosecución del procedimiento interrumpen el término de caducidad. 

ARTICULO SEGUNDO.- Se reforma el articulo 21, fracción IV de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para quedar como sigue: 

"Artículo 21.- ... 

IV. Del recurso de queja interpuesto en los casos a que se refieren las 

fracciones V, VII, VfII, IX y X del artículo 95 de la Ley de Amparo, siempre que 

el conocimiento del amparo en que la queja se haga valer sea competencia de 

una de las Salas, directamente o en revisión, en los términos del artículo 99, 

párrafos segundo y tercero, de la misma ley; 

V. a XI . ... " 

TRANSfTORfO 

UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación 

en el Diario Oficial de la Federación. 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LA LEY DE AMPARO, 

REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULaS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION 

POLlTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LA LEY ORGANICA 

DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION 

(Dictamen de segunda fectura) ...... . 

- El C. Senador Jorge Zermeño Infante: Para fundamentar el dictamen de 

conformidad con lo establecido en los artículos 86, 89 Y 94 de la Ley Orgánica 
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del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 56, 88, 93 Y 108 del 

Re-glamento para el Gobierno Interior del propio Congreso, los Senadores 

integrantes de las Comisiones Unidas de Estudios Legislativos, Primera, y de 

Justicia, de esta Honorable Cámara de Senadores, presentamos el dictamen 

aprobatorio de la iniciativa de Decreto por el que se reforman la Ley de Amparo, 

Reglamentaria de los arlículos 103 y 107 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación. 

La propuesta legislativa, contenida en el proyecto de Decreto, va encaminada a 

garantizar la seguridad jurídica de los ciudadanos, y preservar el imperio de la 

ley. Sabemos que el respeto al Estado de derecho se inicia con el cumplimiento 

de las sentencias que emite la autoridad judicial, como culminación de un 

proceso en cuya parle sustancial el juez define los derechos y las obligaciones 

de las partes contendientes. 

En el Juicio de Garantías obseIvamos tres tipos de sentencia: las que 

sobreseen, las que niegan al quejoso la protección de la justicia federal por éf 
invocada, y las que le conceden esa protección al resolverse el juicio a su favor. 

Las sentencias que sobreseen, poniendo fin al juicio, sin resolver nada en 

relación con la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado por 

el quejoso. Las sentencias que niegan el amparo, confil711an la 

constitucionalidad del acto'reclamado, y por lo mismo confil711an su validez, bien 

sea porque dicho acto se ajusta al principio de legalidad, o bien porque los 

conceptos de violación, expresados por el quejoso en la demanda sean 

inoperantes, y el juez se encuentre en la imposibilidad de declarar la 

inconstitucionalidad del acto reclamado, por impedirselo el principio de estricto 

derecho. 

Ahora bien, estos dos tipos de sentencia no trascienden más allá de los 

intereses particulares de quienes promueven el juicio, porque en estas nada se 

tiene que cumplir, pues nada conceden. 
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Sin embargo, algo totalmente distinto ocurre en el caso de las sentencias que 

conceden la protección de la justicia federal, o que amparan y protegen al 

quejoso contra los actos de autoridad que reclamó en el juicio; por los 

obstáculos jurídicos y materiales con los que el Poder Judicial de la Federación 

ha tenido que enfrentarse, para lograr que las autoridades responsables 

obedezcan en todos sus términos las sentencias que conceden la protección de 

la justicia federal. 

No ignoramos la existencia de diversos juicios, resueltos a favor de quienes los 

promueven, que por la naturaleza especial del acto reclamado no pueden 

concluirse con la ejecución de la sentencia. 

En virtud de la desproporción que se manifiesta entre los beneficios que pudiera 

obtener e/ quejoso, y fa gravedad de la afectación que causaría a la sociedad, o 

a terceros involucrados, en el caso concreto de que se trate, precisamente para 

resolver ese tipo de inconvenientes, el 31 de diciembre de 1994 se publicó en el 

Diario Oficial de la Federación un Decreto que reformó, entre otras 

disposiciones fundamentales, la comprendida en la fracción XVI del artículo 107 

de fa Constitución Política de fas Estados Unidos Mexicanos, para hacer posible 

el cumplimiento sustituto de aquel/as sentencias que conceden el amparo a 

través de dos formas: de oficio y a instancia de parle. 

En la primera, cuando la naturaleza del acto lo pennita, la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, una vez que hubiera determinado el incumplimiento ° 
repetición del acto reclamado, podrá disponer de oficio el cumplimiento sustituto 

de las sentencias de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la 

sociedad y a terceros en mayor proporción que los beneficios económicos que 

pudiera obtener el quejoso. 

y en la segunda, siempre que la naturaleza del acto lo pennita, el quejoso 

podrá solicitar, ante el órgano que corresponda, el cumpfimiento sustituto de la 

sentencia de amparo, no obstante lo anterior, por disposición del segundo 

párrafo del artículo noveno transitorio, el Decreto de fecha de 30 de diciembre 

de 1994, publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 31 del mismo mes y 
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año de referencia, las reformas a la fracción XVI del articulo 107 constitucional 

entrarían en vigor en la misma fecha en que lo entrarán las reformas a la Ley 

Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de nuestra Ley Fundamental. 

Por consiguiente, hacia el logro de esta finalidad se enfoca la propuesta 

legislativa, contenida en las iniciativas de reforma a la Ley de Amparo, 

presentada por el Ejecutivo Federal el 14 de diciembre del año dos mil; 

iniciativa que vendrá a proporcionar certeza y seguridad jurídicas al 

gobernado en el terreno del cumplimiento y ejecución de las sentencias 

que conceden el amparo o protección de la justicia federal, cuando: 

Primero.- No sea posible restituir al agraviado en el pleno goce de la garantfa 

constitucional, violada. 

Segundo.- No sea posible restablecer las cosas al estado que guardaban antes 

de la violación, si ~I acto reclamado es de carácter positivo; y 

Tercero.- No sea posible obligar a la autoridad responsable a que obre en el 

sentido de respetar la garantía de que se trate, y a cumplir, por su parte, lo que 

la misma garantía exija, si el acto reclamado es de carácter negativo. 

Lo anterior, porque se perciba o nos demos cuenta que la ejecución de la 

sentencia afectará gravemente a la sociedad o a terceros, en mayor 

proporción que los beneficios que pudiera obtener el quejoso. 

La propuesta legislativa vendrá a proporcionar los mecanismos jurídicos 

eficaces que impidan tanto a las autoridades como a los particulares evadir el 

mandato de las normas legales; mecanismos a los que se podrá acudir en las 

hipótesis en que los actos reclamados contra los que se hubiere concedido el 

amparo, se hayan consumado irreparablemente desde el punto de vista 

material, es decir, cuando por imposibi7idad física no pueda cumplirse la 

ejecutoria respectiva en los ténninos del artículo 80 de la Ley de Amparo, o 

bien, que pudiéndose llevar a cabo la ejecución de la sentencia, la afectación 

que de ello resulte a la sociedad, o a terceros, sea más grave en proporción a 

los beneficios económicos que vaya a obtener el quejoso. 
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Asf fos Senadores, integrantes de fas comi- siones unidas que participamos en 

la formulación y aprobación del dictamen, que se pone a discu- sión de esta 

Honorable Cámara de Senadores, obseNamos con beneplácito fa iniciativa de 

Decreto que vendrá a reglamentar fa mencionada reforma constitucional, y 

permitir su entrada en vigor a fin de incluir la figura del cumplimiento sustituto de 

las sentencias de amparo en el texto de la ley secundaria. 

Por todo lo anteriormente mencionado, y con fundamento además en lo 

dispuesto por la fracción 11 del artículo 71 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, a nombre de las Comisiones Unidas de Justicia, y 

de Estudios Legislativos, Primera, sometemos a la consideración del pleno del 

Senado de la República el proyecto de Decreto por el que se reforma fa Ley de 

Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación. 

Senador David Jimé- nez González, del grupo parlamentario del Partido 

Revolucionario Institucional. 

Sín lugar a dudas, aquellas reformas que vienen a forlalecer nuestro 

estado de derecho; que nos vienen a dar seguridad juridica, vienen y traen 

como consecuencia el fortalecimiento de uno de los poderes que integran 

a nuestro pa/s: el Poder Judicial Federal. 

Estas reformas que vienen a complementar la de 1994, representan y dan 

respuesta a situaciones concretas que impedían dar cumplimiento a las 

Sentencias de Amparo. Sentencias de Amparo que se dictaban y que 

afectaban, sin lugar a dudas, al gobernado, que había acudido a pedir la 

protección y ef amparo de la justicia federal. 

Pero como aquí se ha dicho, muchas de esas sentencias eran materíalmente 

imposibles de cumplir. Por ello, esta figura de la sust{tución de las sentencias, 

no deja lugar a dudas que viene a ser un acierto, porque se logra lo que en todo 

juicio se persigue: el obtener una sentencia y que ésta se cumpla. 
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Pero pensamos que ante esta figura, para hacerla efectiva, ya que pudiera 

darse el caso que la misma subsistiera por tiempo indefinido, lo que 

vendría a desvirtuarla y no alcanzar el objetivo propuesto, es decir, el 

propio cumplimiento. 

Por eso, los integrantes de las comisiones unidas, consideramos que era 

pertinente e importante que estableciéramos un periodo razonable, que 

estuviera de acuerdo con fas disposiciones que al respecto considera la 

legislación de la materia; tanto para dar el impulso procesal, como para 

dar y acatar el incumplimiento de la sentencia. 

Así, el considerar la caducidad de la instancia por inactividad procesal, 

era preciso incluirlo dentro de la iniciativa, para hacerla congruente con 

las disposiciones relacionadas con este tema y que contempla la misma 

Ley de Amparo. 

La inactividad procesal, desde que se introdujo en las reformas de 1951, 

provocó acaforados debates. Sin embargo, se considero importante ya que 

impide o evita el que se dejen muchos juicios de amparo, que queden 

congelados; es decir, dentro del rezago por fafta de interés de fas partes. 

Asi pues, esta institución se ha enriquecido a través de los años con diversas 

reformas que ha experimentado tanto la Constitución, como la misma Ley de 

Amparo. 

La del año 1967, la de '75, la de '94, y esta última reforma de la Ley de 

Amparo, que sin lugar a dudas, proporciona seguridad jurídica y en 

cansecuencia evita el rezago que al presentarse, como hemos dicho, 

afecta la misma impartición de justicia. 

Por estas razones, nosotros decidimos que el artículo 113 de la ley, llegara a 

quedar como sigue: 

~Los procedimientos tendientes al cumpli- miento de las sentencias de amparo, 

caducarán por inactividad procesal o la falta de promoción de la parte 

interesada durante el término de 300 dras, incluidos los inhábiles. En estos 

101 



casos el juez o tribunal, de oficio a petición de parte, resolverá sobre la 

caducidad y ordenará que la resolución que la declare se notifique a las parles. 

Sólo los actos y promociones que revelen un interés del recurrente por la 

prosecución del procedimiento interrumpen el término de caducidad". 

Así quedaría el arlículo 113 de la Ley de Amparo, que junto con el arlículo 105, 

e/ 95 y el 99 de la mis-ma ley, y el arliculo 21, fracción IV de la Ley Orgá-nica 

del Poder Judicial de la Federación, vienen a complementar el cuerpo de este 

dictamen. 

Por eso, los compañeros de mi fracción apoyan este dictamen de las 

Comisiones Unidas de Justicia, y de Estudios Legislativos; y se da cumplimiento 

a los principios torales que tiene el amparo. 

Que es, como fodos lo sabemos, instancia de parte agravada; agravio personal 

y directo; rela-tividad de las sentencias de amparo;' principios de definitividad; 

prosecución judicial, y también, por supuesto, de estricto derecho. 

Por eso, los compañeros de la fracción del PRI, apoyan el dictamen que acaba 

de dar lectura .. 

- El C. Senador RutiJio Escandón Cadenas: Sin duda, esta reforma viene a abrir 

la posibilidad de que todas las leyes de México se adecuen y que se cumplan 

en la práctica. 

Ese es el reclamo de la sociedad. En el que a veces y en la mayoría de los 

casos hay sentencias que se quedan en el vacío. 

Por eso, la fracción parlamentaria de{- PRO apoya esta iniciativa, porque 

creemos que viene a agilizar, pero más que todo, a dar cerlidumbre, a dar 

confianza a la ciudadanía en las instituciones en nuestro país. 

La función judicial significa para el país algo en la que las legisladoras y los 

legisladores debemos de atender con mucha seriedad y con mucha 

responsabilidad, porque ahí descansa uno de los pilares de la justicia de 

nuestro país. 
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No debemos olvidar que cualquier reforma que se haga en México no puede 

soslayar que el derecho es sólo un instrumento por el que se logra ¡ajusticia; e/ 

derecho es el medio para lograr la justicIa, no es menoscabando los derechos 

de los gobernados, como habremos de alcanzarla. La justicia es el fin, y el 

medio para lograrlo es el derecho. 

Hubo percepciones distintas en el Congreso Nacional de Juristas que 

planteaban una nueva Ley de Amparo. Va/oraciones diversas, enfoques, a 

veces, enfrentados; no los desconocemos; pero creo que todas y todos ustedes 

están empeñados en significar una nueva institución; una institución más 

vigorosa, más confiable, más clara, para atender fa que tanto reclamamos todos 

los mexicanos. 

Asimismo nadie desconoce fa colosal demanda, de que e/ amparo subsista en 

toda su dimensión; no solamente por la excelsitud de sus principios, sino por los 

beneficios que su' aplicación ha producido y produce. 

Tampoco nadie ignora que, por el atropello constante que se comete, el Juicio 

de Amparo ha llegado a ser un instrumento de salvaguarda de los derechos 

humanos, de los menos en detrimento de los demás. 

El amparo hoy en día no está al alcanc~ de la sociedad. Y sí a la disposición de 

quienes cuenten con {os medios para pagar los honorarios de un abogado, es 

por ello que comparlimos la propuesta del Ministro José de Jesús Gudiño 

Pelayo, en tomo al amparo de barandilfa; amparo sumarísímo, que incluso 

opere en comparecencia y que obedece a /a necesidad de llevar o trasladar los 

principios humanos y juridicos que inspiren la justicia, de paz, en el ámbito 

federal de la protección de las garantías individuales. 

Hacemos votos porque posteriormente se discuta integra/mente una nueva Ley 

de Amparo, que /e devuelva a esta institución su razón de ser histórica, su 

verdadero papel de salvaguarda de las libertades y del mismo orden 

constitucional. Finalmente se emitieron 104 votos en pro y ninguno en contra. 
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~--~----~ 

- El C. Presidente Jackson Ramfrez: Aprobado el proyecto de Decreto por el 

que se reforma fa Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de 

la Constitución Política de fos Estados Unidos Mexicanos, y la Ley Orgánica del 

Poder Judicial Federal. 

Pasa a la Cámara de Diputados para sus efectos constituciona/es .. .'i38. 

Analizando la propuesta así como los motivos que los legisladores exponen en 

el decreto que reforma y adición a diversas disposiciones a [a Ley de amparo, 

considero lo siguiente: 

1.- La adición que se realiza al artículo 113 de la ley de la materia está 

supeditada o es derivada en la realizada al artículo 105 del mismo 

ordenamiento, referente al cumplimiento substituto de la sentencia de amparo, 

estableciendo que dicho cumplimiento será de oficio o a solicitud de la parte 

quejosa realizando esta modificación a efecto de que la sociedad no desconfie 

de la impartición de justicia creándose nuevos medios de defensa para la 

misma, así como mecanismos que garanticen el total cumplimiento de la 

sentencia de amparo. 

2.~ Se decide adicionar dos párrafos más al artículo en cuestión sin embargo en 

la exposición de motivos los legisladores expresan claramente que la caducidad 

de la instancia por inactividad procesal será respecto de los juicios de amparo 

tendientes al cumplimientos sustituto de la sentencia protectora, y no as! como 

lo establece realmente hoy en día dicho precepto legal en el que abarca a todos 

los procedimientos tendientes al cumplimiento de dicha sentencia. Así las cosas 

para el juzgador resulta casi imposible consultar de manera minuciosa los 

motivos que tuvo el legislador para expedir cada una de las reformas que 

realiza a las leyes y mas aún exponerlos en cada una de las sentencias de 

amparo que emita, cuando los mencionados motivos tienen una connotación 

distinta y contradictoria a la plasmada en la propia ley. 

Ji Pagina Web. http.www.CámaradeSenadores.com.m>;. Diario de Debatcs. Exposición de motivos 25 
abril de 2001 
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3- Lo expuesto anteriormente por el legislador deja mucho que pensar, en 

virtud de que en uno de sus razonamientos hechos nos establece que el motivo 

de la emisión del segundo párrafo del artículo 113 mencionado, es porque en 

primera instancia se encuentra en el mismo título de la ley, en el que se tratan 

las prevenciones relativas al cumplimiento de la sentencia de amparo y en 

segundo término por el simple hecho de ser congruente la caducidad de la 

instancia por inactividad procesal con la reforma realizada al artículo 105 de Ley 

de Amparo, sin hacer un razonamiento lógico de lo dispuesto en el primer 

párrafo del artículo en cita, pues en él se estable la imposibilidad de archivar un 

juicio de amparo sin quedar enteramente cumplida la sentencia protectora en el 

dictada y por lo que hace al tercer párrafo adicionado, el legislador no expone 

razón alguna del porque de la emisión de dicho párrafo. 

4.- Por otra parte, se establece que la figura del cumplimiento substituto se crea 

a efecto de que se imposibilite [a evasión del cumplimiento de las normas 

legales, esto es, se pretende obligar de manera precisa al cumplimiento de [a 

sentencia de amparo, siendo de oficio o a petición de [a parte quejosa, sin 

embargo el legis[ador crea una figura alterna a este cumplimiento substituto, 

que es la. ,caducidad por inactividad procesal, operante en e[ término de 

trescientos días incluyendo los inhábiles, dejando de lado la garantía 

consagrada en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en e[ cual se contempla [a impartición de justicia pronta y expedita, 

en virtud de que a[ ser de oficio, también recae en el órgano jurisdiccional de 

conocimiento, [a obligaCión del impulso procesal que se necesita a efecto de 

que ningún juicio de amparo caiga en inactividad procesal y de esta manera se 

decrete la caducidad referida, siendo por mínimo acto de parte del juzgado, 

dictar un requerimiento a [a parte quejosa a efecto de que se [e prevenga que 

de no manifestar nada respecto de dicha inactividad se declarara la caducidad 

del procedimiento de ejecución de [a sentencia de amparo. 

5.- Se establece de igual forma un periodo razonable, que constará de 

trescientos días incluyendo [os inhábiles, dejado diversos cueslionamientos a[ 
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vacío, en virtud de que no expone los razonamientos congruentes dejando de 

lado lo sigUiente: plazo razonable para quien?, desde que punto de vista se 

toma en cuenta el plazo razonable?, establece plazo razonable para dar y 

acatar el cumplimiento de la sentencia de amparo, referente a que o a quien?, a 

la autoridad responsable o a la parte quejosa?. de esta manera nos damos 

cuenta que la seguridad jurídica que proporciona la caducidad de los juicios de 

amparo tendientes al cumplimiento de la sentencia de amparo, de la que habla 

el legislador, en realidad no existe pues es contradictoria entre sí en cuanto a 

Jos motivos de su emisión, así como la con la misma ley. 

y si las adiciones realizadas al artículo 113 de la Ley de amparo, se realizó 

simplemente por dejar debidamente integrada la reforma hecha en 1994 y para 

la entrada en vigor de la misma, debemos precisar que no es de tal 

congruencia, en virtud de que los legisladores no previnieron respecto del 

primer párrafo del articulo citado, así como lo establecido en el artículo 80 de la 

misma ley, 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

principios fundamentales en el juicio de garantías, asl como el procedimiento 

establecido en los artículos 104 y 105 de la Ley de Amparo, referentes al 

cumplimiento de las sentencias protectoras, no dejando de mencionar la 

dificultad para desentrañar el verdadero sentido de la ley con lo que el 

legislador quiso decír al momento de emitir la misma. 

4.5. PROPUESTA DE REFORMA AL ARTíCULO 113 DE lA lEY DE 

AMPARO. 

En principio el articulo 113 de la Ley de Amparo establece: 

"No podrá archivarse ningún Juicio de amparo sin que quede 

enteramente cumplida la sentencia en que se haya concedido al agraviado 

la protección constitucional, o apareciere que ya no hay materia para la 

ejecución. El Ministerio Público cuidará del cumplimiento de esta 

disposición. 

Los procedimientos tendientes al cumplimiento de las sentencias de 

amparo caducarán por inactividad procesal o la falta de promoción de 
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parte interesada durante el término de trescientos dias, incluidos los 

inhábiles. En estos casos el juez o tribunal, de oficio o a petición de parte, 

resolverá sobre la caducidad y ordenará que la resolución que la declare 

se notifique a las partes. 

Solo los actos y promociones que revelen un interés del recurrente por la 

prosecución del procedimiento interrumpen el término de caducidad. 

Una vez que se ha leído la exposición de motivos de los legisladores nos 

queda claro que la propuesta de reforma a este artículo no era encuadrar todos 

los asuntos tendientes al cumplimiento de la sentencia de amparo, sino como lo 

manifiestan ellos, la caducidad debía aplicarse solo a los procedimientos 

tendientes al cumplimiento sustituto, cosa totalmente distinta, que si bien es 

cierto ambos están encaminados al cumplimiento de dicha sentencia, el 

segundo de ellos supone haber agotada todo el procedimiento previsto en los 

artículos 104 Y 105 de la misma ley de amparo y llegado hasta la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, habiéndose determinado [a imposibilidad del 

cumplimiento por parte de la autoridad responsable y decretándose el 

cumplimiento sustituto de dicha sentencia, y si en esta etapa del cumplimiento 

se advierte la inactividad procesal del mismo durante trescientos días naturales, 

entonces en este supuesto procederá la caducidad de! procedimiento como lo 

exponen los legisladores y no como la ley de amparo lo señala. 

Posterionnente del precepto transcrito se desprende una gran 

contrariedad en lo dispuesto en su primer párrafo en relación con el segundo y 

tercero del mismo, en virtud de que en el primero de ellos se establece de 

manera tajante la prohibición de archivar un juicio de amparo sin que se haya 

cumplido la sentencia que en él se haya dictado, obligando al Ministerio Público 

a cuidar que dicha disposición se cumpla y de alguna manera designándolo 

como "guardián" del mismo 

Si embargo en el segundo párrafo se presenta la figura de la caducidad del 

procedimiento de ejecución de la sentencia si en el término de trescientos días 

incluidos los inhábiles no se ha promovido dentro del jUicio de amparo, esto es 

se cae dentro de la inactividad procesal, explicada con anterioridad y dando 

lugar al archivo definitivo del juicio de amparo de que se trate, aún cuando en él 
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se encuentren actos de autoridad declarados inconstitucionales, lo cual como lo 

expresé anteriormente representa una contradicción rotunda y aberrante con el 

primer párrafo del artículo citado. El tercer párrafo de dicho artículo se refiere a 

que solo los actos y promociones que revelen un interés del recurrente por la 

prosecución del procedimiento interrumpen el término de caducidad, esto es, 

que no basta con que el quejoso promueva por ejemplo para designar 

autorizados o señalar nuevo domicilio legal sino que las promociones que 

presente deberán contener un verdadero interés en cuanto a la prosecución del 

juicio; esto es verdaderamente criticable pues conduce a épocas superadas del 

derecho romano, en que tenían que utilizarse fórmulas sacramentales dentro 

de los procesos. Según el criterio de dicho artículo tendría que usar la frase 

"solicito se requiera a las autoridades responsables" o bien cualquiera otra en la 

que se denote el impulso procesal. 

Una vez aclarado lo anterior propondré lo que a mi juicio y a lo largo del 

desarrollo del presente trabajo de tesis he estructurado para una mejor 

comprensión del artículo 113 de la ley de amparo, en virtud de que resulta 

contradictorio e incluso aberrante jurídicamente pues pennite que la 

prosecución del cumplimiento de una sentencia de amparo que es de orden 

público así como de oficio o a instancia de parte agraviada, quede inconclusa 

por la famosa "presunción" de desinterés de la parte quejosa en el juicio de 

amparo. 

Si bien es cierto que la reforma realizada al artículo en cuestión, publicada en 

mayo del año dos mil uno, que permite la declaración de caducidad en el 

procedimiento de· ejecución de la sentencia de amparo por la inactividad 

procesal ha demostrado su encacia a través del tiempo, en virtud de que ha 

puesto en evidencia que en un buen número de asuntos ya no existe interés de 

las partes porque se cumplimente su sentencia, entreteniendo inútilmente a los 

juzgadores; también es cierto que se debe ser sumamente cauto en estos 

pronunciamientos pues al no darse vista a la parte afectada con una prevención 

o requerimiento previo a la declaratoria de caducidad apercibiéndole que de no 

manifestar nada al respecto se declarará dicha caducidad en su pe~uicio, se le 

deja en estado de indefensión en cuanto al hecho de la inactividad procesal, 
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vulnerándose la garantía de audiencia consagrada en el artículo 14 de la 

constitución, llevando consigo la posibilidad de cometer injusticias irreparables 

al no haberse entrado del análisis de los problemas controvertidos. 

Los órganos jurisdiccionales hoy en día se encuentran infestados de juícios de 

amparo que muchas veces se dejan al olvido sin embargo no quiere decir que 

una sentencia emitida por un juzgado federal no deba ser acatada por el simple 

interés del quejoso estando por encima del mismo, el interés colectivo de 

aplicar las normas y sanciones previstas en la ley para las aquellas autoridades 

que actúan contrariando las garantías constitucionales. 

Así, encontramos que frente a las arduas cargas de trabajo de los órganos 

jurisdiccionales tenemos el cumplimiento de la ejecutoria y los principios 

consagrados en la Ley de Amparo para el respeto a una decisión del orden 

federal y a la ley máxima del país, es por ello que sería dable proponer como 

alternativa la supresión del último párrafo de la fracción XVI del articulo 107, de 

la Constitución Pol!tica de los Estados Unidos Mexicanos así como los párrafos 

segundo y tercero del artículo multicitado, de la Ley de amparo y dejar lisa y 

llanamente la prohibición de archivar los juicios de amparo en los que se dicte 

sentencia declarando [a protección de la justicia de la unión al quejoso, hasta en 

tanto no sea cumplida dicha ejecutoria por cualquier medio, salvando así los 

principios fundamentales del juicio de amparo y del orden jurídico en general de 

nuestro sistema de derecho. 

Por otro lado en atención a las cargas de trabajo mencionadas así como al 

presunto desinterés del quejoso de impulsar el procedimiento de ejecución 

(que de ser realistas, se da en la práctica con gran frecuencia), también sería 

dable proponer como segunda alternativa la supresión del primer párrafo del 

artículo 113 de! ordenamiento legal citado, pues con ello se terminaría en 

primera instancia con su inconstitucionalidad en virtud de que es contrario a lo 

dispuesto por la Constitución General de la República en el artículo citado en el 

párrafo que antecede y permitiría la uniformidad de la jurisprudencia emitida por 

los Tribunales Colegiados de Circuito así como por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, pues hoy en día existe un gran número de tesis 

contradictorias entre sí por las reformas realizadas a este artículo, y proponer 

109 



que exista una vista previa a las partes a efecto de que manifiesten lo que a su 

derecho convenga respecto de dicha caducidad, estableciéndose un plazo de 3 

a 5 días para que desahogue dicho requerimiento, y por tanto si transcurrido 

dicho plazo las partes no manifestaran nada respecto de la vista notificada, se 

procederá a realizar el pronunciamiento de caducidad respectivo, en perjuicio 

de la quejosa como ha quedado señalado con antelación. 

Expuesto lo anterior considero que la caducidad del procedimiento de ejecución 

es útil en la practica dentro de! Juzgado de Distrito o Tribunal de Circuito, pues 

con ello se evitan proceso largos y tediosos, así como la acumulación de 

expedientes antiguos, sin embargo conlleva a diversas aberraciones jurldicas y 

a saber que de nada sirve todo un procedimiento de ejecución relatado en los 

artículos 104 Y 105 de la Ley de Amparo, recursos como !os incidentes 

innominados, quejas por defecto y exceso, asi como garantías constitucionales 

como las otorgadas en los artículos 14 y 17 de la carta magna. 

Finalmente, en relación a lo anterior considero que lejos de suprimir el párrafo 

del artículo 113 de la Ley de amparo en el que se contempla la prohibición de 

archivar los expedientes sin antes quedar debidamente cumplimentada la 

sentencia de amparo, as! como los que reglamentan la caducidad del 

procedimiento de ejecución de dicha resolución, debe crearse una concordancia 

entre la Constitución General de la República y su ley reglamentaria, así como 

también dentro de dicho ordenamiento legal, pues los dos supuestos de que 

hablamos se encuentran en extremos completamente opuestos y tienen cada 

uno de ellos su motivo y su verdad en cuanto a la caducidad y el seguimiento 

de la ejecución mencionada, sin embargo se debe buscar un punto en que la 

ley no sea contradictoria incluso en un mismo artículo como es en este caso 

debiéndose establecer el equilibriO entre dichos supuestos, a fin de que se 

respete el interés particular, así como el de la sociedad en general, siendo este 

equilibrio desde mi punto de vista que si se va a declarar la caducidad del 

procedimiento de ejecución se dé vista a las partes prevía declaratoria de 

caducidad en los términos precisados en párrafos anteriores, o bien si se va a 

optar por no archivar el expediente hasta su cumplimiento total, no poner 

ninguna traba e incluso imponer y hacer efectivas las sanciones que se 
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establecen en la ley para las autoridades omisas en el cumplimiento de dicha 

resolución de amparo. 

III 



PROPUESTA DE TESIS 

Como se encuentra precisado en el capitulo cuarto y último del presente 

trabajo de tesis, mi propuesta de reforma al artículo 113 de la ley de amparo se 

encuentra encaminada a encontrar la uniformidad en el mismo, pues hoy en día 

establece: 

ARTICULO 113.- No podrá archivarse ningún juicio de amparo sin que 

quede enteramente cumplida la sentencia en que se haya concedido al 

agraviado fa protección constitucional, o pareciere que ya no hay materia para 

la ejecución. El Ministerio Público cuidará del cumplimiento de esta disposición. 

Los procedimientos tendientes al cumplimiento de las sentencias de amparo 

caducarán por inactividad procesal o la falta de promoción de parle interesa 

durante el término de trescientos días, incluidos los inhábiles. En estos casos el 

juez o tribunal, de oficio o a petición de parle, resolverá sobre la caducidad y 

ordenará que fa resolución que la declare se notifique a las parles. 

Solo los actos y promociones que revelen un interés del recurrente por la 

prosecución del procedimiento interrumpen el término de caducidad. 

Siendo lo mejor a mi juicio, evitar la contradicción que existe entre el 

primero y el segundo párrafo del articulo citado y en razón de ello, proponer la 

supresión de lo dos últimos párrafos, como se establecia antes de la reforma 

que adiciona dichos párrafos en mayo del año dos mil uno, quedando como 

sigue: 

ARTIcULO 113.- No podrá archivarse ningún juicio de amparo sin que 

quede enteramente cumplida la sentencia en que se haya concedido al 

agraviado la protección constitucional, o pareciere que ya no hay materia para 

fa ejecución. El Ministerio Público cuidará del cumplimiento de esta disposición. 

Respetándose con ello el orden Público y el interés social que lleva 

implícita la sentencia dictada por el Juez de Distrito o Magistrado de Circuito. 



Debiéndose de igual forma y en razón de 10 anterior. proponer la 

supresión del último párrafo del artículo 107. fracción XVI. de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, que contempla la caducidad del 

procedimiento de ejecución de las ejecutorias de amparo. 

Por otra parte, atendiendo a que si bien es cierto, el cumplimiento de la 

sentencia de amparo es de orden público y de oficio, también es cierto que hoy 

en dia existe un gran rezago dentro de los órganos jurisdiccionales 

competentes para conocer del cumplimiento de las sentencias de amparo; en 

razón de ello, es que propongo como alternativa a lo anterior la supresión del 

primer párrafo del articulo 113 de la Ley de Amparo, quedando como sigue: 

ARTIcULO 113.- Los procedimientos tendientes al cumplimiento de las 

sentencias de amparo caducarán por inactividad procesal o la falta de 

promoción de parle interesa durante el término de trescientos días. incluidos 

los inhábiles. En estos casos el juez o tribunal, resolverá sobre la caducidad 

previa vista dada a las parles por el término de cinco días, contados a parlir del 

día siguiente al en que queden legalmente notificadas, a efecto de que 

manifiesten /o que a su derecho convenga sobre dicha caducidad y ordenará, 

en caso de declararse la misma, se notifique a las parles. 

Solo los actos y promociones que revelen un interés del recurrente por la 

prosecución del procedimiento interrumpen el término de caducidad. 

Las anteriores propuestas son a efecto de que no exista la contradicción 

que hoy en día vemos tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y la Ley de Amparo. 



CONCLUSIONES 

1.- El juicio de amparo es un medio extraordinario de defensa que tiene el 

gobernado para impugnar los actos de autoridad que vulneren sus garantías 

individuales. 

2.- El fin primordial del juicio de amparo es la restitución del quejoso en sus 

garantias individuales violentadas por la autoridad responsable. 

3.- La ejecutoria de amparo que se haya dictado en el juicio con el sentido de 

amparar a la parte quejosa es aquella que la autoridad responsable deberá dar 

cumplimiento en el término que se precisa en esa resolución. 

4.- El procedimiento previsto por la ley de amparo para dar el debido 

cumplimiento a la ejecutoria que ampara y protege al quejoso, se encuentra 

previsto en los artículos 104 Y 105. 

5.- La caducidad es la extinción o pérdida de un derecho o facultad, por el 

vencimiento de un plazo u ocurrencia de un supuesto previsto en la ley. 

6.- La ausencia de actos o promociones del quejoso que impulsen el 

procedimiento para dar cumplimiento a la ejecutoria de amparo, da lugar a que 

se configure la caducidad en el término que fija la ley. 

7.- El quejoso como el juzgador que conoce del juicio de amparo están obligedas 

a impulsar los procedimientos tendientes al cumplimiento de la ejecutoria. a 

efecto de evitar la caducidad de dicho procedimiento. 



8.- En cumplimiento de la ejecutoria de amparo que se otorga al quejoso, el 

impulso procesal a que está obligado el juzgador dentro del procedimiento de 

ejecución, se encuentra previsto en los articulos 104 y 105 de la Ley de Amparo. 

9.- La ejecutoria de amparo que protege a la parte quejosa del acto de autoridad 

debe ser acatada en su totalidad y oportunamente por las autoridades 

responsables, así como aquellas que no fueron señaladas como responsables 

pero con motivo de sus funciones deban cumplirla. 

10.- La caducidad del procedimiento de ejecución de una sentencia de amparo 

prevista en el artículo 107, fracción XVI, ultimo párrafo constitucional, considero, 

atenta contra el fin primordial del juicio de garantías, de que se le restituya al 

quejoso en sus garantías individuales vulneradas. 

11.- De acuerdo con la exposición de metivos de la adición al artículo 113 de la 

Ley de Amparo, la caducidad del procedimiento de ejecución sólo debe operar 

en los asuntos que se encuentren en la etapa de cumplimiento sustituto. 

12.- La caducidad en el procedimiento de cumplimiento es violatoria al articulo 

17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que contempla 

la impartición de justicia pronta y expedita, pues el impulso procesal no solo 

corresponde al quejoso sino también al juez o tribunal del conocimiento. 

13.- Debe suprimirse el último párrafo de la fracción XV del artículo 107 

constitucional, para el efeclo de que no sea archivado ningún asunto hasta en 

tanto sea cumplida la sentencia de amparo. 

14.- Debe suprimirse el primer párrafo de su artículo 113 de la Ley de Amparo, 

para que no sea contradictorio a la Constitución a su artículo 107. fracción XV, 

pues éste permite la caducidad en los procedimientos tendientes al cumplimiento 



, . , 

de la sentencia de amparo y el primero de elfos prohibe archivar expediehte 

alguno sin haber dado el debido citado cumplimiento. 

15.- Previa declaración de caducidad del procedimiento de cumplimiento de la 

ejecutoria de amparo, debe darse vista al quejoso para que manifieste lo que a 

su derecho convenga al respecto. 

16.- El verdadero fin de la caducidad en el procedimiento tendiente al 

cumplimiento de la sentencia de amparo es abatir el rezago de los órganos 

jurisdiccionales de conocimiento. 
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